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ASUNTO 

Culminada la audiencia de juzgamiento procede la Sala 

Especial de Primera Instancia de la Corte Suprema de Justicia 

a dictar el fallo que en derecho corresponda, dentro de la causa 

seguida contra el exgobemador encargado del departamento 

del Chocó, ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO, quien fue 

acusado por la Fiscalia General de la Nación, como autor de los 

delitos de falsedad ideológica en documento püblico (art. 286 

C.P.), en concurso heterogéneo con prevaricato por acción (art. 
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413 C.P.), y peculado por apropiación a favor de terceros 

agravado por la cuan.tia (art. 397 inc. 2 C.P.). 

IDENTIDAD DBL ACUSADO 

ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO, identificad.o con 

la cédula de ciudadanía nfunero 11.636.201, expedida en 

lstmina (Chocó), nació el 22 de abril de 1973 en el mismo 

municipio, hijo de Abrahan Mosquera y Zulma Lozano, de 48 

años de edad, casado con Luz Carmiña Murillo Cuesta, con 

grado de instrucción universitario de economista., 

especializaciones en derecho público y gestión de entidades 

territoriales, maestría en dirección y creación de empresas, 

residente en la carrera 1 Nº20-31, barrio Niño Jesús, sector Los 

Balcones, casa 27 de Quibdó (Chocó). 

LOSHECHOS 

En su condición de Gobernador Encargado del 

Departamento del Chocó, ROOER PASTOR IIOSQUERA 

LOZANO expidió la certificación del 28 de julio de 2006, por la 

cual reconoce sanción moratoria contemplada en la Ley 244 de 

1995 por el no pago oportuno de cesantías definitivas a 42 

docentes del departamento. La certificación fue utilizada como 

título ejecutivo en el proceso laboral 2700131050012007 

adelantado por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de 

Quibdó. 

Se expidió la certificación sin cumplir los presupuestos 

fijados en la Ley 244 de 1995 y conllevó al reconocimiento de 
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acreencias en detrimento de las finanzas del departamento a 

pesar de la inexistencia del derecho a sanción en varios casos 

y producida la prescripción en otros, así como a través de 

poderes otorgados por los beneficiarios con fecha posterior a la 

expedición del certificado y con reconocimiento del derecho a 

Maria de los Angeles Florez a quien ya le había sido reconocido 

el mism'>. 

ANTECEDEl'ITES 

1, Actuaci6n pmcesal 

1.1. Con ocasión de la denuncia. del 19 de noviembre de 

2008 formulada por el señor PATROCINIO SANCHEZ MONI'ES 

DE OCA, en su condición de Gobernador del Chocó, la Fiscalía 7 

Seccional de Quibdó, con Resolución del 5 de diciembre de 2008 

dispuso la apertura de instrucción formal en contra de ROGltR 

PASTOR MOSQUERA LOZANO por los delitos de peculado por 

apropiación y prevaricato por acción. Luego, con providencia 

del 18 de mayo de 2011 remitió la actuación a la Unidad de 

Fisr.allas Delegadas ante la Corte Suprema de Justicia 1• 

1.2. El Despacho de la Fiscal General de la Nación, a través 

_de Resolución del 2 de agosto de 2011, declaró la nulidad de lo 

actuado deS<ie la apertura de instrucción y en su lugar profirió 

resolución de apertura de investigación previa 2. 

1 c. 1 ftscarra original, folios 7-8, 34 
2 lbldem, folios 39-45 
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1.3. Por Resolución del 27 de mayo de 2014, la Unidad de 

Fiscalias Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, ordenó la 

apertura de instrucción y vincular mediante indagatoria a 

MOSQUERA L0ZAIW3. La. indagatoria fue recibida. el 10 de 

agosto de 2015, donde se le comunicaron cargos por los delitos de 

falsedad ideológica en documento público, prevarica.to por acción 

y peculado por apropiación, ~)amientos sobre los que se 

declaró inocente". 

1.4. Con resolución del 29 de febrei:o de 2016 la Fisca1ía. 

Octava Delegada ante la Corte Suprema de Justicia resolvió la 

situación juridica de MOSQUERA LOZANO absteniéndose de 

imponerle medida de aseguram.iento5. 

1.5. Mediante Resolución del 9 de noviembre de 2016, se 

declaró cerrada la inveci.tigación6 • 

1.6. Por Resolución del 28 de diciembre de 2018, la. Fiscalía 

Octava Delegada ante la. Corte Suprema de Justicia calificó la 

instrucción con resolución de acusación contra ROGER PASTOR 

MOSQUERA LOZANO por los delitos de falsedad ideológica en 

documento público, prevaricato por acción y peculado por 

apropiación a favor de terceros agravado por la cuan.tia. La 

resolución alcanzó ejecutoriael 12 de enero de 2017'. 

3 C. 1 ftscalla original, fo1io5214-221 
• C. 2 llscalla original, folios 245-273 
5 C. 3 firlcella original, folios 1-59 
e C. 4 llscalla 0!1glnal, folio 1 
7 Ibídem, folios 90-146, 173 
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1.7. El 22 de feb1ero de 2017 comenzó a coner el traslado 

de que trata el art. 400 de la Ley 600 de 2000 a nombre de los 

sujetos procesales 8. 

1.8. El 7 de noviembre de 2017 la Sala de Casación Penal de 

la Corte Suprema de Justicia, decidió las solicitudes probatorias 

formuladas por la Fiscalía y la defensa en audiencia preparatoria 9• 

1.9. El 23 de julio de 2018 se produjo la remisión de la 

actuación a esta Sala Especial1°. 

1.10. El 9 de noviembre de 2021 se llevó a cabo la audiencia 

pública de jlwgamiento donde fue interrogado el sindicado 

ROGER PASTOR MOSQtJERA LOZARO, se prod'l.\leron las 

alegaciones conclusivas de la Fiscalia reclamando sentencia 

condenatoria.11 • Luego, el 9 de diciembre del mismo año se 

escucharon las alegaciones finales del I epr esentante del 

Ministerio Público quien demandó sentencia condenatoria con 

excepción del delito de falsedad ideológica en documento público, 

mientras que el defensor del procesado solicitó la expedición de 

sentencia absolutorial2. 

2, La acusaclon 

Mediante Resolución del 28 de diciembre de 2016 la Fiscalía 

Octava ante la Corte Suprema de JustiCU'I cali:6có la instrucción 

acusando a ROGER PASTOR :MOSQUERA LOZARO como autor 

' C. 1 oonoclmiento orlglnal, follo 8 
i lbidam, folios 32-40 
,o lbidam, follo 289 
11 c. 3 conocimiento o~lnat, folios 197-201 
1~ lbklem, folios 124-127 
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responsable de los delitos de falsedad ideológica en documento 

público (art. 286 C.P.) en concurso heterogéneo con prevaricato 

por acción (art. 413 C.P.) y peculado por apropiación a favor de 

terceros agravado por la cuantia (arl 397 inc. 2° C.P.), señalando 

que cuando fungia como Gobernador encargado del Chocó, 

suscribió el certificado del 28 de julio de 2006 por el que se 

reconoce la sanción moratoria por el no pago oportuno de 

cesantias, según la Ley 244 de 1995, a 42 docentes del 

departamento, documento que fue ntitirado como título ejecutivo 

paI"l:I. prmnover proceso laboral en contra del departamento. 

La certificación del 28 de julio de 2006 fue dictada sin 

atender los presupuestos fijados en la Ley 244 de 1995, pues 

conforme a la norma, debe expedirse una resolución que atienda 

la solicitud de liquidación correspondiente, acto administrativo 

inexistente en este asunto, sin embargo, la certificación permitió 

el reconocimiento y pago de acreencias labores aún con 

inexistencia del derecho para algunos de los casos y con poderes 

otorgados luego de su expedición e incluso con pago a personas a 

quienes ya se les habria reconocido con antelación. En efecto, se 

encontró que sólo 23 de las 4 2 personas que señala la certificación 

fueron desvinculadas el 30 de julio de 2004, que otros 5 incluso 

se vincularon luego de dicha fecha y que para el caso de Maria de 

los Angeles F1ores ya se le habría ordenado el pago y 

reconocimiento de sanción moratoria, a más que 12 de las 

personas señaladas no fungieron como docentes adscritas al 

departamento del Chocó. Con todo, por cuenta de la certifi.cación 

en boga, se pagó a los beneficiarios de la misma un total de 

$1.046.343.946 de las arcas del departamento. 
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3. A,rptos de oonclusi6n en la audiencia publica 

Agota.do el debate probatorio del juicio, las partes elevaron 

las siguientes solicitudes: 

3.1. La ~soal;e 

Solicita la emisión de sentencia condenatoria en contra de 

MOSQUERA LOZANO por los delitos por los que fue acusado 

indicando que existen elementos que acreditan la certem de su 

ocurrencia y la responsabilidad del acusado. 

Luego de abordar la identidad del procesado y acreditar su 

condición de servidor público, para referirse al delito de falsedad 

ideológica en documento público señala que bajo la condición de 

gobernador encargado del Departamento del Chocó, éste suscribió 

la certificación del 28 de julio de 2006, como lo admitió desde su 

versión libre, documento del que existe demostración en tanto 

constituyó el título ejecutivo dentro del proceso laboral 

2700 1310500 1-2007 -00692 -en adelante 2007-00692-tramitado en 

el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, donde se 

admitió la demanda el 4 de diciembre de 2007 y en la misma fecha 

se hbró mandamiento de pago a favor de las 42 personas allí 

relacionadas, ello annadn a un embargo por $1.800.000.000 y 

donde aprobada la liquidación del crédito, el 14 de enero de 2008 

se dio ™ transacción por $1.046.343.946 suscrita entre la 

abogada demandante y el asesor juridico de la Gobernación del 

Chocó, a esa suma se adicionan las agencias en derecho por 

$83.707.515,86. 
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Es presupuesto del delito que en el documento se halle 

consignada una falsedad o se calle total o parcialmente la verdad 

y en la certificación del 28 de julio de 2006 se incorporó 

infonnación contraria a la verdad: se hace mención al 

reconocimiento de una sanción moratoria a personas que se 

consigna "laboraron en el cargo de docentes, al servido de 1a 

gobenwción del Departamento del Chocó•, aunque se demostró 

que no todas las 42 personas fungieron como tal, pues con 

certificación allegada por el Coordinador del Fondo de 

Prestaciones para el sector educativo del Chocó se informó sobre 

12 personas que no estuvieron vinculada.s a la entidad, idéntico 

informe que ofreció el director de talento humano de la 

Administración Temporal para el sector educativo departamental 

del Chocó; asimismo, se estableció que sólo 23 de las 42 personas 

señala.das en la certificación en realidad se desvincularon enjulio 

de 2004, se encontró además que 5 personas beneficiarias de la 

certificación fueron nombradas entre julio de 2004 y septiembre 

de 2007 y en algunos casos vinculados con posterioridad a la 

fecha de la certificación, aunado ello a que allí se relaciona a Maria 

de Los Angeles F1orez como beneficiaria. no obstante que dentro 

del proceso ejecutivo laboral 2007-00599 se estableció que con 

Resolución No. 2003 del 4 de diciembre de 2003 ya se le había 

ordenado el pago de la sanción; también se hallaron alteraciones 

en cuanto a nombres y documentos de idéntidad. 

Adicionalmente, es relevante que no apareció la certificación 

original o copia de la misma en las dependencias de la 

administración departamental y que todos los mencionados a1li 

no eran docentes, asi como que habiendo algunos laborado al 

servicio del FER, les fueron cancelados sus salarios y 

prestaciones. 
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Señala que de acuerdo al testimonio del asesor jurídico de la 

época, confrontado con la versión hOre del acusado, se advierte 

que fue MOSQUERA LOZANO quien expidió y respaldó con su 

rúbrica el contenido de la certificación del 28 de julio de 2006 y el 

único responsable de la veracidad o no de lo allí consignado y, 

según lo ~aladl) por el asesor juridico que luego participó en la 

transacción, se concluye que no corresponde a éste revisar, ni 

verificar o aprobar las certificaciones. 

Con relación al delito de prevaricato por acción, señala que 

se acreditó que MOSQUERA LOZANO en su condición de 

gobernador del Chocó dictó una certificación manifiestamente 

contraria a la ley, documento que se encuentra inmerso dentro 

del concepto de resoluciones planteado en la descripción penal. 

Se opone el certificado a la Ley 244 de 1995 por reconocer a 42 

personas el derecho a sanción moratoria por el no pago oportuno 

de sus cesantías definitivas, pero reconociendo lo no debido y 

habiéndose excedido en los límites temporales; no se logró 

establecer la existencia de antecedentes administrativos que 

hubieren precedido la expedición de la certificación del 28 de julio 

de 2006 ni tampoco trámite, solicitud o reclamación que hubiera 

dado lugar a su emisión, al punto que tampoco fue haJlado el 

original de la mentada certificación. Aquella fue expedida por el 

Gobernador encargado como un medio para alcanzar un fin 

d.efraudatorio para las finanms del departamento y sin que 

tampoco estuviere precedida de un estudio o concepto técnico que 

determinara la viabilidad y legitimidad del reconocimiento de la 

sanción moratoria. 
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Advierte la Fiscalía que si al gobernador encargado le 

hubiere asistido interés por actuar dentro del marco de la 

legalidad y no al margen de aquella como se acredita, no es 

razonable que aquél a nombre de la administración que no ha 

paga.do en forma oportuna cesantías definitivas, proceda a su 

reconocimiento pero no así a su pago, habilitando que se acuda a 

la vía judicial para tales reclamaciones con las consecuencias que 

ello implica, esto es que se sanciona a sí roisma para que los 

beneñciarios de la certificación con evidente y más gravoso 

detrimento para las arcas públicas acudan al cobro judicial. 

Sefiala que de acuerdo al artículo 93 del Decreto 12Z2 de 

1986 --Códig> de Régimen Departamental- los gobernadores 

encargados sólo pueden tramitar actos urgentes, por lo que 

MOSQUBRA LOZANO careda. de facultades para efectuar el 

multicita.do reconocimiento, que implicaba una elevada ohligación 

económica a cargo del departamento, no se acreditó que existiera 

una situación de apiemio que lo compeliera a emitir la 

certificación y por el contrario denota el aprovechamiento de su 

corto encargo de 3 días para desplegar su ilegal proceder, más 

cuando suscnbió el documento el último día de éste 

, habiendo podido esperar el retomo del gobernador titular frente 

a un asunto de tal trascendencia. 

Agrega que con la certificación del 28 de julio de 2006 se 

dispuso del patrimonio publico sin determinar el rubro y la. 

partida presupuesta! que se comprometia, con lo que también se 

desconoció el artículo 71 del Estatuto Orgánico del Presupuesto 

General de la. Nación- Decreto 111 de 1996-que refiere que "todos 

los actos administrativos que afecten las apropiaciones 
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presupuestales deberán contar con los certificados de 

disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación 

su.fidente para, atender estos gastos ( ... )", siendo que sin contar 

con el certificado de disponibilidad presupuestal ni el registro 

presupuestal correspondiente se desconocieron principios de la 

función administrativa. Reconoció en la certificación derecho a 

sanción moratoria para obligaciones que ya se hallaban presaitas 

como ocurre frente a las personas desvinculadas en los años 

1993, 1996 y 1998 y quienes habrían otorgado poderes para su 

ndamación entre mayo de 2006 y septiembre de 2007, cuando 

conforme al artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo, las 

acciones prescriben en un lapso de 3 años desde que se hace 

exigible la ohHgación. 

Finalmente, frente al delito ·de peculado por apropiación a 

favor de terceros agravado por la cuantía, comienza por indicar 

que conforme a la jurispru.dencia, la relación entre el semdor 

público y los bienes oficiales objeto material de la conducta puede 

devenir jurídica mas no material, esto es que basta que esté 

vinculada al ejercicio de un deber funcional y que el concepto de 

apropiación debe entenderse en el marco que el servidor público 

es el garante de los tecursol:I y quien debe velar por su correcta 

ntiJiY>lCión y destinación. ROGER PASTOR MOSQUERA 

LOZANO como gobern.ador encargado del Chocó y por ende 

ordenador del gasto, con la expedición de la certificación del 28 de 

julio de 2006 constituyó un acto de disposición juridica sobre 

recursos públicos del departamento, para que los beneficiarios allí 

señalados obtuvieran el pago de prestaciones sociales a través del 

proceso laboral 2007-00692 que totalizaron $1. 179.097 .000 y se 

decretó un embargo y retención de dineros por $1.800.000.000; 

Página ll de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

la suma inicialmente transada de $1.046.343.946 supera los 200 

salarios mínimos legales mensuales vigentes para la época en que 

se produjo la transacción el 14 de enero de 2008. 

Señala que frente a las exculpaciones ofrecidas por el 

acusado en su interrogatorio se tiene que los documentos que 

aportó son extemporáneos, que las personas que rindieron 

testimonios permitieron corroborar que algunos no eran docentes 

y algunos desconocían la existencia de la certificación y que la 

excusa en torno a que actuó "mecánicamente,. no excusa el dolo 

atendiendo su fonnación acadetJlira y experiencia, las que le 

imponían una mínima revisión de la naturaleza de la certificación 

y sus consecuencias económicas; la responsabilidad que caJgó en 

su asesor jurid.ico fue desmentida por este último quien negó 

conocimiento sobre la certi:fica.ción.13 

3.2.- El Mlnloterlo P6bllco 

Postuló la emisión de sentencia condenatoria frente a los 

delitos de prevaricato por acción y peculado por apropiación a 

favor de terceros agravado, en tanto solicitó fallo absolutorio por 

el delito de falsedad ideológica en documento público. 

Frente a este último delito, explicó que en efecto aquel fue 

cometido por el acusado, pues a través de la mentad.a certi:ficación 

del 28 de julio de 2006 reconoció una acreencia inexistente a favor 

de varias personas las cuales no se habrian desvinculado en la 

fecha señalada en ese documento mientras otras no fungieron 

como docentes o no tuvieron relación laboral con el departamento. 

13 C. 4 conocimiento original, folios 88-121 
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Sin embargo, entiende que este delito se presentarla en un 

concurso aparente con el de prevaricato por acción que también 

le fue eridilgado al acusado y sobre el que sostiene existen también 

suficientes elementos probatorios que lo acreditan, pues los 

elementos descriptivos de la conducta de falsedad se hallan 

contenidos también en el delito de prevarica.to por acción que en 

su criterio posee una mayor riquem descriptiva y cuyo juicio de 

desvalor consume al primero. 

Con relación al delito de prevaricato por acción, luego de 

reiterar que el acusad.o cumple la calidad de servidor público y 

que también contaba con competencia funcional para dictar la 

resolución o dictamen sobre el que recae este proceso y que si 

bien, estr:i~tamente el documento varias veces indicado no 

constituye puntualmente una resolución si comportó sus efectos, 

pues irrumpió en el mundo jurídico y con consecuencias juridicas, 

como lo fue que los beneficiarios de la misma la usaron como 
titulo ejecutivo y obtuvieron pagos de dinero con base en la misma 

a través de wi proceso laboral. Ninguna de sus exculpaciones 

tales como la presunta malquerencia del denunciante y de su 

actuar de buena fe son idóneas para explicar el comportamiento 

contrario a la ley; las pruebas allegadas dejan ver que no fue 

posible halJar soporte o antecedente de la expedición de la 

certificación del 28 de julio de 2006 ni de los pagos a los docentes 

allí señalados y tampoco consta petición o J'P.clamación alguna por 

parte de los supuestos docentes. 

Sobre el delito de peculado por apropiación refiere que no 

existe asomo de duda sobre su ocurrencia y probable 

responsabilidad del acusad.o, por el ilegal reconocimiento y pago 
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de acreencias labores a favor de presuntos docentes y también por 

una supuesta sanción moratoria sobre cesantías, acto de 

disposición que se basó en acto administrativo sin soporte legal y 

que fue utiHzadn como título ejecutivo para entablar la 

reclamación que culminó con un pago por $1.046.343.946 más 

las agencias en derecho por transacción a la que llegaron las 

partes en el ,Tu~do 1 Laboral del Circuito de Quilxló, 

concretándose el valor anotado en el monto del peculado por 

apropiación a favor de terceros. 

3.3.- B1 acusado 

~ala que la Fiscalía descont.extualim sus palabras pues 

no quiso atribuir su presunta responsabilidad a otra persona sino 

exp:a c:sar que la firma de la resolución estuvo amparada en la 

buena fe y que aquella p:tovc:nía revisada de la oficina jurídica, 

pues contrario a lo indicado por el asesor, se anexó prueba que 

el documento fue radicado y revisado en esa oficina antes de 

firmarlo, como se demostró con el oficio del 26 de julio de 2016 y 

existen los soportes de las personas a las que se les reconocen 

prestaciones sociales; la fiscalía archivó las inve1'1-tigaciones contra 

las abogadas Diana Figueroa y Ana del Carmen, así como el 

adeJant.ado contra el asesor jurídico Vargas Caicedo, este último 

quien en su declaración aduce que actuó de buena fe y que todo 

estaba en orden y por ello se le archivó, encontrando que en 

;calidad se trata de una persecución en su contra. Agrega que si 

no fue hallado ningún soporte de su certificación, la 

administración de Sánchez Montes de Oca.y en cabem del mismo 

destruyeron todos los soportes importantes para su defensa, no 

sólo para este proceso sino las demás que se siguen en su contra. 
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Da cuenta de varias declaraciones de personas benefictaria.s 

de la certificación que indicaron ser docentes o miembros del 

sector educativo y que sefta1aron no conocerle ni tener relación 

alguna con éste, al tiempo que reconocen haber dado poder a la 

oficina juridica de Patrocinio Sánchez donde laboraba Diana 

Figueroa y que no hicieron presentación personal en elj11zw¡dn y 

en algunos casos no es su fuma, esto es que los poderes fueron 

cambiados, sin que exista investigación de la Fioc.alía por estos 

hechos. 

Reclama la nulidad de todo lo actuado a partir del momento 

de su vinculación a este proceso, por acreditarse la causal 

seftala.d.a en el articulo 306 nwneral 2 de la ley 600 de 2000 como 

es "la comprobada existencia de irreguJ.aridade sustanciales que 

afectan el debido proceso" pues citando el articulo 533 de la ley 

906 de 2004, los delitos que ocurran con posterioridad a la 

entrada en vigencia de dicha norma se regirán por tal 

procedimiento y que los delitos que se cometieron con 

anterioridad a su vigencia pero que sólo se dieron a conocer luego 

de entrada en vigencia tal norma, con base en la "tesis de la razón 

objetiva" han de someterse también al régimen de la ley 906 de 

2004. 

Indica que a efectos de la nulidad invocada se acredita el 

principio de instrumentalidad pues el debido proceso y la defensa 

técnica no estuvo garantizado durante la m.ayoria del desarrollo 

de la inve~tigaciñn, es trascendente en tanto la irregularidad es 

palpable pues no se tuvo la oportunidad de acudir a un juez de 

control de garantías ni de tener su propio cuerpo investigativo y 

tampoco se le definió su situación jurídica en el momento de la 
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recepción de su versión hllre; la defensa no ha coadyuvado con su 

conducta alguna ejecución irregular y no tuvo la oportunidad de 

realiz.er una defensa técnica que habrla sido muy distinta bajo la 

égida de la Ley 906 de 2004, no existe otro medio procesal que 

permita subsanar la circunstancia anómala reseñada. 

Retoma su defensa señalando que actuó bajo el marco de la 

buena fe y en su condición de economista y obligado por el cargo 

de Secretario de Hacienda del Chocó debía velar porque los 

programas del gobiem.o regional se pusieran en ejecución; las 

actividades desarroUadas JXlf los reclamantes en las demandas 

efectivamente se adelantaron, sin que la fiscalie. desvirtuara tal 

hecho jurídico y en su lugar, archivó los procesos de los 

beneficiarios y de sus apoderadas así como del asesor juridico, por 

lo que la realidad juridica consiste en que Sf! baUa en una causal 

de ausencia de responsabilidad como lo es obrar con error 

invencible de la licitud de su conducta (artículo 32 numeral 11 de 

la Ley 599 de 2000) pues le fue exigido cumplir con el manual de 

funciones y acatar disposiciones legales, por lo que nos 

encontraríamos en el escenario del cumplimiento de un deber 

legal como lo indica el numeral 3º del artículo 32 ibídem, por lo 

que la conducta no serla punible, además advierte que el peculado 

cometido serla culposo y al haberse Uamado a juicio por uno 

doloso se impone la absolución. 

Da cuenta de sus condiciones personales y familiares e 

insiste en que su acru.ar estuvo amparado por la oficina jurídica. y 

el conveocimien.to de actuar de manera legal y moral, cuenta que 

desde el año 201 O es paciente que sufre de pa.tologias que pueden 

ser consideradas como un estado grave por enfermedad ello en 
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consonancia con el principio de la dignidad humana, padece de 

hipertensión arterial crónica, con antecedentes familiares de 

muerte súbita, con síndrome metabólico, dislipjclemia mixta, 

uroliatiasis y apnea del sueño, padecimientos que pueden llevar a 

un ata.que cardíaco; el decreto 546 de 2000 (sic) sjguiend.o las 

recomendaciones de la OMS consagró las enfermedades crónicas 

como vulnerables frente a la reclusión intramural, más por el 

estado de cosas inconstitucional que caracteriza el hacinamiento 

carcelario. Finaliza su intervención rn::lamanrl.o la declaratoria de 

inocencia a su nombre,14 

3.4. La def'ema: 

Reclama absolución porque de acuerdo a la prueba 

recaudada no se logró llevar al convericimiento sobre la certeza de 

la tipicidad y de la autoría y responsabilidad de su prohijado, en 

tanto recuerda las reglas legales frente a la apreciación probatoria 

bajo la égida de la Ley 600 de 2000. Pone de presente apartes de 

la declaración de Diana del Carmen Figueroa Lemos y la versión 

libre de su prohijado para señalar que de aquellas ni de otras 

pruebas arrimadas al proceso se puede concluir la comisión del 

ilícito de falsedad ideológica en documento público y explica que 

para la época de la certificación -cuya expedición fue reconocida por su 

defendido- la administración departamental ubicaba 

nominalmente a todos los trabajadores del FER y FEO como 

"docentes" independientemente del oficio que desempefiaren, tal 

como lo corroboran varias declaraciones allegadas 00 expediente. 

•+C. 4 conocimiento original, folios 159-173 
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Estima que no es posible colegir que con la expedición de la 

certificación del 28 de julio de 2006 de manera directa se hubiere 

librado orden de pago, pues transcurrió llll año y cuatro meses 

desde aquella y la presentación de la demanda laboral y que el 

juez laboral en su injurada advirtió que la inspección judicial 

realiz.ada a los archivos de la Gobernación del Chocó para el 31 de 

julio de 2007, sirvió de soporte para los procesos ejecutivos; reJiere 

que Ana de Jesús Córdoba Perca. apoderada sustituta de la parte 

demandante en el proceso laboral 2007-00692 indicó que se 

practicó inspección judicial previa a demandar, para verificar si a 

las personas que confirieron poder se les adeudaba cesantías 

definitivas y se certificó que así era. Sefta1a que las abogadas 

demandantes en el asunto laboral eran parte de la oficina de 

abogados de Patrocinio Sánchez Montes de Oca, exgobernador 

que precedió a la gobernación donde estuvo ROGER PASTOR 

MOSQUERA y que cuando fungió COinO gobernador en el año 

2009 señaló que todo lo ocunido en la gestión anterior se salió del 

protocolo pero ellos mismos enviaron a unas bodegas y en 

costales, archivos de la gobernación de Julio Ibarguen. 

Señala que el acto de firmar una certificación con algunas 

inconsistencias en cédulas y fechas de retiro exactas sólo obedece 

a la división funcional de las atribuciones de cada nno de los 

servidores que fungieron en la elaboración de la certificación, pu.es 

su prohijado sólo verificó algunos soportes y firmó llll documento 

que ya venía hecho con el visto bueno del equipo jurídico de la 

gobernación. Podria argumentarse que el gobemador encargado 

no fue diligente en la supenisión, pero ello sólo constituirla llll 

accionar culposo que no está. previsto como ti.pico. 
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Tampoco se materializa el delito de prevaricato ya que para 

la época de los acontecimientos el departamento del Chocó se 

encontraba sometido a la Ley 550 de 1999 en virtud de la 

reestructuración de pasivos, y a pesar de ello, algunos jueces 

ordenaron embargo y secuestro de dineros del departamento, por 

lo que debió acudirse a proceclimientos legales para evitar que ello 

ocuniera y se paralimra la función del departamento, por lo que 

todo era urgente y necesario. La amenaza de pagos de sanciones, 

según la Ley 244 de 1995, obligaba al reconocimiento de los 

valores de cesantías, es así entonces que existió una justificación 

jurídica para acceder a la firma de la certificación; frente a este 

reato, el dolo implica el conocimiento del servidor público de la 

manifiP.sta ilegalidad de la decisión proferida, sin que sea 

menester demostrar el móvil que guio la acción de funcionario, lo 

que no se acreditó en este asunto. 

Finalmente, con relación al delito de peculado a favor de 

terceros, reitera que existe el soporte docwnental, los testimonios, 

los soportes de vinculación a la FER y que la certificación solo fue 

usada a más de un año y medio de su creación como titulo 

ejecutivo, por lo que no se advierte que aquella per se dispuso de 

recursos públicos, máxime cuando aquel documento pudo haber 

sido objeto de contradicción en el proceso laboral; la 

responsabilidad penal es individual y si se presentaron actos 

ilícitos por parte de terceros ellos no pueden ser endilgadn8 al 

exgobernador encargado, no existen elementos de prueba que 

indiquen la concertación entre éste y sus funcionarios para 

favorecerlos con recursos oficiales como tampoco que aquel 

buscaba favorecer a esos terceros de manera intencional, por 

t.anto los derechos les asistían a la mayoría de los 42 reconocidos 

Página 19 de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

e incluso a Maria de los Angeles Torres a quien para la fecha de la 

certificación se le adeudaban sus acreencias. 

CONSWERACIOHES DE LA SALA 

l. De la competencia 

El fuero de juzgamiento a que alude el numeral 5° del 

articulo 235 de la Constitución Politica, es una garantía que 

obliga a un procesamiento especial radicado en determinados 

operadores juridicos y de la cual se goza desde el momento en 

que se asume el cargo, "es decir basta la sola objetividad de 

comprobar la vinculación con el cargo para que los operadores 

judiciales especiales adelanten la investigación y 

juzgamiento"H>. 

En efecto, la Oficina de Talento Humano de la 

Gobernación del departamento del Chocó acreditó que ROGER 

PASTOR MOSQUERA LOZANO ejerció como Gobernador 

encargado para la fecha de los hechos -28 de julio de 2006- en 

razón a que mediante Decreto 0387 del 26 de julio de 2006 fue 

encargado como tal para el periodo del 26 al 28 de julio de ese 

afto 1t>. Dicho ciudadano fungió como Secretario de Gestión 

Financiera y Tributaria -luego Secretaría de Hacienda- entre junio 

de 2005 y diciembre de 2007 y en dicho periodo fue encargado 

en 15 oportunidades como gobernador, particularmente 7 en 

el año 2006 dentro de las que se halla la relevante para este 

asunto 17• 

1scsJ SCP. 11 dejuí10de 2012, Rad. 39218. 
1e C. 1 fiscalía original, folio 19 
17 Ibídem, folios 16-18, 20 
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El parágrafo del artículo 235 de la norma constitucional 

preve que en aquellos eventos en que Gobernadores hubiesen 

cesado en el ejercicio de su cargo, la Sala conserva la 

competencia siempre y cuando el delito que se le impute tenga 

relación con las funciones desempeñadas 18. 

Esta Corporación ha reiterado que el fuero constitucional 

de los Gobernadores surge de dos posibilidades: i) que el 

imputado o sindicado de una infracción a la ley penal se 

desempeñe como tal, lo que exige la actualidad de la 

investidura o que, ii) después de haber cesado en sus 

funciones, la conducta que se le imputa tenga relación con las 

mismas, 

En el presente asunto ROGER PASTOR MOSQUBRA 

LOZANO ya no se desempeña como titular del ente territorial, 

sin embargo, la Sala tiene competencia en razón a que las 

conductas por las que se le juzga segun la acusación, -falsedad 

ideológica en documento público, prevaricato por acción y peculado por 

apropiación a favor de terceros-, se realizaron cuando se desempeñó 

como Gobernador encargado del departamento del Chocó. 

2. Cuestiones p,evtu 

2.1. De la 1111lidad. invocada por el acusado 

En el memorial donde ofrece sus 9Jegatr')8 conclusivos, el 

mismo ROGER PASTOR MOSQtJBRA LOZANO invoca el 

precepto del numeral 2° del articulo 306 de la Ley 600 de 2000 

'' CSJ. AP. 1 eept. 2((19, rad. 31662115 noY. 2009, 18d. 27032. 
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para reclamar la nulidad de tocio lo actuado desde su vinculación 

por advertir "la comprobada existencia de irregularidad.e 

sustanciales que afectan el debido proceso". 

Señala que la Ley 906 de 2004 en su artículo 533, indicó que 

sólo los delitos cometidos con posterioridad a la entrada en 

vigencia de tal nonna adjetiva serán regidos por aquella, y que la 

jurisprudencia ha esbozado que delitos que se hubieren cometido 

con anterioridad a la misma pero que solo fueron conocidos por 

la justicia con posterioridad a dicha vigencia, deben abordarse 

bajo esta última norma procesal, ello en virtud de la "tesis de la 

razón objetiva"; al efecto esgrime que en este caso la denuncia 

data de 2009 y sólo en ese momento se dio inicio a la 

investigación. 

Sobre la nulidad, ha indicado la Sala de Casación Penall9 

que se halla atada a la " ... oomproba.ci.ón cierta de yerros de 

garantía o estructura insalvables .. . " que tomen inviable la 

actuación, por lo que constituye una carga del censor dar cuenta 

de la irregularidad sustancial que afecta la actuación -taxatividad­

y la manera en que afecta al proceso o las garantías de los 

intervinientes y d momento procesal en que se produjo. 

A¡gega la Corte, que el fundamento de la n11Jidad debe estar 

contrastado con los axiomas que la rigen, como son la 

"oonualidación20, protección 21, instrumentalidad de las form.as22, 

11 CSJ SP. 18 )Jn. 2019, rad. 48773 
"" Las ~ plllldon oon.,.li<,lan,e oon el c;r,,-ü11iento ex¡:,reso o tácito del sujeto perjlldicado, 
"' B su¡eto procesal qua oon au oonr:lucta oo heya dado lugar a la oonigural:jón del vicio, es el Cnco qua ID 
pued& alegar, llllvo QU9 se tralfl da 8l9MCia da dar-& técnica. 
"' Como las f0rmu oo aon in fin en ar mismo, s1er1-.,J9 ~ w culf-.,la con el prop6silo qU9 i. n,gl• de 
p,oce,;iinkinto prelandl■ prt>teger, no habni klgir ■ la declarad6n de la nulidad, 
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b-ascendencia23 y residualidad2 4, pues st se aviz,ora que el 

defecto denunciado no alcanza a transgredir, en grado sumo, el 

desarrollo de la actuación, ni alterar lo decidido en el fallo 

censurado, no hay lugar a la admisión del reproche."25. 

En el presente asunto, se puede colegir acertado el rumbo 

fijado por el aforado MOSQOBRA LOZANO para encarar su 

cenSW"a, pues la aplicación de un procedimiento penal ajeno al 

)P.ga]mffite atribuible, podría constituir en una afectación al 

derecho al debido proceso insalvable, al tiempo que explicó que 

el defecto haJJado es transcendente, que no se produjo 

convalidación alguna por la parte defensiva frente al mismo y 

que no fueron atendidos los derechos de debido proceso y 

defensa a consecuencia de éste. 

No obstante, para la Sala resulta palmario que las 

vicisitudes procesales plasmadas por el acusado, así como las 

circunstancias fácticas que fueron tenidas en cuenta como base 

en el pronunciamiento jurisprudencial que aporta para soportar 

sus argumentos 26 , son diametralmente distintas a la verdad 

procesal plasmada en este asunto, de ahí que deviene 

improcedente la declaratoria de 1111Hdad por la raz.ón invocada. 

Veamos: 

Los delitos por los cuales se produjo acusación a nombre de 

ROOER PASTOR MOSQUERA LOZANO corresponden a los de 

falsedad ideológica en documento público (art. 286, C.P.), 

prevaricato por acción (art. 413, C.P.) y peculado por apropiación 

20 La magnitud del defecto debo tener incidencia en el serrtjdo de Juslláa lo...:.¡x.ado a la ~ncia. 
24 La declaratoria de oolidad debe eer el Onieo remedo procesal para superar el yerrv doltectado. 

2-CSJSP.18jun.2019,rad. 48773 
'"CSJ SP. 9jun. 2008. rad.Zl5BS 

Página 23 de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

a favor de terceros agravado por la cuantía (art. 397 inc. 2°, C.P.), 

los cuales, de acuerdo a la doctrina y a la misma jurisprudencia, 

-como se verá mas adelante- hacen parte de aquellos denomina.dos 

"tipo de conducta instantánea", esto es que con su materia:1izació 

se perfecciona y agota el comportamiento ilicito27 y que 

lógicamente ~ baUan asocia.dos al hecho juridicamente relevante 

de la suscripción del certiftcado del 28 de julio de 2006 alusivo 

al reconocimiento de sanción moratoria por no pago oportuno de 

cesantías a docentes al set'Vicio de la Gobernación del Chocó. No 

admite duda para la Sala, que conforme se expone en la 

resolución acusatoria, el agotamiento de los ilícitos mencionados 

se darla con la expedición de la certificación, pues con este acto 

se materializaría el acto reprochable en cada una de las normas 

penales: se habría dictado un documento público contentivo de 

afirmaciones falaces -falsedad ideológica en documento publico-, con 

desconocimiento de las normas legales que debían atenderse para 

su expedición -prevaricato por acción-y con el que se reconoció una 

obHgacióll económica a cargo del departamento del Chocó -

peculado por apropiación-, conducta que si bien demanda además la 

consumación de la apropiación, entendida ésta ocurrida en el 

momento en que se privó a la entidad territorial de la disposición 

sobre sus recursos2 8, habría ocunido ello con la emisión del 

mandamiento ejecutivo de pago, hecho que según se acreditó, 

acaeció el 4 de diciembre de 2007. 

Así, para la fecha de comisión de las conductas pumbles 

et1dilgadas, conforme se extrae del contenido el inciso 3° del 

r, PABON PARRA, Pedro, M9nualde derec:ho peo¡,~ Tomo 11, pal't8 espedal, paga. 555,901, 965 
,. 'E8tA IUlk:IBnlflmenl d9cantadll por la d«ttfna y la /IHf8tNUd900IB q119 u/ dulito d(, peculado por 
&prop/ac/dn es d8 C8léeCvi' Hl8Rllllitneo, por '1lilt'!MI f/W $11 comuma cuando qulenl qw el bien p(¡blloo 2§ 

ob/f{a dfgp,gp uxttrmqdf, disposk,1(!11 o9"/ama'9reGl1o e/DBll1/ooP9del§§f'{idolP®fh»o de un /ero@ro. 
00§ 9yldengafféniq¡od¡!lapropillmelo. C$J AP, 18abr. 2012, red. 38188 
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artículo 530 de la Ley 906 de 20()429, no habria entrado en 

vigencia en el distrito jt 1dicia) de Quibdó esa norma procesal, por 

lo que l.ógicam,mte los hechos cometidos con antelación a ella 

seguirían rigiéndose bajo el procedimiento vigente hasta entonces, 

como lo es en el presente caso la Ley 600 de 2000. 

Nótese que la "tesis de la ra?Lin objetiva" a que acude el 

acusado, está relacionada y dispuesta a eventos donde se hubiere 

producido tránsito de normas procedimentales frente a delitos de 

naturaleza. permanente, esto es aquellas conductas que habrían 

persistido en el tiempo y hubieren sido afectadas por el transcunir 

de dos o más normas de procedimiento que por ende les 

resultaren aplicables y no sólo porque se hubiere iniciado la 

investigación en vigencia de una norma procesal posterior, como 

lo quiere hacer ver el aforado. Como se explicó, en el presente 

caso no advierte la Sala que alguna de las conductas ilícitas objeto 

de acusación respondan a esta naturaleza, sino que todas se 

ejecutaron y perfeccionaron con la suscripción del certificado del 

28 de julio de 2006, por lo que la anota.da tesis no seria aplicable 

en este caso. 

Sin embargo, con el ánimo de brindar mayor claridad al 

libelista, entiende la Sala necesario abordar brevemente los 

postulados fijados por la jurisprudencia de la Sala de Casación 

Penal de la Corte Suprema de Justicia30 con relación a la 

multicita.da tesis, y que esencialmente consiste en que para los 

casos donde concurran delitos permanentes durante un tránsito 

procesal, como sería en efecto el de la Ley 600 de 2000 a la Ley 

a Artloolo 530. Selección de dislr1tos ;..m:lalel. ( ... ) be, siWilPf J!ildelea de 88minquila, Cartegena, 
Cui:wi, MDntarl■. Qulbdé Pamplona. Rlohacha, S•l'lbll Merla, Sincelejo y Va~r. y aquellos qua 
llegaren a crearse. IIJIIKjo a aPllcu el ._ 1 Pldlt dal POOIM'.9 11°1 de "!MCP da 2QQ8, 
30 CSJ SCP, 9 da]tmde2008. Rad. 29686. 

Página 25 de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

906 de 2004, con base en criterios "objetivos y razonables" se 

debería acudir a la norma procesal bajo la cual dio inicio a la 

investigación, para conducirse sobre ella durante todo el 

procedimiento. Dijo la Corte: 

•( ... ) se inclina la Sala por acudir a criterios objetivos y razonables, 
edjftcqdo§ atoa ~ en determfnar balo cuál de la.s 
leqtslaciones • iniciaron la ~ de inllUtlqadón. la: 
que una. va detectada y aplieada, bgio su f"'P!9dfRcqbi.t 
réafmm. w • aáJantarae ra totPffdad • ra actuación, 
sin importar que (al seleccionarse por ejempW la Ley 600) aún bqjo 
la comisión del delito -dada su pennanencia- aparezca en vigencia el 
nuevo sistema. 

Ya la iniciación de las pesquisas por los senderos de aquella 

normatividad marcará el rumbo definitivo del procedimiento a seguir 

( ... ). 

En el mismo pronunciamiento, expuso la Corte que no 

puede indicarse, -como lo sefíalajustamente el libelista en este asunto­

que se debe acudir a nno u otro sistema de enjuiciamiento 

porque éste responde de mejor manera al goce efectivo de sus 

derechos constitucionales, pues tanto la Ley 600 de 2000 como 

la Ley 906 de 2004 reconocen y toman exigibles los mismos. 

Veamos: 

( ... } no puede predicarse desigualdad de condiciones procesales 
sobre la base de que la Ley 600 ofrece más uentqjas que la 906 o 
viceversa, dado que tanto en uno como en r:,tro procedimiento por 
igual han de respetarse -y con similar intensidad- las garontias 
fundamentales. 

En efect.o, el investigado y juzgado por el anterior sistema bien puede 
exigir de los operadores judiciales que se le respeten la lego1idad del 
delito, de la pena, del juez y del procedimiento; la presunci6n de 
inocencia; el derecho de defensa; la contradicción de la prueba; la 
prohibición de reformatio in peju.s; con las excepciones legales la 
doble instancia, el acatamiento al respectivo esquema procesal. etc., 
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aspiraciones que como derechos igualmente son predicables de quien 
sea investigado y juY,gado bqjo los pardmetros del nuevo sistema»3i. 

Así mismo, la Corte ha subrayado que incluso si se 

hubiere optado por aplicar la normativa procesal vigente para 

el inicio de la comisión de la conducta ilícita a pesar que ya 

estuviere en marcha una posterior, ello tampoco consiste en 

una falencia que conlleve la nuJidad de lo actuado por 

afectación de garantías fundamentales, pues la solución 

planteada en forma alguna corresponde a un mandato de 

carácter legal. Así lo expresó: 

"Más alld de las anteriores consideraciones, debe precisarse que la 
Corte también ha puntualizad<1 que aún de incuni:r;se en error al 
aptiatr el criterio de la razón objetiva porque, por ejemplo, ya habta 
entrado en vigor el sistema procesal de la Ley 906 de 2004 cuando 
se surtieron las indagaciones iniciales, ello no comporta 
necesariamente afect.aeión del debido proceso porque con su 
establecimiento no se fijaron pautas de legalidad, siempre y cuando 
se verifique (i) que el proaidimiento elegido haya tenido vocación de 
aplicabilidad para el caso especifico y (ii) que en la actuación procesal 
surtida se hayan respetado las garantías .fundamentales. 

As! lo acotó la Sala: 

Con el fin de fijar criterios de inte,pretación que permitieran 
garantizar soluciones uniformes en la labor de determinar cudl 
de los dos estatutos debla aplicarse en estos casos, la Corte 
estructuró la tesis de la razón objetiva, que postula que cuando 
una situación de esta naturaleza se presenta, debe resolverse 
acudiendo a criterios objetivos y razonables, consistentes 
esencialmente en determinar bajo cud.l de los dos estatutos se 
iniciaron las actividades de investigación, debiendo ser el 
vigente en ese momento el que fije el ,umbo del procedimiento 
a seguir. 

31 CSJ SCP, 8 di,jurio di, 2008, Rad. 29586,que ha,klo relhnda«1AP, 12 may. 2010, rad 32773; AP 
6 mar. 2013, rad38430y SP, labrll 2019, rad. S126~, «llnlolr05. 
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Pero esto no significa, como pareciera entenderlo el libelista, 
que si se opta por un qjteriq distinto, iquqhnentf rnmnahle, 
verbiqmcia el de la selección de/ estatuto vjqente cuando Sf dio 
inicio a la efecución del delito, como ocurrió en el presente caso, 
la actuación cumplida sea nula, porque ambos, al ñn y al cabo, 
tenian vocación de aplicabüidad, en virtud del principio de 
legalidad procesal, y porque con esta tesis la Corte no 
pretendió fijar reglas sobre la legalidad del proceso, sino 
directrices que sirvieran de referente para la solución uniforme 
de los oonjlictos que se estaban presentando, como ya se 
indicó. 

Lo importante es que el procedimiento que se seleccione tenga 
tambiht vocacron de aplicabilidad, y que en su desC11TOUo se 
respete el debido prooeso en sus distintas manifestaciones, al 
igual que las garantías de orden constitucional y legal de los 
sujetos procesales, aspectos que no son cuestionados ni 

puestos en duda por el casaeionista. 32 (Subraya la Sala) 

En conclusión, encontrándose que los delitos por los que 

cursa la acusación en contra de MOSQUERA LOZANO habrían 

ocunido para el 28 de julio de 2006 en el Distrito Judicial de 

Quibdó, donde por entonces regía la Ley 600 de 2000 y ninguno 

de estos ilicitos alcanzó la condición de permanente, ésta era 

la norma procesal aplicable a este asunto, sin que fuere 

necesario ni viable acudir al mecanismo fijado por la 

jurisprudencia de la "tesis de la razón objetiva" y dado que 

como se aprecia de los cuadernos de la actuación desde un 

principio ésta resultó la norma aplicada y a la que hasta 

entonces se acude, no se actualiza la causal de nulidad 

invocada bajo las premisas expuestas por el procesado, razón 

suficiente para denegarla. 

32 CSJ ¡.p die. 12 2013, rad. 41187 
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2,2, De la norma euetantlva penal a aplicar 

Tal como se expuso en el acápite anterior, este asunto se 

rige por el procedimiento indicado en la Ley 600 de 2000, toda 

vez que dicha normativa procesal era la vigente en el distrito 

judicial de Quibdó33 para la época de los acontecimientos y fue 

justamente bajo las premisas normativas allí indicadas que se 

agotó el j1:rz.gamiento de MOSQUERA LOZANO hasta su 

culminación. 

Por esta misma razón, bajo el entendido que el incremento 

punitivo de la Ley 890 de 2004 está ligado a la implementación 

del sistema penal acusatorio en cada distrito judicial:1-1 y que 

como se explicó, dicho procedimiento no era aplicable en el 

lugar y para el momento de la conducta puruble, no se 

consultará el contenido de la norma sustantiva citada y por 

ende se atenderá el texto que contiene las normas penales en 

su texto y guarismos originales 35• 

3.- Del tallo a proferir. 

A partir del análisis de las elementos probatorios aportados, 

corresponde concluir si se satisfacen las exigencias del artículo 

232 del Có<ligo de Procedimiento Penal aplicable, Ley 600 del 

2000, esto es, si surge la certeza sobre la conducta punible y la 

responsabilidad del acusado, consecuencia de lo cual será emitir 

sentencia de condena en su contra. 

= SegOn el art. 530 de la Ley 906 de 2004, éita comenzó e regir en el distrito judicial de QulbdO 
a partir del 1° de enero de 2008 
Sol CSJ SP. 14 Jul. 2021. Rad. 57127 
311 SObreesta temática se ha pronunciado la eorte, reelenlemente en la CSJ SP 23-. 2019 
!'lid. 53776, 27 ene. 2021 rad. 53720, 14 jul. 2021 rad. 2021 
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Por el contrario, si el análisis integral de las pruebas 

recaudadas acredita que no se estructuraron los delitos objeto 

de acusación y/ o que el acusado no es responsable de los 

mismos, el fallo correspondiente sera de absolución. 

La última determinación igual será adoptada en el 

supuesto de que esa valoración arroje un estado de 

incertidumbre insalvable, esto es, que no pueda ser despejado, 

en tanto el acusado llega al juicio amparado por su derecho 

fundamental de la presunción de inocencia rr.glado en el 

artículo 29 de la Constitución Política y desarrollado por el 

artículo 7~ del estatuto procesal, norma esta rectora, de 

obligatorio cumplimiento, que prevalece sobre cualquiera otra, 

debe ser utiliz;ada como fundamento de interpretación (artículo 

24) y que lleva inmerso otro derecho superior, cual es el del in 

dubio pro reo, en virtud del cual toda duda debe ser resuelta en 

favor del sujeto pasivo de la acción penal. 

Siendo así, la Sala procederá a establecer si con 

fundamento en los medios probatorios allegados se acredita, en 

grado de certeza, las categorías de las conductas puruDles y la 

consecuente responsabmdad de ROGER PASTOR MOSQUERA 

LOZANO, quien fue acusado como presunto autor responsable 

del concurso heterogéneo de los delitos de falsedad ideológica 

en documento público, prevaricato por acción y peculado por 

apropiación a favor de terceros agravado, conductas que 

encuentran regulación en los artículos 286, 413 y 397 inciso 

2° de la Ley 599 de 2000. 

Para el efecto, es preciso señalar en primer término, que 
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se hará mención de las conductas por las cuales se acusó al 

aforado, en especifico, y a la manera en que se tipifican; en 

segunda medida, se analizarán y valorarán los medios de 

prueba en concreto recolectados en el proceso seguido en 

contra de ROGER PASTOR IIOSQUERA LOZANO en los 

delitos atribuidos en la acusación. Siguiendo el orden 

impuesto por la misma, se expondrán los argumentos que 

permiten conceder o no credibilidad a los medios de convicción 

y, en su análisis se responderá a los alegatos de los sujetos 

procesales. 

4. De loe delito• objeto de acuaci6n: 

Se acusó a ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO "como 

presunto autor responsable del delito de falsedad ideológica en 

documento público {Arl. 286 C.P.), en concur.so heterogeneo con 

prevaricato por acción (Arl. 413 C.P.) y peculado por apropiación 

a favor de terceros agravado por la cuantía {Arl. 397 inc. 2 

ibidemf36 

S. Prevaricato por acci6n 

El articulo 413 del Capítulo Séptimo ("Del prevaricato") del 

Titulo XV ¡"Delitos contra la administración pública") del Libro 

Segundo del Código Penal (Ley 599 de 2000), se refiere al delito 

bajo el siguiente tenor literal: 

•Articulo 413. PrevaricatoporacofÓn. El servidor público que 
profiera n1solueión, dictamen o concepto manifiestamente 
contrario a la ley, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años, 

so Cuaderno 4 fiscalia, resolución de llCll■ación, folios 90-146. 
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multa de cincuenta (50) a doscientos (200} salarios mlnimos 
legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de cinc.o (5) a oc1w (8) años ... 

De acuerdo a la literalidad de la norma los elementos 

constitutivos de la conducta punible corresponderian con: a) 

sujeto activo calificado -servidor público-, b) proferir resolución, 

dictamen o concepto y e) que alguno de estos 

pronunciamientos sea manifiestamente contrario a la ley. 

Ahora, la jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia 37 , con relación a los anotados elementos ha expresado: 

"i) El sujeto activo del delito de prevaricato por acción es 
caiificado, pam cuya comisión se requiere la calidad servidor 
público en el autor, aspecto que no ofrece ningún tipo de 
controversia en el sub judice. 

ii) Que aquel servidor público en ejercicio de sus funciones 
emita la resolución, dictamen o concepto; entiéndase por 
resolución aquella que no es solamente la prouidencia emitida 
por autoridad judicial sino también por funcionario 
administrativo, en ejercido uno u otro de sus raspectivas 
atribuciones; y no necesariamente ha de presentar los 
caracteres for711llles de auto interiocut.orio o de sentencia, lo 
que importa es que en ella el empleado oficial decida algo en 
ejercicio de su funcióri.. 

iii) Que la decisión adoptada bien sea resolución, dictamen o 
concepto sea "'manifiestamente contraria a la ley• es decir que 
aquella tenga una notoria discrepancia entre lo decidido por un 
funcionario público y lo que debió decidir, o como tantas veces 
se ha dicho, que exista una contradicción evidente e inequívoca 
entre los resuelto par el funcionario y lo mandado por la 
nonna•. 

Con relación a este último item, ha subrayado también la 

Corte Suprema de Justicia que la mera disonancia entre el 

3T CSJ SCP, 21 ago. 2013, rad. 39751 
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pronunciamiento y las normas sustanciales o procesales no 

resulta suficiente para la imputación juridica, sino que tal 

disparidad "... no admita justificación razonable alguna38 ". 

Señaló además que la expresión "manifiestamente contraria a 

la ley" constituye un ingrediente normativo del tipo penal que 

debe ser patente y que violente el texto y sentido de la norma, 

siendo que no pueden considerarse prevaricadoras las 

decisiones "desacertadas" que se funden en "en un concienzudo 

examen del material probatorio y en el análisis juridico de las 

nonnas aplicables al caso", de ahí que se muestre opuesta a la 

norma que ampararla esa decisión '"reueldndose objetivamente 

que es producto del simple capri.c}w, de la mera arbitrariedad, 

como cuando se advierte por la carencia de sustento fáctico y 

jurldk:o, el desconocimiento burdo y mal intencionado del marco 

nonnativo" 39. 

Frente al aspecto subjetivo de la tipicidad, éste implica 

que la decisión haya sido dictada con conocimiento acerca de 

los hechos constitutivos de la infracción penal y con voluntad 

de realización. Evidentemente, la modalidad es dolosa en 

cuanto encarna "la contrariedad entre lo resuelto y el 

ordenamiento jurídico de"be ser producto de la uoluntad 

conscientemente dirigida a emitir una decisión ilegal", en tanto 

no tendrían esta connotación •1as decisiones cuya oposición 

manifiesta a la Ley deriva de la impericia, ignorancia o 

inexperiencia deljuncionario"4o, 

311 CSJ AP, 29 jul. 2015, rad. 44031 
s CSJ SP, 13 ego. 2003, rad. 19303 
40 CSJ SP, 16 may. 2018, red. 52545 
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También la Corte Suprema de Justicia ha amparado la 

determinación del aspecto subjetivo de la conducta en 

condiciones personales del procesa.do como su trayectoria 

profesional o '1as explicaciones ofrecidas con base en los hechos 

que procesalmente resultaron inexistentes, ocultados o 

tergiversados"4 1. Se adiciona además a estos criterios, que la 

Corporación ha acuñado el concepto de "finalidad corrupta" 

como aquella donde aun existiendo conocimiento de la 

antijuridicidad del comportamiento, decide el actor proferir 

una decisión contraria a derecho, aspecto que no resulta un 

elemento del tipo subjetivo sino que lo integra. Dijo la Corte: 

~La jinalidad conupta se verijü:a. cu.ando la decisión ilegal es 

proferida con el prop(Jstto consciente de favorecer illcitamente a un 

tercero, o como consecuencia de un pago, dádiva o promesa, o en 

conexión con un ilícito subyacente que determina al funcionario a 

apartarse det orden juridico, pero también ruando éste último, de 

manera arbitraria, capric11osa o injusta resuelve autónomamente 

adjudicar en contra del derechD aplicable o las p,uebas a cuya 

valoración estd oompelido, ast en esa conducta no concumz el dnimo 

protervo de beneficiar ilícitamente a otra persona, 

( ... ) 
En esas condiciones, cuando el ji.tncionario judicial en ejercido de 

sus funciones resuelve apartarse tozudamente del orden jurldioo, 

desoonocerlo por un acto deliberado de poder o quebrantarlo por la 

única razón de ser esa su voluntad, obra también oon una .finalidad 

conupta, pues por esa vfa estd alterando, trastocando o depravando 

la funcwn jurisdiccional misma, que no debe estar orientada por 

propósitos personales o eycístas, sino por la realización de la justicia 

material.• (Negrillas fuera de texto)42. 

Ahora, en tomo al objeto material del delito de 

prevaricato, la jurisprudencia constitucional ha señalado que 

41 CSJ SP, 3 ago. 2005, rad. 22112 
.q CSJ SP, 16 may. 2018, rad. 52454 
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"no es solamente la providencia emitida por autoridad judicial 

situJ también por funcionario administrativo, en ejercicio uno y 

otro de sus respectivas atribuciones; y no necesariamente ha de 

presentar los caracteres formales de auto interlocutorio o de 

sentencia. lo que importa es que en ella el empleado oficial 

decida algo en ejerci.ci.o de su.función"4.'J. 

Es preciso señalar que el delito de prevaricato por acción 

es de conducta instantánea, pues al materializarse el acto 

manifiestamente contrario a la ley se perfecciona y agota el tipo 

sin consideración de sus efectos44, además sin que se exija la 

ejecutoria de la providencia4s. 

Finalmente, el bien juridico tutelado corresponde a la 

administración pública, que se ve afectado con el irrespeto a la 

legalidad, rectitud y honradez que se reclama a los servidores 

públicos. 

5.1 De la tiplcldad 

5.1,1, De la tiplcidad objetiva 

S. l. l. l. El señor ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

-entre otros periodos- fungió como Gobernador encargado del 

Departamento del Chocó para el periodo comprendido entre el 

26 y 28 de julio de 2006 46 , conforme a nombramiento que le 

fue rPaHmdo mediante Decreto 0387 del 26 de julio de 2006 47 

~ Coña const1tuclooal, Sentencia c-335 de 2008 
.. PABON PARRA. Pedro. Manual de Derecho Penal, Tomo II Parte Especial, Bogotá, 2011 
.. Cfr, CSJ SP, 15 nov. 2001, rad. 14040 
.. C. 1 flscalla original, folio 245 
" C. 1 fiscalía original, folio 19 
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suscrito por Julio Ibarguen Mosquera en su condición de 

Gobernador del Chocó; tal decreto no fue cuestionado ni 

tachado de falso dentro de esta actuación, resultando 

irrebatible que para el momento de los hechos, el acusado 

cumplía la condición de sujeto activo calificado señalada por la 

norma arriba transcrita, pues tenia la calidatl de servidor 

público en ejercicio de sus funciones, en desarrollo de las 

cuales suscribió el certificado del 28 de julio de 2006. 

La condición de Gobernador Encargado del Departamento 

del Chocó dotó a IIOSQUERA LOZANO de la representación 

legal del mismo como lo dispone el artículo 303 de la 

Constitución Política al indicar que el Gobernador " ... serájefe 

de la administración seccional y representante legal del 

departamento" en tanto que el artículo 305 de la misma obra le 

confiere, -entre otras atribuciones- la de "l. Cumplir y hacer 

cumplir la Constitución, las leyes, los decretds del Gobierno y las 

ordenanzas de las Asambleas Departamentales. 2. Dirigir y 

coordinar la acción administl ativa del departamento y actuar en 

su nombre como gestor y promotor-del desanullo integral de su 

tenitorio, de conformidad con la Constitución y las leyes", de 

donde se extrae que posee facultades administrativas en lo que 

concierne a la entidad territorial, siempre al amparo de la 

Constitución y las leyes aplicables. 

Debe subrayarse también que conforme lo enseña la 

Constitución Politica en su articulo 286 "Son entidades 

territoriales los departamentos ( ... )" aspecto que resulta 

relevante para indicar que conforme al artículo 11 O del Decreto 
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111 de 199648 -aplicable por la fecha de los hechos- las entidades 

territoriales " tendrán la capacidad de oontratar y 

oomprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan 

parte y ordenar el gasta en desa"°1.lo de las apropiaciones 

incorporadas en la misma sección, lo que oonstituye la 

autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución Política 

y la ley.( ... ) En los mismos términos y oondid.ones tendrán estas 

capacidades las Superintendencias, Unidades Administrativas 

Especiales, las Entidades Territoriales ... " de ahí que 

MOSQUERA LOZANO en su condición de Gobernador 

encargado del Departamento del Chocó, contaba con la 

condición de ordenador del gasto y estaba fa.culta.do para 

comprometer los recursos del departamento, acreditándose así 

el primer aspecto de la tipicidad objetiva BITiba señalado. 

5.1.1.2. En segundo lugar, y con relación al siguiente 

aspecto que reclama la tipicidad objetiva, se advierte que 

ROOER PASTOR MOSQUERA LOZANO en el marco de la 

condición de Gobernador Encargado del Departamento del 

Chocó, para el dia 28 de julio de 2006 dictó el Certificado que 

se transcribe a continuación: 

"República de Colombia 
Departamento del Chao6 

D ¡ 2cM del Gobwnctdor 

El suscrito GOBERNADOR (e) DEL DEPARTAMENTO DEL CHOCO, en uso de sus 

facu~ CollStitucionales y legales. 

,. Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y te Ley 225 de 1995 que 
0011form811 el Estatuto Orgénico del Presupuesto 
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Que /m; p,!1'8<1na& que a coniin.uaci6n se relacionan laboraron en el ca,yo de Docentes, al 

servido de la Qobemación del .Depanamento del Chocó y se 1e.s adeuda la Sanción 

Morarorla contemplada en lrJ3 ~ 244 de I 995, por el no pago oportuno de sus 

Cesanttas definitivas, segiln el siguiente detalle: 

NOMBRE c~ULA DESVINCULA...,,..,N SALARK> 

CHAVERRA V. JO=, DE LA CRUZ 4.795.980 30-07-2004 17.765 

PALACIOS ""'coRDOBA RAMlRO 4.809.348 30-07-2004 17,765 

MECHA FORAf!l'ERO PA1RlCIO Jl.803.279 30-07-2004 17.765 

PALACIOSAGUAUMPlA SARAY 26.258.428 30-07-2004 17.765 

MOSQUERA AGUALIMPJA AURELINA 27.328.196 30-07-2004 17.765 

CONUMPIA UIPAOO JUSITNA 26.366.810 30-07-2004 17.765 

RIOS ROBLEDO CLEOTILDE 4.846.437 30-07-2004 17.765 

MECHA CA1MAZO Mff3AL 4.846.437 30-07-2004 17.765 

~ROOBA N 4.820.213 30-07-2004 17.765 

rovAR MOYA IGNACIA 35.600.944 30-07.2004 17.765 

TAPM.S BEJARANO MJL7t)N HAROW 11.795.809 30-07-2004 25.564 

OREJUELA QUINTO MARIA LUISA. 39.308.000 30---07-2004 17.765 

MURILLO IiiJiÑOON CRUZ CEUS 43.011.696 30-07-2004 25.564 

MENA CUESTA JUSTA 54.250.822 30-07-2004 25.564 

GAMBOA BEJARANO ABA FLORENCIA 54.251.684 30-07-2004 25.564 

PINO MOSQVERA EL VIRA 54.353.369 30-07-2004 25.564 

!BA CAlCEOO ROSA JANNHEY 54.258.694 30-07-2004 17.765 

CAIZAMO GWMÍfN 1-SMAMA 82.110.061 30-07-2004 17. 765 

PEREA SANTOSELODIA SAUY 26.258.807 30-07-2004 25.564 

DOMINGUEZ ARROLLO ZOLIA 1NERVA 54.253.932 30-07-2004 28.080 

PALACIOS MENDOZA GABRIEL 4.825.406 30-07-2004 17.765 

CABRERA IZARAMA PUNIO 11.707.443 30-07-2004 17.765 

CASlWO PALACIOS MAGNOLIA 54.259.740 30-07-2004 17.765 

¡v1Az PALACIOSLUCYRAQU& 54.255.613 30-07-2004 25.564 

CHAMORROFORAS1ERO WC10 4.859.840 30-07-2004 17.765 

PALACIOS PALACIOS MARCELINA 54.252.124 30-07-2004 17.765 

GARCJA CAS'Iro 'nRSA MARIA 26.274.54 30-07-2004 17,765 

MORENO .,..,RDOBA ANA TERESA 43.340.329 30-07-2004 17,765 

ARIAS ANTONIO C1RO 11.788.123 30-07-2004 17.765 

KET1'Y YAMll.ETii HINESTROZA C. 35.601.372 30-07-2004 34.067 

WZEL.SA MOSQVERA M. 26.393.780 30-07-2004 18.333 

ALFREDO GARCL4 QUEJADA 4.790.910 28-02-1998 4.261 

ALBERTO MARMOLEJO 82.110.018 31-12-1997 5.770 

FREDDYE. CUESTA 11.796.205 31-12-1997 11.310 

CRUZ MARINA LOZANO 26.330.896 31-12-1998 18.716 
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ruvS M. MARTHA CECILJA 54.251.407 31-08-2004 21.066 

YENFA 08/RIS CASfflO 1...-VRDOBA 26.296.530 3'>072004 18.400 

MARIADEWS73iGELES FWRESM 54.250.466 07-07-1996 ""' 
GEN1TH HERNnNDEZPINO 54.257.187 31-12-1997 10.266 

DIANA DEL CARMEN FIGUERIA L. 54.253.466 31-12-1993 4.900 

NIVE DEL CARMEN MOSQUERA PINO 54.251.156 31-12-1997 13.600 

.ESM1RNA MENA CUESTA 54.254.828 31-12-1997 16.706 

La p~ cerlificaciñn ""fom,i en Quwdá a los as JUL. 2006 (fecha por seUo húmedo) 

ROOER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

Gobernador (e) del Chocó .. • 

Con relación a la existencia del documento, como objeto 

material del delito que se analiza, en principio se observa que 

en el respaldo del documento citado, en letra de color azul y 

con firma que se avizora es original -no se trata de una imagen o 

copia-, obra el siguiente texto: 

'El suscrito Gobernador (e) del Chocó: 

HACE CONSTAR: 

Que el presente documento es primera y fiel copia del original que 

reposa en los archivos de esta entidad. 

ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

Gobernador (e) del Chocó".50 

Además, sobre la autenticidad del documento, el mismo 

ROGBR PASTOR MOSQUBRA LOZANO en diligencia de 

versión libre expuso: "A pesar de que es wia copia si corresponde a los 

trazos de mi.finna•s1, afirmación que sostuvo en interrogatorio en 

audiencia pública del 9 de noviembre de 2021 52 • 

"'c. 2 li8caHa original, folio 107 
""lbldem, folio 107 rev«so 
•• C. 1 fiscalía original, folio206 
'2 Cfr, e. 4 ,;:onoclmlantooriginat, record mlfluto 23:20 en adelante 
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Ahora bien, es evidente que el documento señalado reúne 

la condición que se demanda como elemento normativo del tipo 

bajo la expresión ,..resolución"53, pues como lo explicó la 

jurisprudencia arriba transcrita, aquella puede también ser 

dictada por una autoridad administrativa en ejercicio de sus 

atribuciones y que contenga una decisión adoptad.a con 

ocasión de tal facultad. No obstante que en este asunto el 

documento fue calificado por el acusado como certificado, 

contiene expresiones dirigidas al reconocimiento de sanción 

moratoria por cesantias a nombre de 42 personas y a cargo del 

departamento del Chocó, ente territorial que por entonces 

aquel representaba. 

5.1.1.3. Frente al tercer aspecto a abordar, tal como se 

expuso en la acusación, para la expedición del certificado del 

28 de julio de 2006, se imponía acoger mandatos contenidos 

en la Ley 244 de 1995 54 como son: 

"Articulo J. Dentro de los quince (15) dlas hábiles siguientes a la 
presentacwn de 1a solicitu.d de 1a liquidación de las Cesantías 
Definitivas, por parte de los seroidores públicos de todos los órdenes, 

la entidad patronal deberá expedir 1a Resolución correspondiente, si 
reane todos los requisitos detenninados en la Ley. 

PARA GRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está 
incompleta, deberd informárselo al peticionario dentro de los diez (1 O) 
dlas hábiles siguientes al recibo de la solicitud, seftaLindole 
expresarl'l2nte qué requisitos le hacen falta anexar. 

"' •a Mm!ino rwo/Uclón se ha de entend91' en sentido amplio, como el dr1cidir", men/fe8tar 
voluntacl, clewrmlnación CQ/1 reJavancia jurldica que h11G6 el agente con motil/O o por ceUH del 
ejerolclo d6 su catp00 .fimdanss yqllfl expide con el 118no t18 /ss formalidades legales; comprende 
entonces todos /os actos admin~ -vMIEll88 o e8Clftos.. los decretos, las t9SOluciones 
admln/slnl/lVM, las provlclenci8s. autos y sentencias 9fflitidos pcr cua/qu/&r servidor p(Jb/ico" 
Tomado de PABON PARRA, Pedro. Manual de Derecho Penal, Tomo II Parte Especial, Bogotá, 
2011, pégina966 

~ "Por medio 1111 la aial u fijan 16rminas para el pago oportuno de C8181111a pa;, lo$ $elVidOreS p(lblloos, 
se establecen uncianH y u dictan otras dl81)0Biclones", 
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Una vez aportados los requisitos faltantes, la solicitud deberá ser 
resuelta en los ténninos señalados en el inciso primero de este 
anfculo. 

Artleulo 2. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) dfas hábiles, a partir de la fecha de la cual 
quede firme el acto administrativo que ordena la liquidacwn de las 
C-esantias Definitivas del servidor público, para cancelar esta 
prestaci6n social. 

PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesanttas de los 
servidores públicos, la entidad obligada rec.onocerá y cancelará de 
sus propios recuraos, al beneficiario, un día de salario por cada día 
de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo 
cual salo bastará acreditar la no cancelación dentro del ténnino 
previsto en este artículo. Sin embaryo, la entidad podrá repetir contra 
el ftmcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se 
produjo por culpa imputable a éste ... 

Así, conforme a la normativa en cita, para la expedición 

de la resolución de liquidación de Cesantías Definitivas debía 

la entidad nominadora o "patronal .. , en este caso la 

Gobernación del Chocó, haber recibido previamente una 

solicitud por parte de los servidores públicos beneficiarios de 

la misma y -haciendo hincapié en dicho presupuesto- si hallaba 

incompletos los requisitos, debía asi expresarlo al solicitante 

en un lapso de 1 O días, contando en todo caso con un periodo 

de 15 días desde la presentación de la solicitud para dictar la 

providencia respectiva. 

Nótese además que el artículo 2° dispone que la firmeza 

del acto administrativo, marca el inicio de un lapso de 45 días 

para que la entidad pública desembolse la prestación social, so 

pena de sanciones económicas por su mora. 
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En el presente asunto, por parte de la Fiscalia se 

realizaron seis (6) diligencias de inspección judicial a 

dependencias de la Gobernación del ChocóSS tales como 

Secretaria General, Oficina Juridica, Secretaria de 

Presupuesto, Oficina de Pagaduria, Archivo y Secretaria de 

Educación, encaminadas por una parte a la obtención del 

certificado original del 28 de julio de 2006 y por otra a 

determinar si la misma estuvo precedida de solicitudes de 

beneficiarios de tales reconocimientos, todas estas en las 

cuales se obtuvo respuesta negativa frente a tales soportes 

documentales. 

Adicionalmente, con relación a la existencia de 

reclamaciones, el 10 de abril de 2015 se escuchó en declaración 

a Yuber Ordoñez Arboleda quien fungió como Jefe de la Oficina 

Jurídica para la fecha de los hechos, el cual indicó no tener 

conocimiento alguno en tomo al certlftcado del 28 de julio de 

2006 o a un concepto previo de su oficina para la expedición, 

en tanto que frente a la ubicación del soporte documental de 

aquella señaló " ... si lo realizó el gobernador encargado, en ese 

despacho deben de estar"s6. Luego, el 16 de septiembre de 

2021 se recibió el testimonio de Jackson Vargas Caí.cedo, quien 

fungió como Asesor Juridico de la Gobernación del Chocó para 

el periodo de junio a diciembre de 2007, el cual aseguró no 

haber participado en audiencia de inspección previa al 

reconocimiento de acreencias laborales pero tampoco que la 

misma hubiere existido y que no conoce los criterios que se 

tuvieron en cuenta previo al reconocimiento5 7. 

55 Cfr, c. 1 fiscalla ori~al, folio& 82-83, 84-86, 100-101, 102-103, 128-129, 137-139 
.. c. 2 fiscalía original, follo 136 
111 Cfr, reoord minuto 32:30 - 35:00, c. 3 conocrniento original, follo 126 
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De la misma forma. se escucharon testimonios de varias 

de las personas beneficiarias de sanción moratoria por 

cesantías indicadas en el certiflcado del 28 de julio de 2006 

que declararon lo siguiente: 

Genitts Hemandez Pino el 4 de agosto de 2016 refirió que 

habría trabajado en colegios adscritos al Departamento del 

Chocó desde el año 2004 pero nunca como docente sino en la 

parte administrativa, que desconoce la certificación del 28 de 

julio de 2006 y que ª ... yo apenas miré fue cu.ando ya nos 

entregaron la liquidación que le tocaba a uno, cu.ando le tocaba 

a uno. Pero esta certijicaci6n, lo único que di.fue el poder, o sea 

que yo pasé una carla al doctor Patrocinio porque yo tenia 

pendiente el pago de la sanción moratoria. .. "58. 

Martha Isabel Rios Mannolejo, el 4 de agosto de 2016 le 

informó a la Fiscalía que " ... de saber no sabia pero como a mi 

me sacaron del magisterio y yo sabía que tenia derecho a unas 

cesantías porque había sido nombrada provisiona~ fui a que me 

las expidieran hice una solícitud por escrito, solicit~ todos los 

años que habla laborado es decir del año 2003 al 2006 y como 

no me pararon bolas cuando fui a solicitar conseguí una 

abogada y le di mi caso a la setlo DIANA FIGUER.OA .. . "59 . En la 

misma fecha declaró Ana Teresa Moreno Cuesta, quien expuso 

que se vinculó como docente a la Gobernación del Chocó en 

febrero de 2000 y fue desvinculada en 2004 y que se involucró 

en lo relacionado con la sanción moratoria aunque desconocía 

el texto de la certificación de 2006, que la citaron junto a otros 

• C. 3 fiscalla original, folio208 
• C. 3 flsallla original, folios211-214 
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con el argumento que les iban a pagar una sanción moratoria 

pero no ocurrió, con todo reconoce que no elevó petición 

directamente a la Gobernación sino a través de su abogada 60 • 

KettyYaneth Hinestroza Córdoba, el 4 de agosto de 2016 

señaló que se desempeñó como docente para los años 2003-

2004 y luego fue desvinculada en junio de 2006, con relación 

a la certificación del 28 de julio de 2006 y la reclamación 

expuso "de pronto uno le da los papeles a un abogado, que si le 

están debiendo una plata, pero el trdmite como tal, a mi si. me 

adeudaban, la única gestión que uno hace es darle poderes a un 

abogado, yo no he pasado nunca petición, nunca lo he hecho, de 

la deuda si sabia, pero no conocía esa certificaci6n ... "'61 

Fredy Enrique Cuesta Cuesta el 3 de agosto de 2016 

señaló que fungió como docente adscrito al Departamento del 

Chocó alrededor del año 1998 y que elevó la reclamación de sus 

acreencias a través de apoderadajudicial pues " ... si reconozco 

que nosotros solicitamos que nos reconocieran las cesantías a 

que teníamos derecho, nos solicitaron poder, no recuerdo a 

quien, una abogada, porque eso pasó de abogado en abogado. 

Si ahí me dieron una chichigua lo que no recuerdo es cuánto ... "62 

Zoila Inerva Domínguez Arroyo, refiere haber fungido 

como docente desde el año 1998 con la Diócesis de Quibdó, en 

1999 en convenio con el municipio, retomó a la diócesis y 

desde 2004 hasta 2014 volvió a trabajar en Quibd.ó; niega 

conocer previamente la certificación del 28 de julio de 2006 al 

"°Cfr, lbldem, folios 220-223 
6• lbldem, folio 225 
12 c. 3 fiscalia original, folio.228 
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tiempo que afirma que con otras personas dieron poder a unos 

abogados para la reclamación 63 • Nive del Carmen Mosquera 

Pino, por su parte, el 5 de agosto de 2016 le informó a la 

FiscaHa que no estuvo vinculada como docente al 

Departamento del Chocó pero si al FER como auxiliar de 

secretaría, para los años 1997, 2000 a 2002, confiesa no haber 

visto anteriormente la certificación y que le dio poder a una 

abogada para la reclamación del pago de cesantías sin que 

hubiere presentado directamente ninguna reclamaciónM. 

Ana Cleotilde Ríos Robledo el 16 de septiembre de 2021 

declaró que no elevó reclamación alguna relacionada con el 

pago de cesantías y que sólo contrató los servicios de un 

abogado para obtener el reintegro a sus labores como 

docente65. Luego, Alberto Marmolejo Bwmudez en la misma 

fecha declaró que si bien contrató los servicios de una abogada 

quien le pagó sus prestaciones luego de tomar lo de sus 

honorarios, no elevó solicitud alguna para el reconocimiento de 

cesantias 66• 

Por su parte, Cruz Marina Lozano Ibargüen, el 17 de 

septiembre de 2021 declaró ante la Corte que trabajó como 

educadora especial contratada por la Gobernación del Chocó y 

que varias veces solicitó a la Gobernación el pago de sus 

acreencias laborales y que en conjunto con los compañeros 

fueron directamente a presentar esas reclamaciones en la 

Secretaria de Educación Departamental sin recordar con quien 

""Ibídem, folios 231--234 
"' lbldem, folios 235--238 
• Cfr. recoRI minuto 1:30:00-1:30:30, 1:40:40-1:40:52, c. 3 conocimiento olfglnal, follo 126 
""crr, lbldem record minuto 23:13-23:50,43:!!0-44:10, 
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habló en tanto refiere no recordar haber radicado acción de 

Tutela para obtener dicho pago67 . Más tarde, en esa misma 

oportunidad Esmirna Mena Cuesta indicó que no recuerda 

haber elevado ninguna reclamación para el pago de acreencias 

laborales y tampoco acción constitucional con ese propósito o 

para el pago de sanción moratoria del pago de cesantias68. 

Finalmente, el 14 de octubre de 2021, Alfredo García Quejada 

declaró que trabajó como celador y que pocos meses después 

de su desvinculación del Fondo Educativo Regional -FER- le 

fueron pagadas sus acreencias laborales sin que presentara 

directamente reclamación alguna para el pago de sus salarios 69 

Entonces, con dos excepciones sobre las cuales, con todo, 

no se aportó soporte de sus afinnaciones, las personas 

interrogadas informaron que no presentaron de manera directa 

reclamación a la Gobernación del Chocó o alguna de sus 

dependencias, dirigida al reconocimiento y pago de sanción 

moratoria por cesantias, sino que ello ocurrió fue a través de 

un proceso judicial para cuyo propósito se le concedió poder 

para actuar a una abogada, en este caso Diana del Cannen 

Figueroa Lemos, quien declaró haber actuado en el proceso 

ejecutivo laboral 2007-0692 adelantado ante el J11:zgadn 

Primero Laboral del Circuito de Quibdó, sin que señ.alare haber 

presentado directamente reclamación alguna ante el ente 

tenitoria1 7º, similar respuesta a la que ofreció Ana de Jesús 

Córdoba Perea quien también participó como apoderada en el 

mismo proceso laboral 71 • 

!Ir crr, record minuto 1:17:65-1:20:00, c. 3 conocimiento original, folio 132 
.. Cfr, lbldem, record minuto 2:12:26-2:12:50, 2:24:20- 2:26:44 
""Cfr, lbldem, record minuto 1:05:22 - 1:05:44, folio 174 
70 Cfr. c. 1 flscalla 01'911al, folios 134-136 
11 Cfr, c. 1 fi&>ca.lla original, folios 130-133 
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Así también, confrontado el proceso laboral 2007 -00692 72 

no se observó acta de inspección judicial practicada a la 

Gobernación del Chocó encaminada a constatar la deuda sobre 

las 42 personas mencionadas en el certificado del 28 de julio 

de 2006 -como aquella misma lo expuso en la demanda ~erutiva 

laboral73-, esto es que las pruebas allegadas a esta actuación 

demostraron la inexistencia de reclamaciones directas, por vía 

de Tutela o por inspección judicial y por parte de alguno de los 

beneficiarios del acto administrativo, de donde se extrae que 

para su expedición no se acreditó que los allí mencionados 

tuvieren derecho a reclamar tales acreencias como tampoco lo 

contrario, es decir, que no lo fueren por cuanto no estuvieron 

vinculados a la Gobernación del Chocó o porque se les habrian 

pagado sus acreencias en tiempo oportuno, caso éste último 

que le ocurrió por ejemplo a Alfredo García Quejada quien así 

lo aseguró 74 , circunstancia que resulta diciente para concluir 

que dicho documento se expidió sin atender el mandato legal 

del articulo 1 º de la Ley 244 de 1995. 

Lo anterior es asi por cuanto la Ley 244 de 1995 prcscnbe 

de manera clara que la resolución por la cual se reconoce la 

liquidación de Cesantías definitivas es consecuencia y no 

origen de las solicitudes que eleven los servidores en tal sentido 

ante la entidad patronal e incluso propone unos términos y 

procedimiento en caso que la petición se halle incompleta, por 

lo que la expedición de la providencia de reconocimiento debe 

ser el reflejo de la verificación de la existencia y confonnid.ad de 

las solicitudes; así entonces, en tanto ROGER PASTOR 

n Cfr, cuaderno 1 ll'le)(OS fiscalla 011glnal, folios 2-221 
~ lbldem, folio 51 
1, Op. cit. foliD 51 de ssta providencia 
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MOSQUERA LOZANO expidió el certificado del 28 de julio de 

2006 por el cual accede al reconocimiento de cesantías sin que 

obre siquiera una solicitud para el efecto y por ende sin haber 

practicado la verificación de la misma, ha proferido una 

providencia visiblemente ajena a la legalidad. 

Vale señalar en este punto que si bien es cierto, conforme 

a la inspección judicial realizada al proceso laboral ejecutivo 

laboral 2007-00692, se aprecian poderes conferidos por varios 

de los 42 beneficiarios del aertiftcado del 28 de julio de 2006 

para "reclamación administrativa y/ o inspección judicial y/ o 

demanda ejecutiva laboral" y que 12 de los mismos fueron 

dictados con antelación a la fecha del aludido certi:ficado75, 

como se ha indicado, ninguno de éstos fue encontrado en los 

archivos de dependencia alguna de la Gobernación del Chocó y 

por ende tampoco el texto y los soportes de la reclamación que 

los deben acompañar, ello aunado a que los sellos de 

presentación corresponden a la Oficina de Apoyo de la 

Coordinación Administrativa de la Rama Judicial de Quibdó, 

pero en ningún caso consta sello de radicación o recibido ante 

la Gobernación del Chocó76. Igualmente, se debe destacar que 

si bien el procesado MOSQUERA LOZANO aportó en su versión 

libre sendas copias de un documento denominado "liquidación 

de cesanttas, prima de vacaciones, prima de alimentación, prima 

de transporte, prima móvil docentes enero 1 del 2003 a julio 31 

del 2004 Decreto 0430 julio 21/ 04" donde en efecto se observan 

relacionadas 30 de las personas señaladas en el certificado 

del 28 de Julio de 2006'7'7. el mismo no cuenta con finna del 

1ti crr, e. 1 fisealle ortglnal, folios 93-99 
1e Cfr, e. 1 anexo Ofiginal fiscalía, foli06 3-49 
71 Cfr, cuaderno 4 anlJ)(O original fi!IClllfa, folioe 1-40 
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Gobernador del Departamento ni tampoco con fecha de 

expedición, esto es que no ofrece certidumbre tampoco sobre 

su anticipación a la expedición del multicitado acto 

Administrativo. 

Finalmente, la Sala debe señalar que los documentos que 

aportó IIOSQUERA LOZANO durante su interrogatorio en 

audiencia pública 78 no son objeto de valoración, en tanto 

ninguno de estos fue solicitado durante el traslado de que trata 

el articulo 400 de la Ley 600 de 2000 79 y por ende tampoco 

fueron decretados como pruebas en audiencia preparatoria. 

5.1.1.4. De otra parte, conforme al Decreto 111 de 199680 

en su artículo 71, la expedición de certificado del 28 de julio 

de 2006 donde se produce el reconocimiento de sanción 

moratoria de cesantias, constituye una determinac:ión que 

afecta el presupuesto del Departamento del Chocó, por lo que 

para su expedición también era menester que contare con el 

certificado de disponibilidad que amparara ese compromiso 

económico. Dice la norma: 

.. Articulo 71. Todos los actos administrativos que afecten las 
apropiaciones presupuestales deberdn contar con certificados de 
disponibilídad previos que garanticen la existencia de gpropiación 
suficiente para atender estos gastos. 

Igualmente, estos compromisos deberan contar con registro 
presupuesta! para que los recursos con di fjnanciado.s no sean 
desuiados a ninglln otro fin. 

En este registro se deberá indicar claramente el valer y el pl=o de 
las prestaciones a las que haya lugar. s.ta ope,wdón ea un 

111 C. 4 conocimiento original, folio$ 2-87 
111 Cfr., cuaderno 1 original oonoolmiento. tonos 8, 8, 19, 32-39 
ao Por e1 cue1 l8e oompilan la Ley 38 d9 1989, la L9)' 1li 11111994 y 1a Ley m<1e 1995 'f.ll:I conlorman el 

Es181uto 0,¡¡á L> del Presupu86lo. 
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requisito ds perftrccionamNnt:o ..... 
admbWtnitiuos. 

En consecuencia, ninguno autoridad podró contraer obligaciones 
sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o 
sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 
comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con 
cargo a los recursos del crndito autorizados. 

Para las modificaciones a las plantas de persom1l de fes ó,panos que 
conforman el Presupuesto General de la Nación, que impliquen 
incremento en los costos actuales, sent requisito esencial y previo la 
obtención de un certificada de viabilidad presupuesta!, expedido por 
la Direcci6n General del Presupuesto Nacional en que se garantice la 
posibilidad de atender estas modificaciones. 

Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos 
preeeptos crea.ni responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de 
quien asuma estas obligaciones (Ley 38/ 89, arttculo 86, Ley 179/ 94, 
arttcu1o 49r. 

Como se expuso ut supra, está probado que reaJiz.adas 

sendas inspecciones judiciales a distintas dependencias de la 

Gobernación del Chocó a más que no se halló el original del 

certificado del 28 de julio de 2006 tampoco se encontró otro 

documento que lo soporte o avale, dentro de los que justamente 

están inmersos los mencionados en la norma transcrita, como 

son el certificado de disponibilidad presupuestal y el registro 

presupuestal. Es claro que la inexistencia de los mencionados 

documentos comporta también un palpable y deliberado 

desconocimiento de la norma arriba señalada, más cuando 

MOSQUERA LOZANO no obstante su designación como 

Gobernador encargado, originariamente se desempeñaba al 

servicio del ente territorial como Secretario de Hacienda, cargo 

para el cual debía conocer con suficiencia si bien no el tenor literal 

del mandato contenido en el articulo 71 del Estatuto Orgánico de 

Presupuesto, sí que para la expedición de un documento que 
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comprometiera recmsos del departamento del Chocó debía 

contarse con la base presupuesta! que lo amparara y por ende con 

el documento que así lo certificara; así también por esa misma 

condición profesional y laboral le resultaba plenamente exigible 

que verificase la existencia del registro presupuesta! para tan 

elevada obligación pecuniaria, sin que tampoco hubiere rastro 

alguno del mismo al momento de la suscrip::ión del certifica.do. 

La exculpación que en tomo a este punto ofreció el acusado 

en su versión libre e indagatoria, relacionada con que existía en la 

Gobernación del Chocó un rubro destinado a "sentencias y 

ooncüiaciones" en forma alguna responde al mandato legal citado, 

pues en principio, como su nombre lo indica, el rubro 

presupuesta! mencionado estaría destinado a atender 

contingencias económicas de carácter JvcliciaJ, en tanto el 

certificado de disponii)1Jidad presupuesta! es el respaldo preciso 

de la obligación que a través del acto administrativo reconoce el 

Departamento; en segundo lugar, la existencia de un rubro 

presupuesta! no se asimila aJ documento de soporte que señala el 

artículo 71 ejusdem. Tampoco es de :recJ.bo la explicación 

esbozada en audiencia pública81 relacionada con los ingresos "sin 

situa.dón de fondos" pues en definitiva a través del certificado 

del 28 de julio de 2006 no sólo se informó acerca de deudas 

laborales del Departamento, sino que se produjo su 

reconocimiento y que además representaban un elevado costo 

para el ente territorial. 

81 Cfr, record 01:09:00- 01:11:00 e. 3eonoeimlent0 original, folio 196 
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5.1.1.5. Se sigue ailemás que, conforme al Código del 

RP.gimen Departamental 82 , la designación en encargo como 

Gobernador está dirigida a atender eventos urgentes. Así lo 

expone la norma: 

'"Artículo 93. La residencia habitual del gobernador seni la capital del 

deparlamento, pero puede ausentarse de ella en ejerdcio de sus 

ftuu;iones y oon permm o por orden del gobienw, por razones de buen 

servicio. Cuando se ausente d..,...... enearqado dtl de I VJCM parp 
auntN arw,ata a ww de sus secretarios•. (Subraya y negrillas de 

esta Sala). 

Para la Sala, la expedición del cerWlcado del 28 de julio 

de 2006 por el cual se reconoce deuda por el no pago oportuno 

de sanción moratoria a 42 personas vinculadas con la 

Gobernación del Chocó, en forma alguna corresponde a Wl asunto 

"urgente" que debiera ser atendido por el Gobernador encargado 

ROOER PASTOR IIOSQtJERA LOZANO, siendo que la postura 

de éste conllevó a desatender igualmente este mandato legal. En 

efecto, la norma invoca la necesidad. que ante la ausencia del 

titular de la Gobernación se encargue a un secJ etario de ésta para 

que asuma la representación legal del ente territorial en tanto 

medie esa falta, pero restringida a la atención de eventos que no 

puedan esperar a ser resueltos por el titular una vez regrese, como 

podria ser la atención de una calamidad püblica, un desastre 

natural -y lo que ellas demanden a nivel logistico, presupuestal-, entre 

otros, que resultaren apremiantes y cuya solución sea 

eminentemente impc,stetgable, condición que en forma alguna 

alcanza la suscripción del citado certificado, más en el contexto 

fáctico propuesto para este asunto, donde la ausencia del 

82 Oecrel0 1222 de 1986 
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Gobernador Julio Ibarguen Mosquera sólo se dio por tres días; 

esta consideración se ata a la expuesta frente al contenido del 

artículo 1 º de la Ley 244 del 29 de abril de 199583, pues conforme 

a aquella seria luego de 15 días hábiles contados desde la solicitud 

de reconocimiento que se debía expedir la resolución de 

reconocimiento de la acreencia laboral, pero en tanto no se 

presentaron estas solicitudes -como ya se acreditó- no estaba el 

Gobernador encargado vinc~u]adn a un término perentorio para su 

reconocimiento y por ende, no habría ninguna urgencia por 

expedir el acto administrativo, hecho que acredita con i;nrficiencia 

la premeditada desobediencia frente a esta norma legal. 

5.1.1.6. Ahora bien, tal como se indicó en la resolución de 

acusación, adicionalmente se observa que en el certificado del 

28 de julio de 2006, ROGJ:R PASTOR MOSQUBRA LOZANO 

aduce el reconocimiento de la sanción moratoria por no pago 

oportuno de las cesantías definitivas a nombre nueve (9) personas 

que se habñan desvinculado de la entidad tenitorial entre el 31 

de diciembre de 1993 y el 31 de diciembre de 1998, esto es 7 años 

6 meses y 28 días desde la ultima de estas desvinculaciones, 

quienes para entonces -segun se explicara a continuación-yano serian 

destinatarias de tal reconocimiento, por prescripción. Son estas 84 : 

ALFREDO GARCIA. QUE.JADA 4.790.910 28-02-lff& 4.261 

ALBERTO MARMOI.EJO 82.110.018 3l-l2•ln7 5.770 

FREDDY E. CUESTA 11.796.205 31-l.ll-191'7 11.310 

CRUZ MARINA LOZANOlBAROOEN 26.330.896 31-1.ll-11'1'8 18.716 

~DELo.sru,QELES FLORES M 54.250.466 07-07-15196 ·-OENII'H HERN,,_,,iJEZ PINO 54.257.187 31-12-11'1'7 10.266 

DL4NA DEL CARMEN FfQUERJA L. 54.253.466 31-12--195t8 4.900 

es Op. cit, pag. 48 
M Se indican en el estricto orden y literalidad consignado en el certilk:ado del 28 dejullo de 2006 
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54.251.156 3J-l2-l9Sl7" 13.600 

54.254.828 3l-l2-l9Sl7" 16.706 

A través del Concepto 86841 del 18 de marzo de 2019 del 

Departamento AdminiRtrativo de la Función Pública, 

atendiendo una consulta relacionada con la prescripción de los 

derechos salariales y prestacionales, indicó: 

'"La p1 aacrlpcfón di! loa derechaa de loa empleadoa públfeaa es 
por regla P@l!ml de trea/3) año.s c:ontadoa a partir de la f,eha 
en qw .ae hgyq lwcho ,xfqibkt la obHqaci6n. á conformidad 
con Jo utableddo en el artlcu.lo 151 del Códlao PrDcNcd del 
Trabqfo 11 de la Seguridad Social 

La aplicación de la anterior norma se jitndamenta en lo expresado en 
la sentencia de la Corte C'.<mstitucional C-745 de 1999, referente a la 
demanda del primer inciso del articulo 4° de la Ley 165 de 1941 (que 
consagraba el término que venía rigiendo para la prescripción de 
salarios), fallo en el cual se precisa que dicha. norma se encuentra 
derogada tacitamente por la nueva legislación laboral y da paso a la 
aplicación del arttculo 151 del Código de Procedimiento Laboral. 

( ... ) sobre las acreencias laborales cabe precisar que esta Direcci6n, 
acogiendo los criterios planteados por la Corle Constitucional en 
sentencia C-745 de 1999, ha considerado que el término de 
prescripción de los derechos laborales de los servidores públicos es 
de tres (3) rulos. Para mayor ilustración se transcribe un aparte de la 
citada sentencia: 

.-En efecto, la interpretación que, en reiteradas oportunidades, 
ha realizado el Consejo de Estado, también sostiene que .i 
término de p,ucrlpci6n para el cobro de ,eJg;doa e 
fndemnfsadow por acddentes de tmbqlo para loa 
trabgiadora al nmdo úl &fado a el que consqarcm 
loa a.rticcdo• 488 úl CST, 151 del CPL y 41 tb!l .Decrwto 

3135 df 1968. esto es, Wl término de tnrs años para 
todoa los ecuos, pues •ta prescripción establecida en el citado 
articulo 151 {del Código de Procedimiento Laboral/ se refiere a 
las acciones que emanen de las leyes sociales, en un sentido 
general, lo que quiere decir que comprende no só1tJ las acciones 
que se refieren a los trabajadores particulares sino tambihl. a 
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los que amparan a los seroidores oficiales" (Consejo de 
Estado, Sentencia del 16 de noviembre de 1959). 

En otro pronunciamiento, la Sección Segunda del Co~ de Estado 
dijo: 

~No es vdlida la arpumentaci6n que hacen algunos en el 
sentido de que el arllculo 151 del Código Procesal del Trabajo 
no es aplicable a los empleados públicos, especialmente por lo 
dispuesto en el arllculo 4° del Código SUstantivo del Trabajo, 
pues esta norma se refiere únicamente a las di.sposidones del 
mismo estatuto en lo concerniente a las relaciones laborales de 
cardcter individual"' (Consejo de Estado, Sentencia. del 21 de 
septiembre de 1982). (Negrillas y subrayado de la Sala) 

Así entonces, con relación a la prescripción de las 

acciones para el reconocimiento de derechos prestaciones, 

existe un amplio marco normativo aplicable. Comencemos por 

el Código Sustantivo del Trabajo 85: 

•AR21cULO 488. RBGlA GERERAL. Las acciones correspondientes 
a los derechos reguladcs en este código prescriben en tres (3) ail.os, 
que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible, salvo en los casos de prescripciones especiales establecidas 
en el Código Procesal del Trabajo o en el presente estatuto• 

ARflCULO 489. INTBRRUPCION DE LA.PRBSCRIPCION. El simple 
reclamo escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, acerca de 
un derecho debidamente determinado, interrumpe la prescripción por 
una sola uez, la cual principia a contarse de nuevo a partir del 
reclamo y por un lapso igual al señaladc para la prescripción 

__ ,, __ . =-·-·- . 

El Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Socia186 

seftala: 

"' Oe<:nlD :ze!l3 d!i 111&1 
"'Dernto Ley215B de 11148 
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'"AR27CULO l5l. P, scrlpd6n. Las acciones que emanen de las 
leyes sociales prescribirán en tres años, que se contaron desde que 
la respectiva obligación se haya hec1w exigible. El simple reclamo 
escrito del trabajador, recibida por el patrono, sobre un derecho o 
prestación debidamente detenninada, interrumpirá la prescripcwn 
pero sólo par un lapsa igual". 

Finalmente, el articulo 41 del Decreto 3135 de 196887 indica: 

~ARxtcULO 41. Las acciones que emanen de los dereclws 
consagrados en este Deeteto prescribirán en tres w\os, contados 
desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad 
competente, sobre un derecho o prestación debidamente 
determinado, intem.tmpe la prescripción, pero sólo por un lapso 
igual ... 

Para la Sala, la indicación de las anotadas nueve personas 

como beneficiarias de la sanción moratoria, sin duda también 

constituye una manifi~sta maniobra ilegal del acusado, pues 

desconoció el tenor de una pluralidad. de normas •que incluso 

estaban acompai'ladas para la época por conceptos del Consejo de Estado­

que con especial claridad. fijaban el término para promover las 

acciones laborales en tres años contados desde que "se haya 

hecho exigible", que para el caso concreto, tratándose de 

cesantías definitivas, comenzaba a correr desde la fecha de 

desvinculación, dato que fue incluido en el mismo certificado 

del 28 de julio de 2006 y que con facilidad pudo observar 

MOSQUERA LOZANO. Si bien es cierto, de acuerdo con las 

normas anotadas, la expedición del certificado per se no 

conllevaba la interrupción del término prescriptivo, pues ésta 

sólo se daría con la radicación de la demanda laboral o 

"' Decn!lo 31~ del 26 de clciemllfe de 1968 "Porfll culll se plWé 16 ~ de 11, /lfl(JUrid8d sodlll 8111'18 
el seator ptlbllco y el pt/111100 y ae rogllli, fll mgimen p,ll8l8cional de los omple 100s p(mllco¡¡ y t,a~ 
olici8Je8." 
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reclamación administrativa, si consiste en una grosera 

artimaña para comprometer de manera injusta el presupuesto 

de la Gobernación del Chocó. 

5.1.1. 7. Debe señalarse además que en tomo a la 

"manijiesta contrariedad• con las Leyes 244 de 1995, Decreto 111 

de 1996, Decreto 1222 de 1986 y normas laborales, hasta ahora 

reseña.das y valoradas, dentro del mismo texto del oertlficado del 

28 de julio de 2006 se pueden avizorar con facilidad errores que 

corresponderían a hechos indicadores38 de la adecuación típica 

objetiva del comportamiento ~ndilgado a MOSQtlERA LOZANO. 

Veamos: 

- En las líneas 7 y 8 de la gráfica se indicaron los nombres 

de "RIOS ROBLEDO CLEOTILDE• y "MECHA CA1ZAMO MISA.EL-", 

asignándoles a ambos el mismo número de cédula 4.846.437, 

cupo numérico que por demás no corresponde a ninguno de éstos 

sino a Braulino Lerma PaJacios89 

- En la linea 6 de la gráfica aparece el nombre "CONUMPIA 

UIPADO JUSI1NA", siendo Wltel .. 1o CUNAMPIA VIPURO 

JUSTINA90 

- En la linea 28, se aprecia el nombre "MORENO CORDOBA 

ANA TERESA•, el correcto es MORENO CUESTA ANA TERESA91 • 

11 La Cono SUprema d& .uUclll 114 -.pliC&IIO ol oonc,¡ple di hecho lnllcador ■ lrMs de un .,¡.npkl, "en ""C8IIO do 

- - """"""" .. k-"9<', """"" ""'-j1Jtltl/cam9nm --- puede _..,"" - el -1111 <JIIIIMll>dllPffl)a"' _,,,, a¡JOBIIM _..,,,.,es1,..,,_d&1a ~ Qr ffre'fe 'DIIP,../ltQ'¡q a rtnm 
9 ""9'NIF l:e1/e:zhu"'""" 1ossq,iBn/1m. ¡;¡ e1p,, ....,_.,.,,_del iur,,,,-d&io. """"°" aogra¡doa ~ a 
PfO(IUCitfo, los d/rpfl/W '91111N; (IJ) hllbla - "" - /lflioo °"" JIJ o/clJma el d/a ar>lwx)r, (lil) CIOS -
lllllpl9ll d9I h<>mlcldi, 19 1111,,_ .,, ""podere! &'11>11 cm 11"" • produjo III mwrte; _._ CSJ SI'. 11, µll 2017, ~-.. c. 4 •• ..,. flscaUa Mglnol, follo 192. 193 y c. 3 Original oonodnilrtto, rolo 128 
ID lbklem . ~io 190 
., lbklem, fdlo 215 
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- En la línea 30, aparece "KETTY YAMILETH HINESTROZA 

C . ., y su nombre correcto es KETIY YANETH HINES1'ROZA 

CORDOBA92 • 

- En la linea 36 se lee "RIOS M MARTHA CECILIA", en tanto 

el nombre eotrespond.e a RIOS MARMOLE.JO MARTHA lSABEL93 

Para la Sala es evidente que los errores consignados en la 

certificación muestran la prisa del acuse.do en su expedición, al 

punto que no se realizó una verificación o una lectura siquiera 

básica de su contenido, de la cual se habría podido extraer al 

menos el primer error arriba. señalado y que es ostensJ.ble en el 

texto; el afán de MOSQUERA LOZANO por dictar el certificado se 

deduce con facilidad de esas faltas y de su fecha de expedición -

último dfa de gestión como Gobernador encargado-y de estos se puede 

deducir también el propósito de aquél por desconocer las normas 

que mediaban a su suscripción; las imprecisiones observadas en 

el documento no corresponden a mera~ faUas de digi:ta.ción como 

lo quiere hacer ver el defensor del procesado, sino que son 

consecuencia de la ausencia de soporte para verificación de la 

información que allí se consignaba 

Otro hecho indicador, corresponde a que una vez ROGER 

PASTOR IIOSQUERA LOZANO culminó su encargo como 

Gobernador -estuvo encargado entre el 26 y 28 de julio de 2006- y de 

a.cuerdo a las pruebas allegadas94 retomó a su cargo como 

Secretario de Hacienda del Departamento del Chocó, cartera 

que justamente se encarga, junto con el Gobernador, de 

"l>idem, follo 218 
"l>l<lem, follo~ 
N Cuaderno 1 o~glnal 118calla, follo 20 
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administrar lo atinente al presupuesto del ente territorial, o 

como éste mismo lo explicó en su declaración en audiencia 

pública •... las funciones eran como el manejo de la cosa 

financiera y presupu.estal del departamento ( ... ) el manejo de 

todo el tema presupuestal, la programación del presupuesto, el 

manejo adecuado del ingreso ( ... ) para lograr no el crecimiento 

de las finanzas sino la estabilidad de los ingresos de libre 

destinación y los ingresos procedentes del sistema general de 

participa.ci.ones ... "'9S y no obstante que él mism0 había firmado 

el certificado del 28 de julio de 2006 que reconocía 

acreencias económicas a favor de servidores públicos adscritos 

a la Gobernación del Chocó y que por ende afectarían las arcas 

de ese departamento, ni dentro del término sefialad.o en el 

artículo 2" de la Ley 244 de 1995 '" ... 45 dias hábt1es a partir de 

la fecha de la cual queda en firme el acto administrativo ... " ni 

con posterioridad a éste, se ocupó de promover por medio del 

titular de la Gobernación el pago de los valores reconocidos, 

sino que se abandonó el cumplimiento de esta obligación para 

que finalmente y a través de un proceso ejecutivo laboral, los 

beneficiarios del certificado hicieren los cobros pertinentes, con 

el mayor costo para la entidad territorial como lo advierte el 

parágrafo de ese mismo articulado 96 • 

Las exculpaciones de MOSQUBRA LOZANO reflejadas en 

su diligencia de indagatoria y declaración en audiencia pública, 

relacionadas con la buena fe por cuanto su firma debió estar 

antecedida del concepto o visto bueno del asesor juridico de la 

Gobernación del Chocó, son desmentidas tajantemente por el 

11!1 Record minuto 1225-12:35, c. 3 original conociniento, foliO 198 
• Op. cit. pég. 46 
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propio Yuber Ordoñez Arboleda, quien en su declaración del 10 

de abril de 2015 señaló que no tuvo conocimiento ni incidencia 

alguna en la expedición del anotado certifica.do y que si así lo 

hubiera sido, debería existir un soporte por cuanto " ... en esa 

época mi i.nteroención sobre concepta era por escrito ... "'97, dicho 

que quedó corroborado con lo indicado por el Jefe de la Oficina 

Jurídica del Departamento del Chocó para el año 2014, quien 

no encontró soporte alguno sobre ese tópico 98 . 

La amenaza de sanciones por el no pago oportuno de 

acreencias laborales -como lo sugiere el defensor en los alegatos 

conclusivos-- no corresponde a una justificación jurídica para la 

expedición de la certificación sin atender los presupuestos 

fijados en la Ley 244 de 1995, pues en primer lugar no se allegó 

evidencia alguna de la misma -dado que ni siquiera se encontraron 

reclamaclones.- y en segundo lugar por cuanto justamente el 

certificado ya era contentivo del reporte de una sanción por no 

pago oportuno y lo que correspondía era rr.a]faarlo en un lapso 

determinado, evento que twnpoco ocunió; vale señalar además 

que el Decreto 3752 de 2003 99 que fue allegado al expediente 

para acreditar -segun la defensa- que la no afiliación de los 

maestros al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, implica la responsabilidad del ente territorial frente 

a las mismas, no tiene injerencia alguna en lo que hasta aquí 

se ha expuesto, pues el debate probatorio no giró en tomo a 

esa responsabilidad, sino a la ausencia de soportes y facultades 

del gobernador encargado para efectuar tal reconocimiento. 

vr Cfr, cuaderno 2 flscslla original, folios 134-137 
• Cuedema 1 flgf¡¡ original, f0io 303 
w C. 1 eonoc::lmlenlo original, foli:JB 97-100 
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Se concluye entonces, que ROGER PASTOR 

IIOSQUERA LOZANO en su condición de Gobernador 

encargado del Departamento del Chocó, en el reconocimiento 

de sanción moratoria por el no pago oportuno de cesantías que 

realizó a través del certificado del 28 de julio de :2006 

desconoció de manera burda mandatos específicos contenidos 

en la Ley 244 de 1995, Decreto 111 de 1996 y Decreto 1222 de 

1986, comportamiento que objetivamente concuerda con el 

descrito en el artículo 413 del estatuto penal. 

5.1.2, De la tlplcldad 81lbjetlva 

Esta supone que la decisión objeto de escrutinio haya sido 

adoptada con conocimiento actual y efectivo de los hechos que 

constituyen la infracción penal y que pese a ello hubiere 

voluntad en su realización. En otros términos, que quien dictó 

la decisión conocía las normas que la amparaban y regulaban 

y se apartó de aquellas de manera caprichosa. La Corte 

Suprema de Justicia 100 refiere que el dolo en este 

comportamiento implica "la contrariedad entre lo resuelto y el 

ordenamienW jurídico debe ser producto de la voluntad 

conscientemente dirigida a emitir una decisión ilegar, al tiempo 

que excluye "las decisiones cuya oposición manifiesta a la Ley 

se deriva de la impericia, ignorancia o inexperiencia del 

fu:ncionari.d', agrego además que para determinar la 

concurrencia de este elemento de la ti.picidad se puede atender 

a la trayectoria profesional del acusado, la manera en que se 

habría cometido el comportamiento e incluso las explicaciones 

1"' CSJ SP, 16 may. 2018, rad. 52545 
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ofrecidas frente a los hechos que se acreditaron falaces o 

tergiversados 1º1". 

ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO conforme lo ' 

refirió en su versión libre, cuenta con estudios superiores como 

"... economista de la Universidad Cooperativa de Colombia con 

sede en Bogotá en el año 2001, especialización en derecho 

público en la Universidad Autónoma con sede en Bogotá en el 

año 2002; especialización en gestión de entidades territoriales 

en el año 2004 en la Universidad Externado de Colombia y 

maestría en direcci6n y creación de empresas en la Universidad 

EAN en Bogotá año 2009" 102, y por ende para la época de los 

hechos contaba al menos con una experiencia profesional de 5 

años en tanto que para entonces ya había laborado como " .. , 

auxiliar administrativo cámara de representantes, año 1996-

1997, auxiliar administratiw de presupuesto en el 

Departamento Nacional de Planeación año 1998 a mayo de 

2005 ... "103. Además fue designado Secretario de Hacienda del 

Departamento del Chocó desde el 7 de junio de 2005 y el 31 de 

diciembre de 2007 y fue elegido en quince (15) oportunidades 

como Gobernador encargado del Departamento, dentro de las 

que se destaca el mandato de tres (3) días para el que fue 

designado " .. , mientras dura la ausencia del titular" entre el 26 

y 28 de julio de 2016 conforme al Decreto No. 0387 del 26 de 

julio de 2006 104 • 

101 CSJ SP, 3 ago. 2006, rad. 22112. 
,02 c. 1 fisealla Oligllllll, lollo 204-211 
,m C. 2 fiscal la Oliglnal, folios 245-273 
,o,¡ Cfr, c. 1 fiscalla orlgina~ folios 15-20 
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En el encargo mencionado, suscribió MOSQUBRA 

LOZANO el certlflcado del 28 d.e julio de 2006 por el cual se 

reconoció el derecho a sanción moratoria por el no pago 

oportuno de cesantías a nombre de 42 docentes (sic) del 

Departamento del Chocó, documento que según se acreditó, se 

emitió sin contar con solicitudes de los beneficiarios, soportes 

documentales que refirieran el derecho o no a la acreencia 

laboral, certificado de disponibilidad presupuesta! y registro; 

adicionalmente fue dictado en su condición de Gobernador 

encargado sin que dicho reconocimiento constituyera un acto 

urgente e impostergable que no pudiere aguardar el retomo del 

Gobernador titular y donde se reconocieron acreencias -entre 

otros- a 9 trabajadores que se habrían desvinculado de la 

entidad entre los años 1993 y 1998 -segü:n el mismo documento- y 

por ende ya encontrarían prescrita la acción laboral. Cada uno 

de estos hallazgos son disonantes con normas legales 

específicas que no sólo podían sino debían ser conocidas por el 

procesado, pues incluso la Ley 222 de 1995 que refiere el 

trámite para la expedición del reconocimiento es cita.da por éste 

en el certificado. 

Entonces, descartada la inexperiencia del funcionario 

para la expedición de este tipo de providencias, como que 

además fungía como titular de la cartera de Hacienda del 

Departamento del Chocó desde al menos un año antes de este 

evento y que por ende no era ajeno al conocimiento de temas 

asociados a las finanzas y gastos del ente territorial y los 

procedimientos para la apropiación de recursos para 

determinados propósitos de aquel, y que no se trataba de una 1 

persona ignorante frente a esta temática dada la amplia 
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formación academica relacionada con que contaba, para la 

Sala es claro que MOSQUERA LOZANO era consciente que era 

autor de una certificación manifiestamente ilegal, y que era 

perentorio a pesar de las múltiples falencias que pudiera 

presentar, expedirla antes de terminar su encargo, como que 

no de otra manera hubiere podido dictarla en el periodo para el 

que fue designado, si para impartirla babia que ocuparse de 

verificar la historia laboral de cada wio de los beneficiarios y 

analizar la reclamación y soportes que éstos hubieren 

presentado, hecho para el cual el legislador incluso concedió 

Wl plazo de 15 días hábiles que obviamente no se utilizó. 

La postura defensiva contenida en los alegatos finales, 

esbozada en sede del aspecto subjetivo de la tipicid.ad, según la 

cual, a pesar que por entonces el ente territorial se hallaba 

sometido a Ley 550 de 1999, los jueces ordenaron embargos y 

secuestro de dineros del departamento, lo que justificaba 

recunir a procedimientos legales para así evitarlo como la 

expedición del certificado de julio de 2006, es derrumbada 

justamente por ese mismo hecho, pues al dictarlo no sólo se 

pronwició una decisión ajena a las normas que la regían sino 

que ante la ausencia de trámites adicionales del ente territorial 

para el pago de lo allí reconocido, dio lugar a mas embargos de 

los dineros del departamento por $1.800.000.000. 

Además, el dolo en el comportamiento también logra 

deducirse de los hechos indicadores que se determinaron ut 

supra como son las inconsistencias en nombres y cédulas 

contenidas en el documento, que el mismo se hubiere 

impartido el último día de su gestión en encargo y que 
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regresando a la Secretaria de Hacienda no se apropió de su 

determinación para promover el pago de ias acreencias que él 

mismo habria reconocido. Debe subrayarse en este punto, que 

a má.s que no se halló prueba que indique que los documentos 

soporte del certificado fueron destruidos u ocultados por el 

gobierno entrante en el ente territorial ~como adujo el aforado-, y 

si en gracia de discusión así hubiere ocurrido, los mismos 

testigos indicaron no haber presentado reclamación directa 

para el pago de sus acreencias laborales, no existiendo 

entonces motivo legal para el reeonocimiento. 

Así entonces, advierte la Sala que se ha acreditado desde 

la categoría dogmática de la tipicidad la autoría de ROGER 

PASTOR IIOSQUERA LOZABO en el delito de prevaricato por 

acción. 

5.2 Antijurldlcldad: 

Considera la Sala que es diáfana la efectiva lesión al bien 

jurídico protegido, como lo reclama el artículo 11 de la Ley 599 

de 2000 105; en lo formal en tanto como se ha explicado PASTOR 

MOSQUERA cometió el ilícito de prevaricato por acción, 

conducta que se halla prohibida en el estatuto penal sustantivo 

y en lo material dado que la comisión de ese comportamiento 

lesiona a la administración pública, cuyo propósito, es satisfacer 

el interés general. 

"'" Articulo 11. Aftti:aidicldad. "Psa que 1S1B conducta tlplca sea puniblll ae ~ ql.llj lulgne g PQl9I 
erecttvamenlll en PilllfO, .in )JStll CIIUNI, el lnlerb j.trldico tutelado por la lay penar 
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El acusado, a quien se habrian discernido temporalmente I 

las funciones de Gobernador del Departamento del Chocó y por 

ende le asistían acogerse a los mandatos constitucionales y 1 

legales y de contera proveer por el amparo de los intereses de 

la sociedad, optó por hacer lo contrario, esto es desconocer las I 

normas legales que vinculaban actos propios de su función, 1 

mediante la emisión del certificado del 28 de julio de 2006 

en desconocimiento de una pluralidad de normas que lo ' 

afectaban, ocasionando de manera maliciosa el reconocimiento 

de acreencias laborales con afectación de las arcas del 

Departamento a personas que no lo habian asi reclamado o en ' 

definitiva no eran destinatarias de las mismas, causando así 
' 

consecuencias nocivas a la comunidad que representaba. Lo 

anterior hace evidente la grave lesión al bien juridico tutelado 1 

de cuyo titular es el Estado y que está encaminado justamente 

a "... que se desarrolle con arreglo a unos principios mínimos 

que garanticen la igualdad, la moralidad, la eficacia, la 

economta, la celeridad, la imparcialidad y la publicidad, que 

pennitan asegurar su correcto y eficiente funcionamiento y 

generar la legitimidad y buena imagen de sus actuaciones ante 

la comunidad".106 

No se acreditó en sede de antijuridicidad, causal alguna 

de justificación del comportamiento desplegado por el acusado, 

sino que por el contrario se pudo constatar que su propósito 

no era otro que desviado, corrupto y ajeno a los intereses que 

debía preservar. Se reitera, la conducta. prevaricadora de 

ROGER PASTOR MOSQtJERA LOZANO lesionó a la 

administración püblica en tanto afectó su normal 

""' COrte C0nstitucional. C-631 de 1998 
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funcionamiento en su componente de legalidad con la 

expedición de un acto administrativo dirigido a reconocer 

beneficios inexistentes. 

5,3 CUlpabWdad 

Para la Sala, la conducta del MOSQUBRA LOZANO le 

resulta reprochable en tanto la materializó con conciencia de 

su antijuridicidad, pues aunado a lo hasta ahora explicado, en 

el desarrollo del proceso no se alegó ni acreditó circunstancia 

que afectara su autodeterminación, menos aún al momento de • 

la comisión del comportamiento punible. Por el contrario, se 

acreditó que se trata de una persona adulta, con amplia 

experiencia profesional y con formación académica superior y ' 

que además ya habría desempeñado el cargo de Gobernador en 

varias oportunidades en el Departamento del Chocó, de ahí que 

tenía plena capacidad de comprender la ilicitud y de 

determinarse de acuerdo con esa comprensión (artículo 33 del 

Código Penal), de donde surge que era imputable. 

Como se ha expuesto, ROGER PASTOR MOSQUERA 

LOZANO, tenía conocimiento de la ilicitud de su proceder y por 

ende le era exigible un comportamiento diverso, en este caso 

ajustado a derecho, sin embargo optó de manera voluntaria por 

apartarse del ordenamiento y contrariar la ley, siendo así 

destinatario de un juicio de reproche. La actuación en derecho 

que le era exigible al aforado no era otra que cumplir la 

Constitución y leyes que juró acatar como preámbulo de su 

designación como Gobernador encargado y concretamente 

verificar la existencia de soportes de solicitud o reclamación de 
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acreencias laborales de las 42 personas que erigió en el 

certificado del 28 de julio de 2006, para confrontar aquellas 

con las información obrante en la Gobernación en tomo a su 

vinculación, a que no se hubieren efectivamente cancelado 

obligaciones laborales y que aún les asistiera ese derecho, • 

labores que pasó por alto para emitir esa certificación en un 

tiempo mínimo, acto éste que ademá.s desvirtua la apariencia 

de legalidad de sus decisiones dejando en evidencia su ' 

voluntad de oponerse al mandat-0 juridico. 

6. Falsedad ideológica en documento público: 

El artículo 286 del Capitulo Tercero (" De la fal,sedad en 

documentas¡, del Titulo IX (R Delitos contra la fe públicd'), del ' 

Libro Segundo del Código Penal (Ley 599 del 2000), define, 

tipifica y sanciona el delito de falsedad ideológica en documento 

público, en los siguientes terminas: 

ªEl servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender 
doa.imento público que pueda servir de pn.teba, consigne una 
falsedad o calle total o parcialmente la verdad, incurrirá en prisión 
de cuatro (4) a ocho (8) ar1os e inhabilitación para el ejercicio de 
derechas y funciones públicas de cinco (5) a diez (1 O) wlos. 

De la definición legal surgen como elementos del tipo: 

El sujeto activo es calificado: servidor público en ejercicio 

de sus funciones, condición que en terminas del articulo 20 del 

Código Penal ostentan los empleados y trabajadores del Estado 

y de sus entidades descentraHzadas territorialmente y por 

servicios. 
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La conducta consiste en consignar una falsedad o callar 

total o parcialmente la verdad al extender un documento 

püblico, el primer verbo rector consiste en "incorporar, señalar 

a declarar hechos fa'fsos, o negar hechos verdaderos, ciertos o 

conocidos, en el cuerpo del objeto material de la infracción" en 

tanto el segundo se entiende por "conducta de abstención, 1 

acción de no referir, en el objeto materi.al, lo que se conoce como 

verdadero o cierta, y que se debe consignar en él"'1fY7. 

De acuerdo a los mismos verbos rectores, se entiende que 

es un delito que se materializa al momento de la suscripción o 1 

elaboración donde se incorpora la falsedad, esto es que se agota 1 

de forma instantánea con la extensión del documento 

püblico 108 , o dicho de otra forma "la acción típica solamente 

puede realizarse en el momento de la e:ttensi6n del documento, 

es decir, en el momento de su fijación en el medio material que 

lo soporta (momento de elabora.ci.6n) por parte de su autor"109, 

Sobre los elementos de la conducta punible, la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Penal ha enseñado: 

~El delito de falsedad ideológica de servidor público en documento 
público tiene lugar cu.ando se consignan declaraciones ajenas a la 
verdad, caso en el cual, el documento verdadero en su forma y origen 
(auténtico), contiene afirmaciones falsas sobre la existencia histórica 
de un acto o un hecho, o sus modalidades, bien porque se los hace 
aparecer como verdaderos pese a no hJlber ocwrido, o cuando 
habiendo acontecido de determinada manera, son presentados de 
una diferente. 

•01 "PABON PARRA, Pedro Alíonso. Manual dl!I derecho penal. Tomo II Pa-te Especial, Octava 
Edición. Edicione& Doctrina y Ley Llda, Bogotá D.C. 2011 
•• ibídem 
•• CORREDOR PARDO, Manual. Falsedad documental: flcciOn eocial de autor. Universidad 
Externado de Colombia, 2007, p. 417 
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De forma simüar a como ocurre con el delito de falsedad en ' 
documento privado, es necesario que tal instrumento pueda servir de 
prueba, condición sin la cual la conducta no supera el juicio de 
tipicidad objetiva"UO. 

Como se consignó anteriormente, se ha acreditado que , 

ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO fungió como 

Gobernador encargado del Departamento del Chocó para el 

periodo comprendido entre el 26 y 28 de julio de 2006 111 , por 

lo que para el momento de los hechos cumplia la condición de 

sujeto activo calificado señalada por la norma arriba transcrita. 

Ahora, en tomo a la existencia del certificado del 28 de 

julio de 2006, la misma se acreditó en el acápite alusivo al 

ilícito de prevaricato por acción, pues aunado a que copia del 

mismo reposa en el expediente 112 y no obstante que no se halló 

el original, el mismo acusado reconoció su firma en el mentado 

documento, ello tanto en diligencia de versión 1ibrc113 como en 

el interrogatorio ofrecido en la audiencia pública del 9 de 

noviembre de 2021114. 

El documento, constituyó el título ejecutivo dentro del 

proceso laboral 2007~00692, tal como se extrae del Auto 

interlocutorio No. 2225 del 4 de diciembre de 2007 del Juzgado 

Primero Laboral del Circuito de Quibd.6115, donde se indicó que 

"Los títulos ejecutivos consisten en la CERTIFICACIÓN 

EXPEDIDA X EL ENI'E DEMANDADO, constatando que dichos 

docume.ntos son fiel y primera copia tomada del original que 

11° CSJ J11L 29 2008, racl. 29383 
111 c. 1 flscalla original, follo 245 
113 C. 2 ftscalla original, follo 107 
'" C. 1 fliC&lla original, folios 204-211 
11• Cfr, recortl 23:20-25:30, c. 3 011glr111I conocimiento, follo 196 
11• C. 1 fiscalía original. folio 293-294 
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reposa en los archivos de dicha entidad a soli.ci.tud de los 

interesados" y más adelante dispuso "líbrese mandamiento de 

pago, por vía ejecutiva por concepto de sanción moratoria y a 

favor del (los) dem.andante(s) ... "; de ahí que con facilidad se ' 

obtiene que el documento resultó apto para servir de prueba y 

producir efectos juridicos. 

Ahora, con relación al presupuesto de la conducta punible 

relacionado con que " ... coTISigne una falsedad o calle total o 

parcialmente la verdad"', obra en el expediente Oficio del 17 de 

abril de 2015 dictado por Femey Antonio Loaiza Acevedo en su 

condición de Coordinador Fondo Prestaciones - Administración 

Temporal para el Sector Educativo Departamento del Chocó, 

donde entre otros aspectos, en el numeral 4° de la 

comunicación expresó! 16; 

"4. En cuanto a los docentes contenidos en este numeral, les 

i,ifonnamos que previa revisión de todas las bases de datos con que 

cuenta esta Secretarla de Educación del Departamento del Chooó -

Administración Tempora~ ast como también las suministradas por la 

Direcci6n de Afiliaciones y Recaudos de la Fiduprevisom S.A., no se 

encontró ntnqún reafstrp 9"'f sugiera 9"'f ku siguientes 

oe,sronas han estado vtncvhdas a ata emided "?llos son: 

No. CEDULA NOMBRE 

1 11.803.279 MARTHA PATRICIA FORASTERO 

2 4.846.437 CLEOTILDE RlOS ROBLEDO 

3 4.820.213 JOSE JULIAN CORDOBA 

4 54.353.369 ELVIA PINO MOSQUERA 

5 4.790.910 ALFREDO GARC QUEJADA 

11e C. 2 fiscalía original, folios 169-165 
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ALBERTO MARMOLEJO 

FREDY E. CUESTA 

CRUZ MARINA LOZANO IBARGUEN 

GENII'H HERNANDEZ PINO 

DIANA DEL CARMEN FfGUEROA L. 

NIVE DEL CARMEN MOSQUERA PINO 

ERMIRNA MENA CUESTA 

Los nombres enlistados corresponden a los mismos 

descritos en las lineas 3 117 , 7, 9, 16118 , 32, 33, 34, 35, 39, 40, 

41, 42 del certlflcado del 28 de Julio de 2006. 

Frente a este punto, como nota relevante se encontró que 

DIANA DEL CARMEN FIGUEROA L. coincide con la abogada 

titular que adelantó el proceso ejecutivo laboral 2007-00692, 

quien en declaración del 5 de septiembre de 201 lll 9 señaló: 

• ... en ese proceso hablan unas personas que emn docentes y otras 

que eran administrativos; los docentes fueron los que desvincularon 

del departamento sin cancelarles sus cesantías y los administrativos 

fu.eran algunas personas entre esas estaba yo, que trabajamos en el 

antiguo FER en distintos colegios y a nosotros nos quedaron 

debiendo salario, oesantias y sanción moratoria por el no pago 

oportuno de las cesantias, yo trabajaba en la oficina de la doctora 

Ana de JeSlls Córdoba Perea ... " 

Por su parte, ANA DE JESÚS CORDOBA PEREA, abogada 

suplente dentro del anotado litigio, en declaración del 5 de 

septiembre de 2011120, expuso: 

117 En el certificadosperece MECHA FORASTERO PATRICIO 
111 En el certilicedo aparece ELVIRA PINO MOSQUERA 
"" c. 1 llscelía ol'iglnal, folio 134 
120 lbidem, folios 128-131 
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"El proceso no lo adelanté yo, simplemente que la doctora DIANA DEL 

CARMEN FIGUEROA por cuestiones de uiaje o enfermedad me lo 

sustitufa, dentro de ese lapso de tiempo me tocó hacer las 

actuaciones pertinentes. Debo manifestar que para esa época ella 

trabajaba en mi oficina( ... ) tengo entendido por lo que me informó en 

su momento la doctora DIANA que los docentes y administratiuos que 

trabajaron con ella en el FER habtan hecho sus solicitudes, en In. 

oficina también se hicieron peticiones a la Gobernación del Chocó 

para el pago, lo que tiene que oor con los docentes, de oesantias y 

sanción moratoria. .. ~. 

GENITI'S HERNANDEZ NIRO en declaración del 4 de 

agosto de 2016, al ser consultada sobre si alguna vez estuvo 

vinculada como docente del Departamento del Chocó, indicó 

""no, nunca he sido docente, siempre he trabajado en la parte 

administrativa, de la docencia, pero en la parte administrativa 

como secretaria" 121, hecho que además es acreditado por el 

rector de la Institución Educativa Mia - Rogeri.o Velasquez 

Murillo quien respondiendo requerimiento de la Corte señaló 

que no había evidencia de la vinculación de aquella a ese 

establecimiento 122, en tanto el Rector de la Institución 

Educativa Manuel Agustin Santacoloma de Quibdó, frente a 

ella aseguró que "" . .. personalmente la vi laborando como 

secretaria en el colegio Manuel Sa.ntacoloma jornada 

diurna. .. "123 . Más adelante, en su declaración, al indicársele 

el nombre de las personas obrantes en el certli'icado del 28 do 

julio de 2006 señaló: ªcon estas person.as que le voy a 

mencionar trabajamos en el FER conw administrativos: 

ESMIRNA MENA CUESTA, NIVE DEL CARMEN MOSQUERA 

121 C. 3 llsc:alía Oligínal, folios 209-210 
122 Cfr, c. 1 conocimiento original, falo 55 
123 ibldem, follo 74 
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' 
PINO, yo trabajé con DIANA DEL CARMEN FIGUEROA en el I 

Santa Coloma y con MARIA DE WS ANGELES FLOREZ también 

( ... ) secretarias, ninguna.fue docente", 

FREDY ENRIQUE CUESTA CUESTA declaró el 3 de agosto 

de 2016124 y expuso que si actuó como docente en el 

Departamento del Chocó: "yo fu.e en el municipio de Alto Ba.ud6, 

a través de la modalidad de contrato indefinido como en el año 

98, estuve como dos años, en el Colegio Misael Soto Córdoba, 

solamente vinculado para esa época. También estuve vinculado 

en el Fondo Educativo Regional del Chocó - FER a través de 

contratos que se firmaban cada seis meses, estuve vinculado 

para el 96, 97 no recuerdo exactamente, lo estuve. como docente 

en una vereda que se llama pueblo viejo", Al indagársele la 

razón por la que la Secretaria de Educación Departamental del 

Chocó sefí.aló que a su nombre "no se encontró ningún registro", 

expuso que • ... yo estuve trabajando como contratado y también 

trabajé como auxiliar administrativo del FER y eso ya se 

remonta a los años 95, en ese entonces no existia la Secretaria 

de Educación, lo de educación lo manejaba el Fondo Educativo 

Regional del Chocó -FER ... ", 

NIVE DEL CARMEN MOSQUERA PINO rindió declaración 

el 5 de agosto de 2016 12:S, donde explicó que " ... nunca he sido 

docente, pero si estuve vinculada en el Fondo Educatiuo 

Regional del Chocó - FER para la época de 1997, 2000 al 2002, 

eso lo mandaban a uno le mandaban como auxiliar de 

1z, c. 3 nsca1r9, folios 227..234 
1211 c. 3 nscalfa original, follo236 
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secretaria, como mecanógrafa y 1.o mandaban a uno a varios ; 

colegios como secretaria. Trabajé en el FER hasta el 2002 ... "'. 

ANA CLEOTILDE RIOS ROBLEDO rindió declaración el 16 

de septiembre de 2021 ante esta Sala donde frente a su 

actividad laboral explicó que 126 " ... yo me dedicaba, yo era 

docente, cuando en el 2004 el seflor Julio Ibarguen incluso el 

señor ese que usted me está preguntando, nos retiró que porque 

nosotros éramos pedagógicos y no éramos superior" cuenta que 

comenzó a trabajar en el año 1986 hasta el 2002 como docente 

en La Pefia, que en aquella época la contrató el alcalde de 

Quibdó, luego en el 2002 trabajó en el mwricipio Depé (sic) en 

el Colegio Diego Luis Córdoba para entonces la nombró el 

alcalde del mwricipio de Depé y alli trabajó alrededor de dos 

aftas, en el departamento la nombraron en el 2004 y duraron 

como un año apenas pero en el mismo colegio. 

ALBERTO MARMOLEJO BERMUDEZ rindió declaración 

ante la Corte Suprema de Justicia el 16 de septiembre de 

2021 127, donde al consultársele sobre su vinculación con el 

Departamento del Chocó como trabajador expuso que " ... he • 

trabajado con ellos asi temporalmente ( .. . ) con la gobernación 

prestó los servicios de fumigación de ratización en todas las 

oficinas"'. Frente a la pregunta de si ha trabajado como docente 

o Rdmini~trativo docente para la Gobernación señaló que "no, 

no allá en la Secretaria de Educación era celador, entrabamos a 

las seis de la maflana y satfamos a las cinco de la tarde ( ... ) , 

fueron seis meses y medio que trabajé alld ( ... ) tiene como unos : 

= Cfr, record minuk:I 1:16:00-2:40:00, c. 3 conocimiento original, folio 126 
..., Cfr, lbfd!lm, reconl minuto 08:40 • 56:09 
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18 años o en qué año ... ", Señala que fue en el FER donde les 

dieron los contratos para trabajar en la Gobernación por seis 

meses y medio como celador. 

CRUZ MARINA WZANO IBARGÜEN rindió declaración 

ante la Corte Suprema de Justicia el 17 de septiembre de 

2021 12ª donde refiere tener estudios universitarios como 

terapeuta ocupacional, haber vivido en Istmina y Andagolla. 

Cuenta que estuvo vinculada a la Gobernación del Chocó, pues 

" ... en ese entonces se trabajaba con el fondo educatiuo regional 

FER que luego de que desapareció ya lo presentaba la 

gobemaci.6n ya entonces trabajé con el programa de educación 

especial como en lstmina y en Quibdó ( . .. ) fueron como cinco años 

que laboré la/echa exacta no la recuerdo ahorita(,,,) como en el 

2005, como en el 95, de verdad que no recuerdo porque fue hace 

tanto tiempo ... ". Allegó además, certificaciones expedidas por 

la Secretaria de Educación y Cultura donde acredita su 

vinculación con aquella. 

ESMIRNA MENA CUESTA rindió declaración el 17 de 

septiembre de 2021 ante la Corte Suprema de Justicia 129, 

refiere que es profesional como Trabajadora Social de la 

Universidad Jorge Luis Córdoba y en la actualidad se 

desempeña como tal en la Gobernación del Chocó en la Oficina 

de Integración Social supervisando el PAE, trabajo que realiza 

desde el año 2014, pero recuerda que inicialmente se vinculó 

con el FER y ha residido en Quibdó. Con relación a su 

vinculación con el FER cuenta que laboró como "trabajadora 

'ª Cfr, record minuto 11:07- 01:32:38, c. 3 conocimiento, fofo 132 
""'Cfr, lbldem leCO!d minuto 1:32:40-2:33:00, folios 132, 142•143 
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soci.al dos años seguidos ( ... ) en el 97, 98 más o menos esa 

fecha. .. " su función correspondía con " ... ahi mismo en Quibdó, 

con los trabajadores la parte social como era talleres, encuestas, 

dar charla, duré dos atl.os ... ", explica que se trató de dos 

contratos, en el añ.o 1997 terminó uno y en 1998 comenzó otro 

y luego no se lo renovaron mas, recuerda que cuando estaba 

en FER fungió como docente y la enviaron al Colegio Armando 

Luna a dictar clase de 6 a 10 de la noche, sobre ética valores, 

deserción escolar, ello ocurrió en el segundo contrato, pues en 

el primero trabajó con la parte administrativa. Aportó 

constancia dictada por el Fondo Educativo Regional del Chocó 

del 25 de abril de 2001, donde refiere su vinculación entre el 

1 ° de enero de 1 998 al 31 de diciembre de 1999. 

ALFREDO GARC!A QUE.JADA el 14 de octubre de 2021 

compareció ante la Corte Suprema de Justicia 130, donde sefialó 

haber estudiado hasta el grado 3º de primaria, hace bastante 

no trabaja y cuando lo hacia era albañil y fue propietario de un 

establecimiento de comercio conocido como "granero". Refiere 

que trabajó en el F~ como vigilante pero no recuerda cuando 

ocurrió, al menos tendría unos 50 a:fios y lo desarrolló en la 

Alameda por un lapso de cuatro años, se trataba de un lugar 

donde había oficinas. 

Así entonces, con excepción del señor PATRICIO MECHA 

FORASTERO -la CC:dula corresponde al número I l.803.278- 131 quien 

habría fallecido el 10 de abril de 2018 132 , JOSE JULIAN 

CORDOBA RIV AS y EL VIRA PINO MOSQUERA quienes no 

"'"Cfr, A!COrd minutos 22:00- 36:00, c. 3 conoctnientoOliginel, follo 174 
1,1 en el certificado del 28 de Julo de 2006 aparece 11.803.279 
132 C. 2 conocimiento oóglna~ folio 108 - Informa de Pollcla Judicial del 25 de enero de 2021 
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pudieron ser ubicados para rendir testimonio, a lo que la 

defensa renunció a su interrogatorio 133 y CLEOTILDE RIOS 

FORASTERO así como FREDY CUESTA, quienes declararon 

haber sido docentes adscritos al Departamento del Chocó, se 

pudo constatar con base en los testimonios que era lógico que 

no se hallaren soportes de la vinculación de las otras 7 

personas indicas en la gráfica 134 a la Secretaria de Educación 

del Departamento del Chocó, pues si bien podrían haber hecho 

parte del cuerpo administrativo de la entidad a través del Fondo 

Educativo Regional como lo adujo el defensor de MOSQUERA 

LOZANO en sus alegatos conclusivos, no actuaron en forma 

alguna como "docentes", afirmación constante en el certificado 

que resulta reprochable desde el punto de vista objetivo, en 

torno al ilícito objeto de estudio, pues falsamente se les 

adjudicó a varias personas una condición que según lo 

reportado por la misma entidad no tuvieron, como se puede 

resumir en el cuadro siguiente: 

:NOMBRJC 

ALFREDO GARC QUEJADA 

ALBERTO MARMOLEJO 

CRUZ MARINA LOZANO IBARGUEN 

OENITH HERNANDEZ PINO 

DIANA DEL CARMEN FIGUEROA L. 

NIVE DEL CARMEN MOSQUERA 

PINO 

ERMIRNA MENA CUESTA 

1:i:1 Cfr, c. 4 original conocimiento, folio 176 
1:14 Op. cit., p.ig. 77 

VDICULADO COMO 

VIGIIANTE 

VIGILANTE 

TRABAJADORA SOCIAL 

SECRETARIA 

ADMINISTRATIVA DOCENTE 

AUXILIAR DE SECRETARfA 

TRABAJADORA SOCIAL 
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El mismo documento arriba citado 135, refiere que en 

realidad fueron 23 de las personas enlistadas (42) qwenes 

fueron desvinculados en julio de 2004, pero ello ocurrió con 

Decreto 430 del 21 de julio de 2004, no el 30 de julio de 2004 

como lo indica el certificado del 28 de julio de 2006. Son 

ellos: 

.. """"' '°""" OESDE 

' 4,795.980 JOse DE lA CRUZ CHAi/ERRA V. OMl1l2004 

' 4.000.348 "'""" ' 
' =- SARA Y PALACIOS AGI.WJMPLA. -' 26.328.198 AURB.INA MOSOIJERAl>,QAJAl....-tA 01,0112004 

' 26.361:i.810 -'JS"IH'. CAtAH'LA. VIPUIO 01,01/2004 

• 39.309.000 t.lAAlA WISA '" ' 2001/2003 

' 43.0411.!1111 CRIJSCEl.16 MJ~LLO BIAN-N 

"""""' • 54.2'0.&22 A -" • ".,,,.,, 
• 54.251.684 ANA FLORENCIA G,\MB()I, BEJARANO '"''""' '" &4.208.1594 ROSA JANl\tiEY == -" 82,110,061 GuztMN CAISAM:> ISARAMA -
" 26.~.$&3 El.ODIA SAUY PEREA SANTOS 01/01n<Kl4 

" 54.253,932 ZOIA IERVA DOMINGUEZARROYO ,~ 
" 4.82(1.040 GABRIEl PALACIOS NENXlZA --
" 11.107.-4-43 PLINIO CABRERAIZARAMA -
" 54,Zetl.740 lilAGNOllA CASTRO PALACIOS 01/01/2004 

" (14,21!5.613 LIJCY RAQUEL.,.,... PALACIOS 01.0,/2004 

" 4.1159.840 WCIO CliAMORRO FORASTERO 01.ol/2004 

" 54.252.12' MARCEUNA PAI.ACIOS PAI..ACIOS ,,_ 

~ 26.274,547 '" ,., 
" 43.340.329 lm>.TE=MORENO ~ 01/01/2004 

~ a=~ = MOSQUERA MOSQUERA " 
" 26.:M.630 YENFA OSIRlS CASTRO " 01/01/2004 

''" Op. cit, pág. 76 
138 Por Decntto 11TT de 2003, euademo 1 conocimiento original, folio 164-158 
1a1 En el oertibdo aparece 27.328.196 
, .. En el cerliftcllldo aparece JUSTINACONUMPIA UIPAOO 
131 En el certificado aparece 43.011.696, CRUZ CELIS MUR1LLO BLANDON 
140 En el certificado aparece CAIZAMO OUZMAN !SARAMA 
1~, En el certificado apare011 26.258.807 

..,,., 
21/07/2004 

.,m 

21/07/2004 

21/07/2004 ·-·-"""'°"' 
•m= 

"""'"" "m= 
21/07/2004 

21/07noo4 

21/07noo4 

21/07/20CM 

21/07/20CM. 

21/07/2004 

21/07/2004 

21/07/2004 

21/07/2004 

21/07/20CM. 

21/07/2004 

ifl: En el certificado aparece OOMINGUEZARROLLOZOUA INERVA, por Decreto 0372 de 21 
de abrl d& 2003, e. 1 original oonoeimi&nto, folio 196-199 
'ª En el certificado apareoa 4.825.408 
™ En el cartifieado apa¡-ece 26.274.54 
146 En el certificado apareo& LUZ ELSA MOSQUERA M. 
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Los nombres enlistados corresponden a los mismos 

descritos en las lineas 1, 2, 4, 5, 6, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 19, 

20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 31 y 37 del certificado del 28 

de julio de 2006. 

Se aprecia además, conforme lo reporta el Oficio del 17 de 

abril de 2015 arriba eitado y también lo hace el Oficio del 23 de 

abril de 2015 firmado por Milton Ariel Mosquera Mena como 

Director Talento Humano (E) Administración Temporal para el 

Sector Educativo Departamento del Chocó 146, que varias de las 

personas mencionadas en el certificado se habrian vinculado a 

la entidad en fechas muy cercanas o posteriores a las que se 

les certificó como de desvinculación y que esto ültimo habria 

ocurrido mucho después de la allí se'!ñalada, sin que conste que 

laboraren allí mismo en periodos anteriores. Veamos: 

,. -~ NOMBRE _, 
CERlFICAD 

"''" 
' 11.795.809 MIL TON HAR0L TAPIAS BEJARANO -,- 1111:moos _,_ 

' 0011.348 MARTHA ISASEL RI08 MARMQLEJO - ,~- --' ◄.84tl.7'13 t4SAEL MECHA CAIZAMO 11/11/2004 11f1:moo6 _,_ 

• 39.601.372 KETTY YANETli HIESTROZACOROOBA UW7/2004 - --' Cl.1)16.961 IQNACLI', TOVAR MOYA ,~ ··---
Adicionalmente, de acuerdo a varios actos administrativos 

que fueron allegados al expediente, se pudo corroborar que 

aunados a los señalados por la citada dependencia de Talento 

Hum.ano, otras personas indicadas en el certificad.o del 28 de 

julio de 2006 fueron vinculadas a la entidad territorial para la 

misma época o con posterioridad a la fecha en que se signó su 

m c. 2 flscalra original, tolos 167-178 
u1 Por Decreto 435 de 23 de julio de 2004, c. 1 original oonocimlento, folios 159-161 
""Ibídem, folios 186-195 
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desvinculación en éste; es decir, que si bien pudieron haber 

culminado su vinculación para la época indicada en el 

certificado, luego continuaron laborando para ésta misma: 

~- a~ --~ VlNM.11 AC' • ' 
~~-..... 

' 11.707.443 CABRER,\ IZARl\lolA PUNIO 0!!74 OEt 0111~149 ~--
' 39.308.000 OREJUELA QUINTO MAAII\ LUISA 0435 OEt 23/07/2004150 _,_ 

' 4,859.840 CHAMORRO FORASTERO LUCIO 0574 DEL 01111)'20(Ml51 _,_ 

• 54.2e&.740 CASTRO PALACIOS MAGNOLIA 03l8DEL22/00l70071~ _,_ 

' 26,296.530 CASTRO CORD08A YENf"A OSIRIS 13990EL •• _,_ 

o ,253.lm ZOILA MtERVA DOMINGUEZ ARROYO 0317 DEL 22/Q6/2007. 008 _,_ 

DEL tMJ2/'2005'°' 

' 54.261.884 ANA FLOReNCIA GAMBOA =oa ,.u1w --del 1010212009''" 

Se advierte también que en la linea 38 del cuadro 

consignado en el certificado del 28 de julio de 2006 aparece 

como beneficiaria de la sanción moratoria por no pago de 

cesantías MARIA DE LOS ANGELES FLORES M. de quien se 

refiere se desvinculó el 7 de julio de 1996, persona ésta que 

conforme al Oficio del 17 de abril de 2015 reiterado en el Oficio 

del 23 de abril de 2015 -ambos ani.ba indicados-, en realidad 

prestó sus servicios al Departamento del Chocó en el cargo de 

auxiliar administrativo. Adicionalmente, obra copia del 

proceso ejecutivo laboral 270013105001200700599 del 

Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó 156, donde 

consta la Resolución No. 0715 del 1° de agosto de 2002 por la 

149 Cuaderno 1 Ol'lglnal conocimiento, folio& 182-166 
100 lbldem, folios 167-171 
1•1 lbidem, folios 167•171 
152 lbldem, folios 176-182 
1~ lbldem follo& 163-185 
1s, lbidem follo$ 205-21 O 
100 lbidem, folo8 211-225 
186c. 3 anexo onglnal fiscal la 
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que se le reconoce "... valores por concepto de prestaciones 

sociales adeudadas" por el periodo laborado del 2 de enero de 

1988 a 7 de julio de 1996 157 y Resolución No. 2003 del 4 de 

diciembre de 2002 firmada por Gobernador del Chocó 

Encargado para entonces donde se reconoce -entre otros- a 

MARIA DE WS ANGELES FWREZ MARTINEZ sanción 

morato.ria por el no pago de cesantías 158 ; luego, con 

Interlocutorio No. 1980 del 31 de octubre de 2007 se hbra 

mandamiento de pago a favor de ésta -entre otras personas- por 

$12.674.625 1S9 y finaliza con Auto interlocutorio No. 502 del 1 ° 

de junio de 2009 donde se declara terminado definitivamente 

el proceso por pago total de la obligación 160, determinación que 

luego fue revocada con Auto interlocutorio del 22 de septiembre 

de 2009, por cuanto se advirtió que MARIA DE WS ANGELES 

FLOREZ MARTINEZ no habria ofrecido poder o contrato de 

cesión de crédito para dicho trámite, al tiempo que se ordenó 

al ejecutante la devolución de $86. 120.401 161. Así, se concluye 

que MOSQUERA LOZANO falsamente, a través del documento 

que suscribió, promovió en nombre de aquella el 

reconocimiento de sanción moratoria por no pago de cesantias 

a pesar que las mismas no sóio le habrían sido reconocidas con 

antelación sino también liqujdads.s. 

Ahora bien, debe añadirse que una de las falencias 

valoradas como hecho indicador del delito de prevaricato por 

acción 162, relacionada con la indicación de varios nombres y 

161 lbklem, folos 86, 52-67 
168 ibldem, folios 68-70 
'"" lbklem, fOIIOS 90-84 
1eo lbklem, fOllo 262 
1&1 lbidem, tollos 276-,279 
1e2 Vflff folio$ 63 de esta providencia 
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número de identificación que no coITCsponden en forma alguna 

a los datos que al respecto reporta la Registraduría Nacional 

del Estado Civil son demostrativas de la materialidad del delito 

de falsedad ideológica en documento público, pues en efecto se 

consignó en el documento información mendaz y que en no 

pocos casos se trató de un mero yerro de digitación como lo 

propuso la defensa, sino de alteraciones que alcanzaron a 

cambiar por completo la identidad de supuestos beneficiarios 

de la sanción moratoria 

En resumen, se acreditó que el certificado del 28 de julio 

de 2006 por el cual efectúa reconocimiento de sanción 

moratoria por no pago oportuno de cesantías definitivas, 

suscrito por ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO es falaz 

en varios apartes de su contenido, como que i) señaló como 

beneficiarios a personas que fungieron como "docentes" 

adscritos al departamento sin que tuvieren esa condición, ii) 

consignó una fecha de desvinculación distinta. a la que consta 

en los soportes iii) señaló como desvinculadas a personas que 

en realidad fueron contratadas poco antes o después de la 

fecha del certificado iv) reconoció la sanción moratoria a MARIA 

DE W ANGELES FWRES a quien por entonces ya se habría 

reconocido y liquidado la misma y v) alteró los nombres y 

número de identificación de varios de los beneficiarios. 

Se concluye entonces que se act1Jaliz.an todos los 

elementos objetivos que describe el tipo penal, en tanto se 

acreditó que el certiflcado del 28 de julio de 2006 fue 

expedido por el acusado MOSQUERA LOZANO cuando gozaba 

de la condición de servidor público y en ejercicio de sus 
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funciones, su contenido sirvió de prueba haciendo las veces de 

título ejecutivo, justamente para la tramitación de un proceso 

ejecutivo laboral y en su interior contiene varias aseveraciones 

contrarias a la verdad, siendo entonces objetivamente típico el 

comportamiento endilgado. 

Sin embargo, a tono con lo señalado por el representante 

del Ministerio Público en sus alegatos finales 163 encuentra la 

Sala que la descripción del delito de "falsedad ideológica en 

documento público" está contenida dentro de los elementos que 

constituyen el ilícito de "prevaricato por acción" más atrás 

analizado, por lo que nos encontraríamos frente a un concurso 

aparente de tipos penales, que ha sido definido por esta 

Corporación de la siguiente manera: 

•EI concurso aparente de delitos ocurre -que bien se ha clarificado es 
solo un aparente concurso-, cuando una misma situaci6n de hecho 
desplegada por el autor pareciera adecuarse a las previsiones de 
varios tjpos penales, cuando en verdad una sola de estas noroms es 
aplicable al caso en concreto, atendiendo razones de especialidad, 
subsidiaridad o consunción que las demás resultan impertinentes 
por defeckis en su descripción legal o porq,.re las hipótesis que 
contienen van mds allá del comportamiento del justiciable. 

Se trata, por ende, de un formal acomodamiento de la conducta a dos 
distmi1es descripdDnes que la punen en la ley, solo que el análisis de 
sus supuestos bajo aquellos postulados generales de contenido 
jurldico elaborados por la doctrina posibilitan descartar su material 
concurrencia, por entrar, preferiblemente, uno de ellos a oobnar en 
los distintos órdenes de los principios que los regulan, con mayor 
amplitud en sus camcterlsticas estructurales, o en el desvalor de 
conducta que es predicable o en el nivel de afectación del bienjurldico 
que es objeto de tutela con su contemplación legaL 

La jurisprudencia ha señalado que el concurso aparente de tipos 
penales tiene como presupuestos bdsicos (i) la unidad de acción, esto 

193 c. 4 original oonoolrnlento, folios 126-145 
Página 84 de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA WZANO 

es, que se trata de una sola conducta que encuadra formalmente en 
varias descripciones tipicas, pero que realmente sólo encaja en una , 
de ellas, (ii) que la acción desplegada por el agente per.siga una única ' 
finalidad y (Üi) que lesione o ponga en peligro un solo bien jurldico, 1 

de manera tal que la ausencia de uno de tales elementos conduce a 
predicar el concurso real y no el aparentel64. 

No obstante, la Sala de Casación Penal ha explicado que 

este último presupuesto básico, depende del principio sobre el 

cual recaiga su aplicación, esto es si el concurso aparente de 

tipos proviene de la especialidad, subsidiariedad o consunción, 

que ha explicado de la siguiente form.a: 

"Una norma penal es especial cuando describe conductas contenidas 
en un tipo básico, con supresión, agregación, o concreeión de alguno 
de sus elementos estructurales. Por consiguiente, para que un tipo 
penal pueda ser considerado especial respecto de otro, es necesario 
que se cumplan tres supuestos .fundamentales: 1) que la conducta 
que describe esté referida a un tipo bd.sico; b) Que entre ellos se 
establezca una relación de género a especie; y, e) Que protelqn el 
mismo bien iurfdico. Si estos presupuestos concumm, se estani en 
presencia de un concurso aparente de tipos, que debe ser resuelto 
conforTM al principio de especialidad: lex speciatis derogaJ. 1egí -
Un tipo penal es subsidiario cuando solo puede ser qp1iro4g si la 
mu.Preta no logm subsunción en otro que sancione con mayor 
severidad la transgresión del mismo bien iµrldico. Se caracteriza por 
ser de cardcter residual y porque el legislador, en la misma 
consagración del precepto, advierte generalmente sobre su carácter 
accesorio seña1anrlo que solo puede ser aplicado si el hecho no est4 
sancionado especialmente como delito, o no constituye otro üfcito, 
corno acontece, por ejemplo, con el abuso de autoridad (art.152, 
modificado por el 32 de la ley 190 de 1995), o el empleo o 
lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos (arllculo 198 
eju.sdem), entre otros. 

•04 verentre muchas otras, CSJ SP 15 junio 20015, rad. 21629. CSJ SP, feb. 18 2000, rad. 12820. 
SP. Jul 16 de 2014, rad. 41800. SP, ago. 14 2012, rad. 39160. CSJ SP 9 de marzo 2005, rad. 
237515. CSJ SP 10 de mayo 2001, rad. 14605. CSJ SP 15 junio 2005, rad. 21629. CSJ SP 17 ' 
agosto 2005, rad. 19391. 
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Finalmente se tiene el tipo pnu:d compfmo o connmtfvo, que por 
regla general se presenta cuando su dejinici6n contiene todos los 
elementos constitutivos de otro de menor relevancia jurídica. Se 
cqracterfm: por ,reertru: con étte una P!'kJd!ín H extmsl6n· 
eomprwnafón, y OOl'OIUI ,w necaaric:unente ILl'Ote@ el mismo 
Men fqridfeo. Cuando esta situación ocurre, su,ye un ooncurso 
aparente de nonnas que debe ser resuelto en favor del tipo penal de 
mayor riqueza descriptiva, o tipo penal complejo, en aplicación del 
principit> de consuncion: lex consumens derogat legis 
consumptae"I6.5. (Subrayado y negrillas de la Sala) 

Sobre este último principio, explicó la Corte •el juicio de 

desvalor de uno de los comportamientos en aparente concurso, 

consume el juicio de des valor del otro delito, dado que la entidad 

de este último no trasciende ni oobra autonomía en punto de la 

lesión al bienjurldico tutelado, en la medida que su punición ya 

ha sido establecida por el legislador al tipificar el otro 

comportamiento" 166, de lo que se extrae que en definitiva la 

consunción como uno de los presupuestos del concurso 

aparente de tipos, se genera cuando de dos o más tipos penales 

que en efecto poseen su propia identidad y existencialó7, pero 

que en todo caso se relacionan conforme a un mismo supuesto 

fáctico desarrollado también por un mismo autor, se advierte 

que uno de estos resulta aün má.s amplio que otro en los 

elementos que lo componen y por ende el juicio de desvalor de 

aquel torna inane el mismo ejercicio frente a este último, el cu.al 

pierde entonces su relevancia jurídica dentro de esa relación, 

de ahi que la consecuencia no puede ser otra que sólo se 

proceda por el primer delito, ello, sin consultar homogeneidad 

- CSJ SCP, 18 feb. 2000, rad. 12820 
166 CSJ SCP, 26 ene. 2005. rad. 21474 
187 CSJ SCP, 10 ago. 2016, rad. 47660 
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en el bien jurídico tutelado y por aplicación del principio non 

bis in ídem. 

Descendiendo al caso concreto y como se expuso ut supra, 

analizada la responsabilidad penal de ROOBR PASTOR 

MOQUERA LOZANO frente al delito de prevaricato por acción, 

se evidenció que con la suscripción del certificado dol 28 de 

julio de 2006 se desconocieron varias normas legales que 

regulaban ex ante su expedición y que incluso señalaban las 

consecuencias de aquella, acto que como se explicó, resultó en 

manifiestamente contrario a la ley. 

Ello, en tanto i) produjo el reconocimiento de sanción 

moratoria por el no pago o¡xntuno de cesantías definitivas a 

personas que no habían elevado solicitud alguna en tal sentido, ii) 

luego de su reconocimiento no se ocupó de procurar su pago en 

el término legal establecido, iii) no acompañó tal reconocimiento 

de certificado de disponibilidad presupuestal ni registro 

presupuesta!, W) no se trataba de una decisión con carácter 

urgente que debiera agotar durante el lapso en que estuvo 

encargado de la Gobernación del Chocó y v) además efectuó el 

reconocimiento de la sanción moratoria a personas sobre las que 

ya habria caducado el derecho a reclamarla. 

Por otra parte, MOSQUBRA LOZANO dictó el cetl lflcedo del 

28 de Julia ele 2006 en su condición de Gobernador encargado 

del Chocó y dentro del mism'l consignó sendas falsedades como 

que i) confirió la condición de docentes a quienes no la tenían, ii) 

señaló fechas de desvinculación distintas a las que realmente 

ocurrieron, iii) reconoció la sanción moratoria a MARIA DE LOS 
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ANGELES FWRES sobre quien ya habría obrado reconocimiento 

y pago, y iv) ofreció información mendaz para aJgunos nombres y 

documentos de ideritidad, por lo que, -como se ya se anali7Ó-- habria 

también agotado la descripción típica del delito de falsedad 

ideológica en documento público; empero, se advierte que estos 

hallazgos también pueden resultar inmersos dentro de la figura 

delictiva más arnba indicada, que por su mayor riquem. 

descriptiva, afectaría esta última por consunción, evidenciándose 

entonces un concurso aparente de tipos en favor del punible 

contra 1s administración pública. Nótese que las conductas, en 

definitiva, provienen de un mismo supuesto fáctico, como fue la 

expedición del pluricitado certificado, acto con el cual, acorde con 

la acusación, agotó los dos comportanúentos ilícitos cita.dos y que 

-puede advertirse- como producto del desconocimiento de las 

normas legales aplicables y su maniliesta contrariedad, se 

consignaron afirmaciones falaces en el mismo. 

La Sala de Casación Penal de esta Corporación lo explicó así 

en un caso similar: 

~El anterior análisis obliga concluir que, cuando un servidor ptlblico 
profiera un dictamen, resolución o ooncepto, realir,ando apreciaciones 
probatorias sesgadas u opuestas a la realidad del proceso, que 
propendan por otorgar una apariencia de adecuada motiuaci6n a 1D que 
en Ultimas constituye un pronunciamiento injusto y man!fiestatnente 
contrario a la ley, estard fncurri.endo, al menos objet.i.vamimte, en el delito 
de prevari¡:;ato por acd6n, presentlmdose un oonauso apanmte con el 
delito de fa/sedad ideológioo: en documento púb1ioo, que se resuelve por el 
principw de conswici6n, pues, el <ksvalor del delito de prevaricato por ' 
acciónoonsumeeldesvalordeldelitodefalsedad;':ieológicaendoaonento 
publico, bqjo el entendido que este Ultimo se int.egra al anterior". 

y agregó: 

Página 88 de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO 

"Distinto es lo que ocr.tm ruando el mismo servidor p?lblico, en ejercicio 
de sus ji.lncimu!s, al extenderwi documento publico que pueda servir de 
prueba consigne una faJsedml. o calle total o parcialmente la ven:fad, y 
ron base en él, profiera tma decisi6n manijiestamente conburia a la ley, 
pues, en este ooso .se trata de w,. o:mcuroo material o real, ya que la 
falsedad 'ilirve de delito medio al delito fin. el prevariooto, en un rontexto 
de secuencialidad jár.im onto1ógica y jurldwamerrte separnb1el6B" 

Entonces, la Sala habrá de impartir absolución a nombre de 

ROOBR PASTOR MOSQUERA LOZANO por el delito de falsedad 

ideológica en documento público, en tanto se advierte que en este 

asunto este delito está afectado por el fenómeno del concurso 

aparente de tipos por consunción frente al ilícito de prevaricato 

por acción, por el que -como se anticipó-se impartirá condena 

7. Peculado por apropiaci6n a filvor de terceros agrava.do 

por la 011antfa 

Está descrito en el artículo 397 del Capítulo Primero ("Del 

peculado") del Título XV t Delitos contra la administración 

pública") del Libro Segundo del Código Penal (Ley 599 de 2000), 

con el siguiente tenor literal: 

•ArtfcuJo 397. PecuJado por apropfadón. El seroidor püblico que 
se apropie en provecJw suyo o de un tercero de bienes del Estado o 
de empresa,s o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o 
fonfWS paro.fiscales, o de bienes de particulares cuya administro.eión, 
tenencia o custodia se le haya confiado por razón o ron ocaswn de 
sus funciones, incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años, 
multa equivalente al valor de lo apropiado y sin que supere el 
equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos kgales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones püblicas por el mismo ttnnino. 

111 CSJ SCP, 10 ago. 2016, rad. 47660 
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Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, dicha pena se aumentará hasta en la 
mitad. La pena de multa no superani los cincuenta mü salarios 
mínimos legales mensuales vigentes ... •. 

De acuerdo a la descripción de la conducta típica su 

estructuración demanda a un sujeto activo calificado, en este 

caso servidor público, b) apropiación de bienes del Estado o de 

empresas o instituciones donde aquél tenga parte o de bienes 

o fondos parafiscales o particulares que se le hayan confiado 

por razón o con ocasión de sus funciones e) que la apropiación 

se produzca en provecho propio o de un tercero d) que el agente 

posea competencia funcional o material para disponer de éstos. 

En tomo al primer aspecto a valorar, esto es la condición 

de sujeto activo calificado, la Sala de Casación Penal de esta 

Corporación ha decanta.do que sobre aquel ª ... debe concurrir la 

potestad de administraci.ón, tenencia o custodia de los bienes en 

razón de sus atribuciones. La relación entre el funcionario 

público y los bienes oficiales puede ser material o jurídica no 

necesariamente originada en una asignación de competencia, 

basta que esté vinculada al ejercido de un deber fundona.1"'169, 

es decir que no resulta necesario como atributo del sujeto 

activo que posea la disponibilidad directa de los bienes, sino 

que también deriva de una potestad juridica que se le brinda 

para que disponga sobre su destinol 70. 

Ahora, con relación al momento en que se consuma el 

delito, la Sala de Casación Penal ha definido que éste se 

* CSJ SCP, 8 nov. 2017, rad. 43263 
'"' CSJ SCP, 6 mar. 2003, rad. 16021 
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presenta "cuando el servidor público sustrae el bien o bienes de 

la órbita de custodia del Estado con el ánimo de hacerlos propios 

o de que un tercero lo haga. El acto de sustracción priva al 

Estado de la facultad dispositiva de los recursos, sin que 

forzosamente quien cumple la acción entre a disfrutar o gozar de 

aquellos, es suficiente que impida al Estado seguir disponiendo 

de los recursos confiados al servidor público"1 71, de donde se 

decanta que se trata de un ilícito de carácter instantáneo que 

se materializa cuando el bien público es objeto de disposición 

o incorporación al patrimonio del servidor público o un tercero, 

esto último lo cual caracteriza. la conducta como de resultado, 
-

en tanto si no se concreta esta disposición del objeto material, 

el comportamiento sólo sería tentado. Empero, la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Penal ha explicado que 

-en casos como el presente- donde la apropiación tendria origen en 

un acto administrativo, el momento consumativo en mención 

puede ser distinto de la decisión que ampara la disposición del 

bien, pues si bien en algunos casos la decisión en si misma 

conlleva su materialización --como cuando, por ejemplo, el servidor 

judicial toma para si recursos que le fueron entregados por una parte a 

manera de pago de una caución, una multa, etc.-, en otros conlleva 

un acto complejo, como cuando una decisión administrativa o 

judicial ordena el pago ilegal de dineros del Estado a un tercero 

y tiempo después se emiten los titulas o mandamiento de pago 

de aquellos para que el tercero se los apropie, momento este 

ültimo donde acontece la consumación del delito. Asilo explicó 

la Corte172: 

111 CSJ SP, 10 ocl 2012, rad. 38396 
m CSJ SP, 28 jun. 2017, rad. 49020 
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"Está suficientemente decantado por la doctrina y la jurisprudencia 
que el delito de peculado por apropiación es de can:icter instantáneo, 
por manera que se consuma cuando quiera que el bien público es 
objeto de un acto externo de disposición o de incorporación al 
patrimonio del servidor público o de un t.en:ET"O, que evidencia el 
Mimo de apropiárseloITJ. 

(.,./ 

Esta es la situación predicable de los funcionarios judiciales, en la 
medida en que ostentan un t>fnculo con los bienes p¡lblicos respecto 
de los cuales adoptan decisiones, que les permite disponer de ellos a 
través de providencias vinculantes para las partes e investidas de la 
presunción de acierto y legalidad. Por ello, ha sostenido la Sala, 
cuando quiera que se apartan de su cometido legal y constitucional, 
para otorgar ilegítimamente a particulares derechos sobre bienes 
públicos, actualizan el tipo de peculado por apropiación. 

No obstante, ello no puede llevar al extremo de ajinnar, como se 
deduce en el fallo impugnado con sustento en pretérita decisión de 
esta Corporación 174, que el delito se consuma por la sola razón de las 
funciones oficiales, pu.es, sin perjuicw de que no se precise para su 
estructuración la producción de un resultada, sl exige la acción de 
apropiarsel rs del patrimonio público, ya sea directamente o a tnwá 
de un acto de dtsposld6n ,Urldfca que • materiaUce .sobre 
aqudt 

En otras palabras, se requiere que esa facultad legal de disposición, 
derivada -esta sl- de las jimciones atribuidas al funcionario judicial 
y que le permite ordenar la enJ.rega o pago de rubros de naturaleza 
pública, "se traduzco en el cumplimiento de la decisión, que puede 
operar en momento más o menos cercano a su a,cpedición, o diferirse 
en el tiempo de conformidad con la naturaleza de lo an::fenado~176• 

Ahora bien; hay asuntos en los que el momento consumativo de la 
conducta punible se identifica con el de proferimiento de la decisión 
judicia~ como cuando esta por sf sola "sustrae el bien o bienes de la 
órbita de custodia del Estado con el ánimo de hacerlos propios o de 
que un tercero lo 11aga.•1n. Na ast cuando la realización de la 
oonducta prohibida es producto de un acta oomplejo en el que 

1n CSJ AP, 18 abr. 2012, rad. 38188 
11>1 Se trata d8 la proyld8nda SP, $ mar. 2013, rad. 18021,"" la cual la Sala alirm6 la oonsumaclón de la 
conducta punlblll da pvculado por apropiación por razón da las !Unciones ollclales que cumplla el p, oc: e Je , 
en QOl'llnlposici6n a la pasible estructurad6o d8 un delllo de fflafa. 
1~ "/ornar P8ffl 8Í 8'gi"1II C088, h8<itJndo8e dueJlo de eJ/8, por /o COOW/1 de prop/6 twfr)rldad'. DicciDNlriD 
U.Ual. Real Acaclernla Espatlola 
,,_CSJ. SP, 20feb. 2013. Rad. 39353, También CSJ. SP, 2ji.j, 2014. Rad. 39356. 
m CSJ SP, 10 ocl 2012, rad. 38.396. 
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conve,ye la voluntad del juez que 11egalmente ordena el pago de lo no 
debido, pues en estos casos, la cotLIWJlacl6n acaece euan.do ne 
acto di, dyposfdán (url4k:a .. concreta; - acciones que 
dlat:rasn el bien del pqtrlmonio úl Eatcufo1 despq/tindolo aaí 
Ú BU ,Unción púbHcg. 

El delito, como expresión del oomportamiento hwncuw, requiere para 
su consumación la ejecución de todos los actos propios de la 
descripción tfpica. En este orden, la emisión de una decisión contraria 
a derecho que reconoce üegalmente una acreencia a cargo del &tado 
constituye un acto ejecutivo que da inicio a la conducta desvalorada 
de peculado, pero no la colma. En con.secuencia, si el fallo no se 
concreta en actos materiales de disposicwn sobre el erario, la 
oonducta se queda en su fase tentada por ausencia de uno de los 
elementos esenciales del peculado por apropiación: el adueñarse 

para st o para otro de bienes de naturaleza publica". (Subrayado y 
negrillas de la Sala) 

Pues bien, con base en el derrotero fijado, se abordará el 

examen de las distintas categorías dogmáticas encaminadas a 

determinar la eventual responsabilidad penal del acusado. 

7, 1 De la tlplcldad 

7,1,1 De la tlpicldad objetiva 

Como se ha expuesto con antelación17s, ROGER PASTOR 

MOSQTJERA LOZANO fungió como Gobernador encargado del 

Departamento del Chocó en el periodo del 26 al 28 de julio de 

2006, ello conforme a nombramiento que se le hiciere a través 

del Decreto No. 0387 del 26 de julio de 2006 suscrito por el 

Gobernador Julio Ibarguen Mosquera 179 y que dentro de las 

funciones que le fueron discernidas, por su condición de 

representante legal del ente territorial durante ese periodo, 

m ver pagna 41 da esta providencia 
,,. c. 1 fii;calla original, follo 19 
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conforme lo indicado en el articulo 110 del Decreto 111 de 1996 

se hallaba la de " ... comprometer a nombre de la persona juridica. 

de la que hagan parte y ordenar el gasto en desarrollo de las 

apropi.aciones incorporadas en la misma sección ... •, por lo que 

claramente reúne la condición especial que reclama el tipo 

penal para ser sujeto activo del mismo, pues no sólo se trataba 

para entonces de un servidor público, sino que se hallaba 

facultado para administrar los bienes del ente territorial. 

En ese escenario, MOSQUERA LOZANO suscribió el 

certificado del 28 ele julio de 2006, por el que indicaba que 

" ... las personas que a continuación se relacionan laboraban en 

el cargo de Docentes, al seroicio de la Gobernación del 

Departamento del Choc6 y se les adeuda la Sanción Moratoria 

contemplada en las leyes 244 de 1.995, par el no pago oportuno 

de sus Cesantías definitivas ... "' aludiendo entonces a 42 

personas, sobre las cuales ofreció sus nombres, números de 

cédula-con sendas inconsistencias como se explicó ut supra-, fecha de 

desvinculación y salario. Dicho acto jurídico, como quedó 

plenamente decantado en el acápite correspondiente al análisis 

del delito de prevaricato por acción, fue dictado en manifiesta 

contradicción a varias disposiciones legales y resultó base para 

la apropiación por terceros de recursos públicos del 

Departamento del Chocó, como se verá: 

En efecto, el certificado del 28 de julio de 2006 fue 

utilizado por la abogada Diana del Carmen Figueroa Lemas 

para impulsar demanda ejecutiva laboral en contra del 

Departamento del Chocó y en nombre de las personas aludidas 

en dicho documento, justamente para que se librara 
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mandamiento de pago por un total de $1.179.097 .000, cuantía 

a la que se debían NUmar intereses, costas y agencias en 

derecho, en tanto también se reclamó medida cautelar de 

embargo y secuestro de los dineros del Sistema General de 

Participación del Departamento del Cbooo.1so 

La demanda fue admitida por el Juzgado Primero Laboral 

del Circuito de Quibdó bajo el radicado 2007-00692 con 

providencia del 4 de diciembre de 2007, misma fecha en la cual 

libró mandamiento de pago por vía ejecutiva en los términos 

indicados en la demanda, al tiempo que ordenó el embargo y 

retención de dineros que tuviere el ente territorial demandado 

por valor de $1.800.000.000, medida esta última que fue 

comunicada al Banco Popular de Quibdó en esa misma 

fechaJs1, el cual en efecto acogió dicho mandato judicial como 

se refleja en la relación de embargos que allegó al proceso 182• 

Posteriormente, el 19 de diciembre de 2007, el abogado 

JACKSON VARGAS CAICEDO actuando como Asesor Jurídico 

del Departamento del Chocó, junto con la abogada DIANA DEL 

CARMEN FIGUEROA LEMOS, solicitaron al Juzgado aceptar 

una transacción que habñan elaborado por la suma de 

$1.046.343.946, más las agencias en derecho que señan 

tasadas por ese ente de justicia. Al efecto, con Auto 

interlocutorio del 6 de febrero de 2008 que fue posteriormente 

aclarado con Auto del 25 de febrero de 2008 183 se aprobó la 

transacción propuesta en tanto se fijaron las agencias en 

'"" C. 1 anexo original fiscalla, folios49-54 
1,1 lbldem, folios 55-80 
112 c. 2 tl&callaoriginal, folio 12, 32, 48, 49, 
1ea Nuevamente lo oorregirla con Auto del 18 de marzo de 2009, ver folio 214 ibfdl!lm 
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derecho en $83.707.516, para un total de $1.130.051.462 184• 

Luego, atendiendo peticiones elevadas por la abogada Ana de 

Jesüs Correa Perea -a quien Diana del Carmen Figueroa Lemos habría 

sustituido poder para actuar- el citado Despacho judicial con Autos -

del 12 y 22 de mayo de 2008 ordenó el embargo y secuestro de 

la cuente. del banco agrario 33030013669 denominada sobre 

tasa de combustible por $1.130.051.462 y la cuente. 

578245415 del Banco de Bogotá por un porcentaje que no 

superase los $1.100.000.000 185 ; más tarde, con Auto del 21 de 

noviembre de 2008 decretó el embargo y retención de dineros 

de la cuenta No. 110380001170-0 del Banco Popular y 

578373615 del Banco de Bogotá hasta $998.984.462 186 para 

luego ordenar el embargo y retención de dineros remanentes 

en otros procesos laborales a favor del radicado 2007-00692 187 • 

El 15 de julio de 2009, el Juzgado Primero Laboral del 

Circuito señaló que para entonces se habrían cancelado 

$874.710.694 y ordenó el fraccionamiento de un depósito 

judicial retenido por $588.216.826,75 en tanto ambas !'[urnas 

superaban el valor de la liquidación por $1.130.051.461 188 • 

Finalmente, con Auto interlocutorio No. 239 del 29 de marzo 

de 2012, el Juzgado declaró la terminación del proceso por 

pago total de la obligación al tiempo que ordenó el 

levantamiento de las medidas cautelares impuestas con 

ocasión de ese asunto y el traslado de los recursos provenientes 

1M Ibídem, folios 68-70, 72-73 
11111 Ibídem, foliov; 66, 89 
1118 Jbídem, follo 132 
m Jbldern, folio 149 
1• C. anno 1 origínal C011oclmiento, folio 255 

Página 96 de 130 



PRIMERA INSTANCIA 49793 
ROGER PASTOR MOSQUERA WZANO 

del fraccionamiento antes mencionado, a manera de 

remanente, a otro proceso laborall89. 

Ahora bien, dentro del paginario del proceso ejecutivo 

laboral 2007-0692 obran las siguientes órdenes de pago de 

depósitos judiciales 190 

fi-1vdep6allu 
_ ,. _.. _ .... -· ~lito 

' 433030000153397 18/06/2007 24/06/2008 $43,689.000 Ana de J. Córdoba 

' 433030000155154 14/07/2008 18/07/2008 $43,689.000 Ana de J. Córdoba 

' 433030000156836 13/08/2008 28/08/2008 $43,689.000 Ana de J. COrdoba 

' 433030000163319 25/11/2008 02/12/2008 3.689.000 Ana de J. Córdoba 

' 433030000165194 18/12/2008 20/01/2009 3.689.000 Diana Figueroa L. 

' 433030000166947 22/01/2009 27/01/2009 $85,742.000 Diana l"lgu.eroa L. 

' 433030000171654 31/03/2009 03/04/2009 $51.663.000 Diana l"lgu.eroa L 

' 433030000172979 23/04/2009 12/05/2009 $51.663.589 Diana Figueroa L. 

' 433030000J7S858 08/06/2009 12/06/2009 $51.663.589 Diana Figueroa L. 

,o 433030000135.307 05/09/2007 16/06/2009 $43.000.000 Diana Figueroa L. 

" 433030000167'.155 04/02/2009 24/02/2009 $147.811.105 Diana l"lgueroa L. 

" 433030000170427 09/03/2009 18/03/2009 11'109.947.000 Edillon Parn. M. 

" 433030000160493 16/10/2008 21/10/2008 $43.689.000 Ana de J. Córdoba 

" 433030000158790 17/09/2008 21/10/2008 $19,424.000 Ana de J. Córdoba 

Para la Sala, con la acreditación de las medidas cautelares 

de embargo y retención de dineros sobre las cuentas bancarias 

del Departamento del Chocó y el posterior desembolso de los 

títulos con cargo también al presupuesto departamental, queda 

demostrada la materialidad del delito de peculado por 

apropiación a favor de terceros enrostrado a MOSQUERA 

LOZANO, pues fue con ocasión del acto administrativo que 

impartió de manera fraudulenta que se produjo el 

reconocimiento de acreencias laborales, exigencia que se 

perfeccionó con el desarrollo del proceso laboral donde 

1 .. Ibídem, folio 325 
1ao Ibídem, folios 111, 115, 117, 143, 164, 186, 219, 221, 227,228,248, 244, 252 
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finalmente se pagaron las cuantías allí reconocidas a los 

demandantes, siendo así que se produjo la apropiación de los 

dineros estata)e!<! por terceros. 

También, de acuerdo a la jurisprudencia arriba 

transcrita 191 , la consumación del ilícito devino con la emisión 

por parte del Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó de 

la providencia del 4 de diciembre de 2007, donde con base en 

el certificado, emitió mandamiento de pago con su consecuente 

medida cautelar, pues a partir de entonces la entidad territorial 

fue privada de la posibilidad de disponer de recursos por valor 

de $1.800.000.000. En efecto, la Sala de Casación Penal de 

esta Corte, en casos similares 19'l ha señalado que la providencia 

a través de la cual se ordena el pago •... de cara a la 

consumación del delito de peculado por apropiación, constituye 

el acto mismo de apropiación, pues dada su naturaleza jurldica, 

a partir de ese momento esos rubros pasaron injustamente a 

manos de particulares ... ". 

No existe duda que ROGER PASTOR IIOSQUERA 

LOZANO, con la suscripción del certificado de reconocimiento 

de acreencias laborales del 28 de julio de 2006, para cuya 

expedición no tuvo en cuenta ningun soporte que acreditara la 

existencia de la obligación ni la respaldó con certificado de 

disponibilidad presupuestal o registro presupuesta!, -entre otras 

irregularidades que ya se advirtieron-, ocasionó un detrimento 

elevado al presupuesto del Departamento del Chocó y dispuso 

con esa manifP.stación de bienes del Estado para que fueran 

'9' Op. cit, CSJ SP, 10 oct. 2012, rad. 36396 
112 Op. cit, CSJ SP, 28jun. 2017, rad. 49020, también CSJ SP, 18 abr. 2012, rad. 38188 
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trasladados a manos de los demandantes, esto con 

independencia que el pago de los valores se hubiere dado 

paulatinamente. 

Por cuenta del actuar ilícito de MOSQUERA LOZANO fue 

despojada la entidad tenitorial, -conforme a los titulas de depósitos 

judiciales reseftados-, de la suma de $823.048.283. Vale señalar, 

en este punto, que para el año 2006 el salario n:únimo mensual 

estaba calculado en la swna de $408.000 193 , por lo que sin 

duda el valor de lo apropiado superó ostensiblemente los 200 

salarios mínimos legales mensuales vigentes 194, actualizándose 

lo indicado en el inciso segundo del artículo 397 del Código 

Penal, antes citado. 

Ahora bien, frente a la manifestación de la defensa, 

alusiva a la imposibilidad de colegir que con la expedición del 

certificado de Julio de 2006 se hubiere librado orden de pago, 

dado el tiempo que transcurrió entre éste y la demanda laboral 

-1 año y 4 meses-; debe indicarse que tal conclusión no proviene 

de una inferencia sino de la evidencia allegada, esto es que el 

mencionado documento fue presenta.do con la demanda y fue 

la base sobre la cual el Juzgado laboral emitió m.andamiimto de 

pago al considerarlo titulo ejecutivo, como ya se decantó; asi 

tampoco se encontró en el paginario de la actuación la 

inspección judicial a los archivos de la Gobernación del Chocó 

a que alude la defensa y que refiere fue la base del proceso 

ejecutivo, ni se halló evidencia demostrativa de la reubicación 

de los archivos del departamento del Chocó. Se reitera, de 

m Decreto 4686 ele 21 de diciembre de 2005 
,.. De confomildad 0011 el salario mlnimo de 2006 ($408,000), una ouantta de 200 salaoos 
mininos legales mensueles vigenle$ equivale a $81.600.000 
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ROOER PASTOR MOSQUERA LOZANO 1 

1 

acuerdo 
' 1 

al texto del Auto del 4 de diciembre de 2007 del , 

Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, el titulo , 

ejecutivo que se menciona como pilar del mandamiento de pago 

no fue otro que el certificado del 28 de Julio de 2006, sin que , 

el togado hubiere hecho alusión a inspección judicial alguna, 

misma que tampoco fue encontrada en el cuerpo del proceso 

laboral. 

De igual manera no se atenderá la exculpación dirigida a 

trasladar la responsabilidad del acusado en los intervinientes 

en el proceso ejecutivo laboral, pues como el mismo defensor lo 

señala, la responsabilidad en este caso es individual y la 

incorrección es las actuaciones desp),,..gadas por IIOSQUERA 

LOZANO es la base del reproche penal; se ha acreditado que 

éste desplegó actos idóneos y materializó no solo este último 

comportamiento ilícito sino los más arriba valorados por lo que 

aún si se hubiere determinado el compromiso penal sobre 

alguno de los demás involucrados en el proceso ejecutivo 

laboral ello en forma alguna sustrae la responsabilidad del 

acusado en los mismos. De otra parte, la configuración del 

ilícito de peculado por apropiación a favor de terceros, no 

supone como uno de sus ingredientes la concertación entre el 

sujeto activo calificado y aquellos, por lo que ausencia de 

pruebas en tal sentido no tiene alcance para fincar la ausencia 

de responsabilidad del procesado ni resulta relevante para, por 

otro lado, determinarla. 
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7.1.2 De la tlpicldad subjetiva 

Con relación a este elemento, debe la Sala seíialar que 

ROGER PASTOR MOSQUBRA LOZANO evidentemente 

conocía que con la suscripción del certificado del 28 de Jallo 

de 2006 reconocía wia deuda del ente territorial a favor de los 

ciudadanos alli enlistados y que por ende se asumia una 

obligación dineraria, pues en principio ello se deduce de la 

lectura del documento y así también lo expuso en su versión 

libre donde aceptó que con éste se realizaba el reconocimiento 

de emolumentos laborales. 

También, resultaba claro para el aforado que la función 

constituciona1 195 que le fue conferida, conllevaba la facultad de 

ordenar el gasto departamental y direccionar el presupuesto y 

los recursos de la Gobernación del Chocó, -pues no de otra forma 

aceptarla la expedición del documento y habria indicado en indagatoria 

que el encargo como Gobernador suponia plenas facultades de 

administraciónl96. por lo que el acto administrativo suscrito 

suponía el desplazamiento de rubros del presupuesto para 

atenderlos y a pesar de ello y sin contar con Wl certificado que 

refiera el soporte para atender tal acreencia optó por seguir 

adelante con el reconocimiento que conllevó a la reclamación 

económica con la correspondiente afectación económica que 

ello supuso. 

'"" La corte Suprema de Justicia ee ha referido a IH funoiones del Gobemedor Indicando q.., $e 

trate de" esa 1SUpf911!11 dúección asignada al gobemadordlmans de un conjunto de d/sp(lslclon8s 
de Ofd8n constituCIOnal y /agal, en vlt1ud de las cuales ejBrf;B la 19pf888ntación legal del 
dep8lt8m8nro y además es BI egenl9 del Ples/denla de la RapúblicB para /a ajecucldn de las 
pollticas económicas nacJonaJes ... , osf&lllel la f8cultad de onian&Glón del gasto depaJtamental, y 
cuenta, entre otras, C011 lss siguiantes stlibuciooes y deberes .. ., dirigir Is ejécucl6n del 
pr9SUpU9SlJJ y de los ret;UISOS C6dldos por Is nación para el bfm&llcio del departamento"CSJ SP, 
13 rra-. 2013, rad. 37858 
•• Cfr, cuaclemo 2 Ol'lglnar fiscalía. folios 245-273 
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Esa actitud, decantada entonces en el reconocimiento de 

una acreencia laboral, sin soporte alguno documental o 

presupuesta!, sin actos propios del procesa.do para proveer por 

su pago oportuno y directamente por parte de la entidad 

territorial, para que finalmente se consumara su apropiación a 

través de Wl mandamiento de pago, da cuenta del 

conocimiento de MOSQUBRA LOZANO sobre los hechos que 

constituyeron el comportamiento y la procura por su 

materialización, en este caso la apropiación de terceros de 

dinero que para entonces pertenecía a la Gobernación del 

Chocó de la que era representante y por ende garante. En 

ningún caso se podría atribuir el comportamiento endilgado a 

una falta de previsión o cuidado del acusado, pues con claridad 

se aprecia que adelantó actos idóneos para proveer por el 

desplazamiento patrimonial -que sin duda resultan mas evidentes 

con los hallazgos falaces en el contenido del certificado-. y en forma 

alguna soportados en normas legales o al menos en 

documentos que acreditaran la preexistencia de la deuda. 

7.2 De la antijuricUcldacl 

La afectación al bien jurídico tutelado de la Administración 

Pública se acredita por una parte por la demostración a través de 

la evidencia allegada de la comisión de ROGER. PASTOR 

MOSQUERA LOZANO del ilicito de peculado por apropiación a 

favor de terceros, conducta que se halla consignada en el Código 

Penal corno una de aquellas que lesiona el adecuado desarrollo 

de la actividad estatal, cuyo fin, como se anotó anteriormente 197 , 

no es otro que satisfacer el interés general 

,97 Op. cll Corte Constitucional C-631 de 2009 
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Debe recordarse, que la Administración Pública encarna 

la finalidad de satisfacer las necesidad.es colectivas, conforme 

a una actividad ajustada al ordenjuridico por parte del servidor 

público, por lo que éste debe responder a varios pilares 

constitucionales asociados a los fines del Estado como son la 

prevalencia del interés general, mantener la vigencia de un 

orden justo y servir a la comunidad, así como proteger a las 

personas residentes en Colombia-entre otros- en sus bienes. 198 

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 199 , 

citando su propia jurisprudencia ha señalado que: 

6-En los delitos contra la administracwn p,lblica, ésta se tutela oomo 
un interes al servicio de la comunidad y los gobernados, de tal 
manera que aparezca protegido a algo funcional y dindmico, pues, 
de lo contrario, se sancionarla como delito la mera desobediencia a 
la ley (violación de prohibiciones o mandatos} y no la real 
transgresión de bienes jurídicos. El. ius punien.di, por su naturaleza 
extrema, no puede disponerse para aislados quebrantamientos de 
deberes profesionales o para la protección de una vaga pureza de la 
administración pública, pues ello se traducirla en una ui.si6n 
totalitaria de la actividad administrativa, sino que es preciso 
establecer que la conducta juzgada pone en riesgo concreto los 
procedimientos que los miembros de la colectividad tienen para 
resoluer sus conjlictos" (Segunda instancia,. radicación mlmero 
13.827, M. P. Jorge Anibal Gómez Gallego}. 

La administración pública es una orgcmizaci.ón, una estructura, un 
andamiaje en movimiento permanente, que cumple sus funciones con 
base en un orden previamente establecido, disposición que es la 
observada, percibida y esperada por la comunidad. Cuando esa 
organización o estructura se resquebrqja, se modifica o altera y, por 
tanto, se torna en dilifimcional, las consecuencias las padece el 
ciudadano, como miembro de un grupo social que, a su vez, es 
elemento esencial del ente conocido como Estado. En este sentido, 
aunque respecto del delito de peculado, pero con la misma base, se 
ha prorwnciado la Corte, por ejemplo en sentencia de única instancia 
del 31 de enero del 2001 (radicación mlmero 6593, M. P. Mario 
Mantilla Nougués), decisión que recuerda e incorpora en su texto 

,,;,s COnstltución Política de Colombia, articulo& 1, 2 
1w CSJ SP, 22 feb. 2012, rad. 35606 
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pensamientos similares de la Sala perceptibles en pronunciamientos 
del 30 de septiembre de 1975 (M. P. Federioo Estrada Vélazj y del 7 
de junio de 1983 (M P. Alfomio Reyes Echtmdia). 

En general, como importante punto de partida, se puede admitir que 
el bien jurldico tutelado que se estudia es ofendido cuando se atenta 
contra la buena marcha de la administración publica, es decir, 
cuando su o,yanizaci6n, estructura o funcionalidad son 
distorsionadas o victimas de otros rumbos~. 

En el caso concreto, a ROGER PASTOR MOSQUBRA 

LOZANO por cuenta de su designación como Gobernador 

encargado del Chocó, se le encomendó proveer por una 

adecuada administración de los recursos que poseía el ente 

territorial, pero en su lugar actuó encaminado a la apropiación 

de los mismos mediante un acto jurídico diametralmente 

opuesto a la regulación legal, habiendo consolidado su objetivo 

en el saqueo de los fondos públicos a través de la demanda 

ejecutiva laboral y en favor de los allí demandantes. Entonces, 

se produjo una efectiva y grave lesión al bienjuridico tutelado, 

pues el aforado en ejercicio de su función atentó contra el 

Estado que representaba y causó así un grave perjuicio a la 

comunidad, que lógicamente se vio privada de esos recursos 

que, de haber sido administrados conforme a los principios 

constitucionales arriba mencionados, habrían propendido por 

el goce de los derechos de los asociados. 

7.3 CalpabWdad 

Con relación a la culpabilidad, como elemento de la 

responsabilidad. penal, es evidente que el comportamiento de 

MOSQUERA LOZANO le resulta reprochable pues actuó con 

conciencia de su anti.juridicidad pues no se acreditó durante la 
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actuación procesal evento, padecimiento o condición alguna 

que tuviere la potestad para afectar su autodeterminación, 

espP.cialmente para el momento de los acontecimientos, pues 

incluso éste en su injurad.a expuso conocer los alcances de la 

decisión que ahora es objeto de reproche. 

Por otra parte, como se expuso ut supra se obtuvo que el ' 

acusado es una persona adulta, con una extensa formación 

académica y experiencia profesional, que habria desempeñado 

el encargo como Gobernador en varias oportunidades y que 

administraba la cartera de Hacienda del Departamento del 

Chocó para la época de los hechos, por lo que se infiere sin 

dificultad que podía comprender la ilicitud del comportamiento 

que esta.ria desplegando y que pudo determinarse conforme a 

esa comprensión. 

Se concluye entonces que ROGER PASTOR MOSQUERA 

LOZANO, conocía con suficiencia de la ilicitud del 

comportamiento que estaba desplegando y contando con la 

posibilidad de determinar el mismo de manera distinta, esto 

es con acatamiento de las normas constitucionales y legales 

que juró proteger, optó de manera voluntaria por apartarse de 

aquellas y contrariar la ley mediante la apropiación a través de 

terceros de dineros públicos admin;strados por la Gobernación 

del Chocó, siendo así destinatario de un juicio de reproche. 

Evidentemente, una administración de los recursos públicos 

austera, eficiente, transparente y con acatamiento de las 

normas que la regulaban, le era exigible, pero en cambio de ello 

y en el limitado trasegar por la Gobernación -3 ellas- decidió 

emitir el certificado del 28 de Julio de 2006 con el que ofrecia 
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el reconocimiento de sanciones moratorias por a.creencias 

laborales a personas a las que no les resultaban exigibles o no 

lo eran en tales cuantías, acto administrativo que resultó 

idóneo para su propósito, como era que en definitiva los dineros 

allí representados fueran apropiados por terceros, hecho éste 

que se probó en grado de certeza, acreditándose así la 

responsabilidad penal del acusado en tomo a este delito. 

8. De Ju caueale• de au,encia de responsa.bWdad 

expue,taa por el procendo: 

El aforado ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO en sus 

alegatos durante audiencia pública, refirió hallarse amparado 

por dos causales eximentes de responsabilidad, sin indicar 

puntualmente frente a cuál de los tres delitos por los que fue 

acusado aquellas se actualizaban, por lo que se asume el 

análisis de su pedimento en este acápite. 

Seftaló que actuó "con error invencible de la lidtud de su 

conducta" conforme lo indicado en el numeral 11 del artículo 

32 de la Ley 599 de 2000, pues obró bajo la exigencia de acatar 

el manual de funciones y disposiciones legales, de ahí que 

también estarla amparado por la causal 3ª de la misma norma, 

esto es que "se obre en estricto cumplimiento de un deber legal". 

La vaguedad de la propuesta defensiva esbozada por 

MOSQUERA LOZARO deriva, sin duda, en la desestimación 

de su alegación, pues frente a esta exposición no le resulta 

posible a la Sala ofrecer una respuesta con soporte argumental 

que contenga sustento juridico y probatorio. En efecto, la 
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indeterminación del alegato defensivo obligaría a esta 

colegiatura a acometer el examen de las diversas opciones que 

brinda la figura de la "ausencia de responsabilidad" tanto para 

el error de tipo como el de prohibición y sus mfldaJidad.es de 

vencible e invencible, para a partir de allí construir 

postulaciones sobre tales fenómenos jurídicos asociándolos a 

lo que fue demostrado en el proceso y así abordar un 

argumento que el aforado no realizó -ni tampoco lo hiw su 

abogado-, actividad que es ajena a la función encomendada a la 

Sala. 

Basta advertir que el acusado acogió la figura del ªerror 

invencible de la licitud de su conducta" que no es otra cosa que 

el "error de prohibición" indicando que obró conforme al manual 

de funciones y disposiciones legales, que en principio se 

asemejarla al "error de tipo" que explica el numeral 10° del 

artículo 32 del Código Penal, pero con todo no acreditó cómo se 

hallarla en alguna de esas circunstancias, tampoco lo hizo con 

el "estricto cumplimiento de un deber legal" pues no esbozó 

siquiera cómo su actuación recaía en esa circunstancia, 

cuando prer.isamP.tlte el desconocimiento de las normas que 

amparaban la producción del certificado del 28 de julio de 

2006, resulta en uno de los principales reproches a su 

comportamiento, siendo que las circunstancias plasmadas en 

su alegato -vr gr. error de tipo y error de prohibición invencible- en 

realidad se muestran muy lejanas a la realidad fáctica 

acreditada conforme a las pruebas vertidas en el proceso penal. 

El aforado, en su alegato defensivo, no explicó siquiera la 

norma específica del manual de funciones que amparó la 
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emisión del certificado del 28 de julio de 2006 en la forma y 

con el contenido que lo construyó, ni tampoco las normas 

legales sobre las que lo fundamentó, ni a cual deber legal 

específico adecuó su actuar al expedirlo, más si como se ha 

explicado a lo largo de este fallo, sustentó el documento en la 

Ley 244 de 1995, misma cuyo desconocimiento se advirtió de 

manera incontestable conforme a la valoración probatoria y 

constituye uno de los mayores reproches a su conducta, pues 

de allí derivaron varios de los haJ1azgos penales que 

encuadraron en los delitos acusados. Se ha dado cuenta a lo 

largo de esta decisión que si bien es cierto el acusado no 

acredita ser profesional en derecho, sí lo es en economía y 

poseía amplia experiencia en administración de gastos y 

presupuesto, especialmente por su cargo como Secretario de 

Hacienda del Departamento del Chocó, por lo que se advierte 

que logró actualizar conocimiento sobre los presupuestos que 

debia atender con miras a la determinación que adoptó, de los 

cuales decidió apartarse, motivado en la apropiación de los 

recursos del ente territorial, aspectos estos sobre los que no 

puede reputarse, -como seria necesario para estructurar el fenómeno 

juridico de la causal de ausencia de responsabilidad examinada-, el 

desconocimiento de la normativa que imponía el procedimiento 

a seguir y los de los deberes que debia cumplir, ello enmarcado 

en las normas constitucionales y legales que direccionaban la 

función administrativa que le fue atribuida. 

9, Doalftcacl6n punitiva: 

El artículo 31 del Código Penal, alusivo al concuno de 

conductas punible■ señala que "el que con una acción u 
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omisión o con uanas acciones u omzszones infrinja vanas 

disposiciones de la ley penal o varias veces la misma 

disposición, quedará sometido a la que establezca la pena más 

grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin 

que fuere superior a la suma aritmética". 

En el presente asunto, ROGER PASTOR MOSQUERA 

LOZANO fue hallado penalmente responsable de los delitos de 

prevaricato por acción y peculado por apropiación, siendo 

menester entonces determinar, conforme a la norma antes 

citada, cuál de aquellas resulta más grave según su naturaleza, 

en este caso sin el aumento general de penas contenido en el 

artículo 14 de la Ley 890 de 2004 como ya se explicó200• 

Veamos: 

9.1 Del prevaricato por acci6n 

El delito de prevaricato por acción, en la forma señalada 

en el articulo 413 de la Ley 599 de 2000 contiene un marco 

punitivo de tres (3) a ocho (8) años -o lo que es lo mismo 36 a 96 

meses- de prisión y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, así como una 

pena de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 

públicas de cinco (5) a ocho (8) años. 

De conformidad con lo indicado en el artículo 61 de la Ley 

599 de 2000, para establecer los cuartos punitivos se debe 

restar la pena minima a la máxima y este resultado dividirlo en 

cuatro. Veamos el ejercicio: 

200verpég. 29 de esta providencia 
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96 meses - 36 meses = 60 meses 

60/4 = 15 meses 

Conforme a lo anterior los cuartos punitivos de la pena de 

prisión son los siguientes: 

............. ............. TeftlerCllarto Cuutollaol 

36a 51 meses 51m<'lllellldiaa.66 66 meses 1 dia a 81 mese11 1 dfa a 

=- 81 meses 96 meses 

Similar actividad frente a la pena de multa arroja lo 

siguiente: 

.............. ............. .,_....., Cuuto..., 

50 a 87.5 smlmv 87.6 a 125 11mlmv 125. la 162.5 ami 162.6 a 200 amlmv 

A nombre de ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO no 

se imputaron circunstancias de menor o mayor purubilidad, 

por lo que para la fijación de la pena nos debemos ubicar en el 

primer cuarto señalado en la gráfica, mismo dentro del cual, 

atendiendo lo señalado en el inciso 3° del articulo 61 del Código 

Pena1201 , se impondrá la pena minima aumentada en 2 meses, 

esto es 38 meses de prisión (corresponde a un incremento del 13.33% 

dentro del referido cuarto de movilidad), esto especialmente en 

atención a la intensidad del dolo que se aprecia en el mismo, 

por cuanto fueron varias y de notable consideración las normas 

"" 'Es/lb/ecido fll CUldo O CU!lrlos dentro da/ q(Jf/, deberá defermfnanse la pena, 6/ 88lltencl8dor 
la fmpondra ponderando los 8Íf1(JÍ$11les IS[JeCtos; la msyor o m&IIOf gral'9dad de la conducta, 61 
dallo resl o pOhmci&I Cl&Sdo, Is nallJl"a/trnl da lll8 C8118/lhJ8 que agraven o at&IIOM ltl punlbl/idlld, 
la lnt&Mldttd del dolo, la preterin/anción la culpa ccncurrente. la neoeslded d6 la pene y le función 
que ella he d9 cumplir en 61 C/lSO concreto. 
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que se desconocieron con el propósito de agotar el 

comportamiento ilícito. 

La dosificación de la pena de multa se sujeta a las mismas 

reglas anotadas, esto es que se acogerá el primer cuarto, mismo 

dentro del cual la pena mínima será aumentada en un 13.33%, 

esto es 5 smlmv, para un total de 55 smlmv, que no es otra 

cosa que $22.440.0002 02• 

En tomo a la pena de inhabilitación para el ejercicio de 

derechos y funciones publicas, la gráfica es la siguiente: 

......, ...... ............. ...... ...... .,........, 
60 a 69 rne.e, 69 me11e, l dia a 78 78 meses l die. a 87 me11es 1 dia a 

m,_ 87 me11ea 96mesea 

Así, ubicándonos también en el primer cuarto, aplicando 

el mismo aumento proporcional equivalente al 13.33%, la pena 

corresponde a 61 meses 6 días de esta sanción accesoria. 

9.2 Del peculado por apropiación a favor de terceros 

De acuerdo a lo indicado en el segundo inciso del articulo 

397 del Código Penal -si lo apropiado supem un valor de doscientos 

salarios mínimos legales mensuales vigentes- y lo que enseña el 

numeral 2° del artículo 60 ibídem 203 , el ilícito de peculado por 

apropiación a favor de terceros posee una pena de seis (6) a 

veintidós (22) años seis (6) meses -o lo que es igual 72 a 270 meses­

de prisión y multa equivalente al valor de lo apropiado sin que 

= De acuerdo al salario mlnlmo legal mensual vigente para el ano 2006 -$403.000-
2Cll Si la pena aumenta hasta en una proporción, ésta se aplicaré al máximo de lll lnhcciOn béalca. 
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supere los 50.000 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, cuantía que en el caso concreto, conforme a experticia 

contable No. 10-129465 del 16 de enero de 2018204 

corresponderla a la suma de $823.048.283 205 , que confrontada 

con el valor del salario mínimo vigente para el año 2006 -

$408.000-, corresponderian a 2.017,2 salarios mínimos legales 

mensuales. 

El ejercicio aritmético para la pena principales de prisión, 

acorde a los postulados del artículo 61 ibídem, es: 

270 meses - 72 meses = 198 meses 
198/ 4 = 49.5 meses 

-.. ...... ............. TeRie_.C11al'to 

72 a 121 meses 121 meses 16 dfas a 171 meses 1 diaa 
15 dlas 171 meses 220 meses 15 días 

c-nollaol 

220 meses 16 dias 
a 270mesea 

Como se explicó, MOSQUBRA LOZANO no fue objeto de 

imputación de circunstancias de menor o mayor punibilidad, 

por lo que nos ubicaremos en el primer cuarto, donde 

atendiendo el postulado del inciso 3° del artículo 61 del Código 

Penal206, se impondrá la pena minima aumentada en 7 meses, 

esto es 79 meses de prisión (corresponde a un incremento del 14.14% 

dentro del referido cuarto de movilidad), esto especialmente en 

atención al dafto creado con el comportamiento en tanto 

"°' C. 4 conocimiento Ol'iginal. folios 75-86 
205 Esle valor corresponde al monto de $823.048.283 que se pegó por parte de la Gobemac:IOn 
del Chocó a consecuencia del cumplimiento del acuerdo transaccional realizado dentro del 
p(tlCelO laboral 2007--0892 entre el asesor Jurldioo del departamento del Chooó y la demMdante. 
200 "EstBbl8oldo eJ cuarto o cua/tos den/ro del qua debeffl detefm/nBTS& la pena, 91 senl6nc/lldof 
/& impoo<Jra ponderanclo 103 $iguiell/es aspec,os: la mayor o menor gravedad de la conducta, et 
dallo raal o pote/le/al c,eado, la naturalllza da las c:aussltls qua agniven o atemlen la punibi/idQd, 
/& inlBnsidsd da/ dolo, la preterintanción la culpa concurrante, la ll4CMid8d de la pe118 y Is función 
QU$ 91/a ha da cumplir an el C8SO conc/lW. 
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supuso un enorme detrimento al presupuesto de la 

Gobernación del Chocó propiciado también en un 

comportamiento inequívocamente dirigido al apoderamiento a 

través de terceros del dinero estatal 

Sobre la pena de multa, dado que el legislador la fijó en 

un monto determinado no hay lugar a la aplicación del sistema 

de cuartos quedando en la cifra arriba indicada, en tanto la 

sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de 

derechos y funciones públicas se fijará en el mismo monto de 

la principal de prisión 207 , esto es 79 meses de prisión. 

9.3 Del concurso de conductas punible• 

Según se extrae del ejercicio de dosificación punitiva 

realizado, conforme la regla ftjada por el articulo 31 del Código 

Penal, se aprecia que las penas más graves son las alusivas al 

delito de peculado por apropiación a favor de terceros, por lo 

que para fijar la sanción definitiva aquellas serán las tenidas 

en cuenta como base en torno al concurso de infracciones 

penales. 

Así, la pena de prisión de 79 meses dispuesta para el 

delito de peculado por apropiación a favor de terceros, será. 

incrementada en 3 meses -7 .8% del máximo de la pena de prisión­

más por el concurso heterogéneo con el delito de prevaricato 

por acción, para un total de ochenta y dos (82) meaea -6 afios 

1 O meses- de prisión. 

l01 Según lo dispone el inciso pómero del artrculo 397 del C.P. en su tex1o Ol1glnal. 
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La pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de ! 

derechos y funciones públicas que regula el articulo 44 del 

Código Penal será tasada con base en la más grave según su 

naturaleza, esto es la de 79 meses que se aumentarán en 

idéntico porcentaje al de la pena de prisión -7.8% respecto del 

máximo- y que equivalen a 4 meses 21 días, para un total de 83 

meses 21 días. 

Ahora, en lo concerniente a la pena principal de multa, 

para el delito de peculado por apropiación aquella fue fijada por 

el legislador en un monto fijo, equivalente al valor de lo ' 

apropiado, que en este caso --según se explicó-2°8 equivale a 2017 ,2 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, en adelante 

smlmv, en tanto conforme el ejercicio aritmético realizado para 

el ilícito de prevaricato se halló en el equivalente a 55 smlmv -

o lo que es lo mismo $22.440.000-. Así, atendiendo lo indicado en 

el numeral 4° del artículo 39 del Código Penal 209 , se deben 

sumar las penas de multa aritméticamente, por lo que 

adicionada la primera por $823.048.283 concerniente al delito 

de peculado por apropiación a favor de terceros, a la de 

$22.440.000 por el delito de prevaricato por acción, se obtiene 

un total de $845.488.283, suma que deberá consignar a 

nombre del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

indicado en el artículo 43 del Código Penal. 

ZIII Suma que corresponde a $823.048.283 
209 Artlrulo 39 C.P. La pena de multa de sujetaré a las siguientes reglas: -4. AeumulaciOn. En C!IIIO 

de concu~ de conductas punibles o acumulac:IOn de penes, las multas correspondientes a cada 
una de las infraociones se sumarán, pero el total no podrá exoeder del méxmo fijado en e&te 
articulo para cada clase da mulil 
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9.4 De Ju penas privativas de otro,; derechoe 

Dado que a nombre de ROGBR PASTOR IIOSQUERA 

LOZANO se emitirá condena por un delito que afecta el 

patrimonio del Estado (peculado por apropiación a favor de 

terceros), se impondrá la sanción de carácter intemporal 

prevista en el inciso 5° del artículo 122 de la Constitución 

Política, conforme a la interpretación que de dicho precepto ha 

hecho la Corte Constitucional en sentencia C-064 de 2003, 

conforme su desarrollo legislativo en el parágrafo 2° del 

articulo 38 de la Ley 734 de 2002, que señala: 

Articulo 38.- Otnu tnhabfffdade• 

( ... / 

Parágrqfo a•. Para los fines previstos en el inciso final del ortfcu1o 
122 de la Constitución Polttica a que se refiere el numeral 1 de este 
artículo, • entffldent por defftoa que ~ten el pcúlimonto ct.l 
Estado aqueUos que p"Vdmvan. di! mmaen1 direct:cz fe.süSn ct.l 
patrlmonto púbffco, 1-,r: 11.1ntada en el menoscabo, 
dfsmtnudón, per}uldo, detrfng:nto, pérdida. UIO tndebfdo O 

detenaro de loe btenu o recunros púbHcoa; producldapor uno. 
conducta dolosa, comettda por un semdor púbUco, 

Para estos efectos la sentencia condenatoria deben:t especificar si 
la conducta objeto de la misma constituye un delito que afecte el 
patrimonio del Estado. 

A partir de dicho aparte normativo, concluyó la Corte 

Constitucional que "El aparte de la disposición demandada 

exige que el patrimonio estatal sea efectivamente lesiona.do para 

que pueda generarse la inhabilidad que él mismo consagra. A 

juicio de la Corte tal exigencia no implica una mengua del 

mandato de protección del patrimonio público y par erute del 

arllculo 122 Superior". 
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En conclusión, comoquiera que en el presente aswito se 

acreditó que el patrimonio del Estado fue afectado de manera 

directa, real y concreta a consecuencia de la conducta 

desvalorada de ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO, en 

tanto ocwrió detrimento del patrimonio de la Gobernación del 

Chocó, hay lugar a imponer la sanción intemporal de que trata 

el inciso 5° del articulo 122 Superior. 

10.- De los 1"eean•em.oa euetitutivoa de ejecuci6n de 

la pena 

10. l Del subropdo de la suspenai6n condicional de la 

ejecucl6n do la pona 

El articulo 63 del Código Penal en su texto original 

dictaba como requisito objetivo para la concesión de este 

subrogado "que la pe,na impuesta sea de prisión que no exceda 

de tres (3) años•por lo que conforme a dicho mandato, de plano 

se descarta la posibilidad de otorgar tal mecanismo sustitutivo 

al aforado, en tanto la pena impuesta supera ostensiblemente 

esa cifra. 

Ahora bien, el articulo 29 de la Ley 1709 de 2014 modificó 

el artículo 63 del Código Penal y entre otros aspectos el 

anotado requisito objetivo, para en su lugar disponer la 

viabilidad del beneficio en tanto " ... la pena impuesta sea de 

prisión que no exceda de cuatro años" presupuesto que 

tampoco se acredita en este asunto, toda vez que la pena 

impuesta es equivalente a 6 años 10 meses de prisión, lo que 

hace intrascendente el análisis de otros requisitos fijados en la 
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norma para la concesión del subrogado y conlleva la nugatoria 

in limine de la misma 

10.2 De la prislon domicWaria como suatltutiva de la 

pena intramural. 

El articulo 38 de la Ley 599 de 2000 en su texto original, 

vigente para el momento de los hechos, señalaba como 

requisito objetivo que la sentencia se imponga por conducta 

cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de 

prisión o menos, requisito que si bien se cumpliría en tomo al 

delito de Prevaricato por acción en cuanto conforme a lo 

indicado en el artículo 413 del Código Penal, contiene una pena 

mínima de 3 años; no ocurre con el delito de peculado por 

apropiación a favor de terceros, pues de acuerdo a lo señalado 

en el inciso segundo del artículo 397 ibídem, posee una pena 

mínima de 6 años. Debe recordarse que la sanción penal se 

emite por el concurso heterogéneo de los dos delitos, por lo que 

lógicamente la ausencia de requisitos para acceder al beneficio 

en uno de estos ilicitos, afecta en su conjunto la viabilidad de 

su autorización. 

Ahora, la Ley 1709 de 2014 en su artículo 23 adicionó el 

articulo 38B a la Ley 599 de 2000, donde fijó los siguientes 

requisitos: 

~ 1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena 
mínima prevista en la ley sea de ocho (8) Wlos de prisión o menos. 

2. Que no se trate de uno de los delitos incluidos en el inciso 2° del 
articulo 68 A de la Ley 599 de 2000~. 
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Pues bien, conforme a la norma transcrita, aplicable a 

nombre de IIOSQUERA LOZANO para el estudio del sustituto 

penal, con ocasión del principio de favorabilida.d de transición 

de leyes penales en el tiempo, en tanto él lapso mínimo de pena 

se amplia a 8 años, se advierte que efectivamente cumpliría 

este aspecto objetivo por cuanto los delitos por los que se 

emitirá condena en su contra contienen penas mínimas 

inferiores a los 8 aftas. No obstante, no ocurre lo mismo con el 

segundo requisito, pues el articulo 68A del Código Penal 

modificado por la misma Ley 1709 de 2014, señala: 

*No se concedenin; la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena; ra prUl6n domiciliaria como su.sffluth.ra de la: prisl6n; ni 
habrá lugar a ningun otro beneficio, judicial o administrativo, salvo 
los beneficios por colaboraei6n regulados por la ley, siempre que esta 
sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delíto 
doloso dentro de los cinco (5) años anteriores. 

Tampoc:o quienes hquan. aido con4enadoa por áHtos dolosos 
contra ra Adminlstnld6n P4bUca: ( ... )". 

Justamente los delitos de prevaricato por acción y 

peculado por apropiación a favor de terceros, se hallan. 

contenidos en él Título XV del Libro Il de la Ley 599 de 2000, 

que se refiera a los "delitos contra la administración públi.ca", 

tal como tambien se ha explicado ampliamente a lo largo de 

esta providencia, por lo que se actualiza la prohibición legal de 

concesión de subrogados, sin que haya lugar a conceder este 

mecanismo sustitutivo a favor de ROGBR PASTOR 

MOSQUERA LOZANO. 
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10.3 De la prisión clomlcillaria por enfermedad muy 

¡n.ve 

El aforado ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO en sus 

alegatos en audiencia pública, hizo alusión a sus condiciones 

personales y familiares y explicó que posee 49 años de edad y 

sufre patologías que pueden ser consideradas como un estado 

grave por enfennedad, en tanto padece de hipertensión arterial 

crónica, síndrome metabólico, clislipidemia mixta, urioliatisis y 

apnea del sueño, padecimientos que en su conjunto pueden 

conllevar un ataque cardiaco. Recordó que conforme el decreto 

546 de 2000 (sic) atendiendo a lo indicado por la Organización 

Mwidial de la Salud, se consagraron las enfermedades crónicas 

como vulnerables frente a la reclusión intrammal, por lo que 

reclama que en atención a principios constitucionales como el 

de dignidad no se le imponga aquella. 

Como logra advertirse de la petición, el aforado no invoca 

normativa alguna como soporte de la misma y sobre la cual el 

Despacho puede entonces realizar Wl análisis profundo, mas 

con el ánimo de absolver la rogativa se atenderá lo dispuesto 

en el Código Penal frente a esta figura. Veamos: 

El articulo 68 de la Ley 599 de 2000 indica: 

"Reclusión domlclliaria u hoapttalaria por ~ muy 
gra:ue. El Juez podrá autoru.ar la ejecución de la pena privativa de 
la libertad en la residencia del penado o oentro hospitalario 
detemr.inado por el INPEC, en caso que se encuentre aquejado por 
una enfermedad muy grave incompatible con la vida en rectuswn 

""'""" ( ... ) 
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Para la oorwe.sión de este beneficio debe mediar concepto de médico 
legista especializado". 

Según el mandato legal, en efecto se viabiliza la ejecución 

de la pena privativa de la libertad en la residencia del 

condenado o incluso en un centro hospitalario, si se hallare 

afectado por una enfermedad muy grave incompatible con su 

permanencia en intramuros, que corresponde justamente a la 

encomienda del acusado, quien asegura ostentar dicha 

condición. 

Sin embargo, la misma normativa redama como 

presupuesto necesario para que el juez pueda pronunciarse y 

asi autorizar el sustituto, que exista concepto de médico legista 

especializado que explique no sólo la condición de enfermedad 

muy grave en el sentenciado sino que la misma no aconseja 

que permane2Ca cumpliendo la pena en un centro carcelario. 

Vale señalar en este punto, que la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional 210 , en el estudio de exeqwoilidad de similar 

figura contenida en el numeral 4º del articulo 314 de la Ley 906 

de 2004, relacionada con la detención preventiva en el lugar de 

residencia del imputado o acusado aquejado por estado grave 

por enfermedad, concluyó que si bien debe allegarse el 

dictamen de médicos oficiales como lo enseña la norma, 

también puede allegarse dictamen de médico privado, ello como 

garantia del derecho de defensa y debido proceso. 

En el sub lite, el aforado IIOSQUERA LOZANO no sólo 

no aportó el concepto del médico oficial que señala la norma, 

210 Corle Constituelonal, Sentencia C-163 del 10 de abril de2019 
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ni el de un médico particular, sino que tampoco allegó siquiera 

copia de historia clínica, epicresis, fórmula médica, etcétera, 
1 

que al menos soportara sus argumentos, advirtiéndose así que 

no colmó la expectativa legal para el estudio profundo de su 

petición, por lo que Slil más debe despacharse 1 

desfavorablemente. 

Así entonces, el sentenciado ROGER PASTOR ' 

lllOSQUERA LOZANO deberá. cumplir la pena impuesta en el 

establecimiento penitenciario que para el efecto disponga el 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-. Empero, 

a voces de lo señalado en el inciso 2º del articulo 188 de la Ley 

600 de 2000, la captura sólo podrá. ordenarse una vez la 

presente sentencia adquiera firmeza, por lo que dado que 

actualmente el mencionado ciudadano se halla en libertad, 

deberá continuar en tal condición. 

11. Condena en perjaici.oa 

11.1 DaAo emeqente y lucro cesante 

El articulo 56 de la Ley 600 de 2000, indica que " ... en 

todo proceso penal en que se haya demostrado la existencia de 

perjuidos provenientes del hecho investigado, el juez procederá 

a liquidarlos de acuerdo a lo acreditado en la actuación y en la 

sentencia condenará al responsable de los daños causados con 

la conducta punible ... ". Agrega también la norma que se debe 

dictar decisión en torno a expensas, costas judiciales y 

agencias en derecho al tiempo que advierte que no hay lugar a 
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condena de tal naturaleza cuando se acredite que el 

perjudicado ha procurado la reparación por la vía civil. 

En el caso concreto, no se encontró la constitución de 

parte civil ni se evidenció que se hubiera procurado el pago de 

indemnización por estos hechos en un trámite distinto a éste, 

empero, también se constató que la comisión del ilícito de 

peculado por apropiación a favor de terceros conllevó al 

detrimento económico de la Gobernación del Chocó, como 

ampliamente se ha explicado en el discurrir de esta sentencia, 

por lo que en efecto se impartirá. condena en este sentido. 

Para tal propósito, se atenderá. al dictamen pericial 

contenido en el Informe de Policía Judicial No. 10-129465 del 

16 de enero de 2018 suscrito por la Investigadora del CTI 

Martina Cruz Martínez2 11, donde luego de la verificación del 

proceso ejecutivo laboral 2007-00692 encontró acreditado el 

pago de 14 títulos judiciales que sumaron ochocientos 

veintitres millones cuarenta y ocho mil doscientos ochenta y 

tres pesos {$823.048.283), cifra entonces que corresponderla· 

al dinero que fue entregado a los demandantes y que proviene 

del embargo de las cuentas bancarias de la Gobernación del 

Chocó y que para este calculo correspondería al daño 

patriJnonial .. 

Para calcular el daño emergente y lucro cesante, todo 

indexado a 31 de octubre de 2017, el dictamen se valió en 

primer lugar de los indices de precios al consumidor 

certifica.dos por el DANE conforme a lo indicado en el inciso 

211 Cuaderno 2 original conoallienlo, folios 76-89 
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segundo del artículo 53 de la Ley 610 de 2000 212 ; en tomo al 

lucro cesante acogió lo indicado en el artículo 1617 del Código 

Civil, fijando el interés legal en el 6%213• Según el informe, la 

indexación del daño patrimonial al 31 de octubre de 2017, 

corresponderla a $315.091.161,62, en tanto para esa misma 

oportunidad, el lucro cesante sería de $780.966.368,03, para 

totalizar mil novecientos diecinueve millones ciento cinco mil 

ochocientos trece pesos {$1.919.105.813). Veamos: 

... ,._ 
patri■•nbl 

l■de:ncloo 

(ll/1012017) 

Llltl'<lcmann Total 

2007--00692 $823.()48.283 S3l!.09L16l,6l S780.966.368,03 Sl.919.10!.813 

Ahora bien, teniendo en cuenta que la cifra mencionada 

en el dictamen, esto es $1.919.105.813 fue indexada a 31 de 

octubre de 2017, la Sala procede a actualizarla al 31 de enero 

de 2022, con el último IPC reportado por el DANE, utilizando 

la misma fórmula descrita en dicha pericia. Así: 

CAlo■Ja Dalo EIIMl'l"Rk 

:Ji'ii
--· - V,\WR ,\ 

JNDl:U.CIÓN VALOKINDEXAIJO 
Jeohu AcnT.UIZ,UI F- F .... - - ·-· H..... Jloal 

_, ·~ -v1r, ...... 
VH - VIIOI' H- lnlolll =~ (-)VI•-

Vl'-l\'H'(IP<;li1IIPCI■)) 

Cm Jl/lCI' 11 31/01/Z? l. i.lll.139.<f74.62 "" 113,26 199.472.613,12 1.3l7.612.0ll7,74 

'"" 1.138.l3t.474,6l 1.337.lill.087,74 

Cilailo'l,]Luere Ctsaate 
DICE"' DANE 

••• VALORA INDEXACIÓN VALOlllNDUADO ·-· ACTUALIZAR F.... F-
h-

-~ ttlnollur U..h• Flaal - ·~ ~VlcllOI-
VH--- loioill IPCFlul 

'•'VlrHINórtoo 
Vl'-(Vlf'(ll'Cl1i/lPCl■)I 

C,h JIIIW11 J1ro1m 780.966.363,03 ~, ""' 1 1:i6.8'13,736,18 917.840.104,21 ,.., .. ....,..., 1 917.840.IN,21 

212 "Lo& fallos con twpOIIS8bllldad debei.11 ~ en ft:lnna p,eclsa ta ruantla da/ datlo C8Usado, 
llcluallzándolo a lla/or ¡H-n 111 "'°""""" do la decisidn segtl/1 los lndiws d& procio6 al oonoomklor 
ct1dlllcados por el DANE para loa períodos ~. 
213 Sentencia de dcación CE-SUJ-3-3-001 DE 2015. 
214 Fuente: Información Estadistica DANE-A/106 2003- 2021 
215 lbldam 
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Conforme a lo anterior, sumado el valor del daño 

emergente al lucro cesante ambos indexados, se obtiene como 

valor de los perjuicios a 31 de enero de 2022: dos mil 

doaclentoa cincuenta y cinco millones cuatrocientos 

cincuenta y doe mil ciento noventa y un pesos y noventa y 

cinco centavos ($2.255.452.191,95), cifra que debe 

reajustarse cuando este proveido cobre ejecutoria. 

11.2 De la condena en costu 

Con relación al pronunciamiento frente a "expensas, las 

costas judiciales y las agencias en derecho" debe indicarse 

conforme a la gratuidad que rige el proceso penal acorde a lo 

señalado en el artículo 6° de la Ley 270 de 1996 216 no es viable 

el cobro y por ende tampoco el cálculo de arancel alguno por 

el procedimiento agotado, pero de conformidad con lo indicado 

en la Sentencia C-037 de 1996 de la Corte Constitucional, 

dicho principio no irradia a aquellos "gastos que originó el 

ji.tncionamiento o la puesta en marcha del aparato judicial, 

debido a la reclamación de una de las partes" y que con ellos 

"se trata ... , de restituir los desembolsos realizados por quienes 

presentaron una demanda o fueron llamados ajuicio y salieron 

favorecidos del debate procesal " 

No obstante, el máximo órgano de control constitucional 

en ejercicio de sus funciones y revisión del texto de la Ley 

116 "La admlr>l8tracl6n dtJjuBmÍll s.,ni gmtuita r tlU luncl0llamlMlo 6SIBnl a cargo d9I &lado, sin pelju/ck) 
de ht$ a:g,,,tela8 en derecho, oostas, expensas y ru111JC6,'ea}lldiclele8 que se fijen dtJ conlOrmldad ,:en la ley. 
No podrá ~ a,an,:,ti en /Dsprooedlm/Bntti4 de ~penal ... • 
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Estatutaria de la Administración de Justicia, declaró 

inexequible la expresión "que habrán de liquidarse en todos los 

procesos sin excluir a las entidades públicas•, pues consideró 1 

que era responsabilidad del legislador definir "en cada proceso, 

si se amerita o no el cobro de las expensas judiciales, asi como 

el detenninar, según las formas propias de cada juicio, si se 

incluye o no a las entidades públicas dentro de la liquidación de 

agencias en derecho, costas y otras expensas judiciales. " 

Para el caso que ocupa la atención de la Sala, la Ley 600 

de 2000 contempla como posible la liquidación de costas 

procesales 2 17 , las que se conforman por dos rubros distintos: 

las expensas y las agencias en derecho, entendidas las 

primeras como "los gastos surgidos con ocasión del proceso y 

necesarios para su desarrollo"2 18, que en términos de la Sala de 

Casación Penal son "los gastos necesarios realizados por 

cuak¡_uiera de las partes para adelantar el proceso, tales como el 

valor de las notijicacion.es, los honorarios de los peritos y Ws 

curadores, los impuestos de timbre, el valor de las copias, 

registros, pólizas, gastos de publicacion.es"219. Las agencias en 

derecho, por su parte, "no son otra cosa que la compensación 

por los gastos de apoderamiento en que incurri.ó la parte 

vencedora#QJ. 

217 A diferencia de lo 1)19Yisto en el articulo 55 del Decreto Ley 2700 de 1991 y ID previsto pare la Ley 906 
de 2004, doride lllllUfta posible, pero una vaz culminado el Incidente de 111paracl6n lntagral, acuciando par 
vre de lnlegracloo oonnativa a ID seftalado en los ertlwlos 368 y 366 del Código ~nere1 del Pfoceto 
218 SeuteideiC-088 de2002 
219 CSJ Radicado34145 deabrll 13 de 2011, raiterade SP440--2018 (49493) defebrem 28de2018. 
220 Seruanti9, C-088 de 2002 
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En el presente asunto, si hubiere lugar a los estos -costas 

por agencias en derecho y expensas-, de conformidad a lo previsto 

en los artículos 2, 3 y 40 de la Ley 153 de 1887, el camino para 

adelantar el trámite para reconocerlas y fijarlas sera el previsto 

en el Código General del Proceso, descrito en los artículos 365 

y 366, ello por vía de integración tal como lo ordena el artículo 

23 de la Ley 600 de 2000. 

Corolario de lo anterior, lo prop10 seria realizar el 

reconocimiento de tales derechos y luego dar inicio a un 

trámite incidental que tiene lugar después de ejecutoria de la 

sentencia, sin embargo, comoquiera que en el presente asunto 

no fue acreditado gasto alguno realizado por la parte civil, no 

se emitirá condena alguna en expensas. Lo propio ocurre con 

las agencias en derecho, pues ni siquiera se presentó para este 

asunto profesional del derecho que apoderada los intereses de 

la Gobernación del Chocó, por lo que no se acreditó una 

pretensión siquiera sumaria en este sentido, lo que conduce a 

que no haya lugar a tal reconocimiento en contra de ROGER 

PASTOR MOSQUERA LOZANO. 

12. Otras detetminacionea 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 469 de la 

Ley 600 de 2000, la vigilancia de la ejecución de las penas aquí 

impuestas corresponde al Juez de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad -Reparto- del lugar donde se fije la 

privación de la libertad del procesado. Así, una vez en firme 
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esta providencia, por Secretaria se remitirá la actuación a la 

citada autoridad, para lo de su cargo. 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, la Sala Especial de Primera 

Instancia Penal de la Corte Suprema de Justicia, 

administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, 

RESUELVE 

PRIMER.0,-ABSOLVER a ROGER PASTOR IIOSQUERA 

LOZAIIO identificado con cédula de ciudadania No. 11.636.201 

del delito de FALSEDAD IDEOLóGICA EN DOCUMENTO 

PÚBLICO. 

SEGUNDO.- CORDEIIAR a ROGER PASTOR 

IIOSQUERA LOZANO identificado con cédula de ciudadanía 

No. 11.636.201 como autor responsable de las conductas 

punibles de PREVARICATO POR ACCIÓN y PECULADO POR 

APROPIACIÓN A FAVOR DE TERCEROS, en concurso 

heterogéneo. 

TERCERO.- Como consecuencia de lo anterior, IMPONER 

a ROGER PASTOR MOSQUERA LOZANO las penas 

principales de ochenta y cuatro (82) meses -6 años 10 meses­

de prisl6n.; inhabilitación para el ejercicio de derechos y 

funciones públicas por un lapso de 83 meses 21 días y m.ulta 
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de $845.488.283 que deberá cancelar a favor del Tesoro 

Nacional - Consejo superior de la Judicatura. 

CUARTO.- CONDEIIAR a ROGER PASTOR IIOSQUERA 

LOZANO al pago de perjuicios derivados de la conducta 

punible, por las razones expuestas en la parte motiva de este 

fallo, equivalentes a dos mil doscientos cincuenta y c!n.co 

millones cuatrocientos cincuenta y dos mil ciento noventa 

y cinco centavos y un pe808 y noventa 

($2.255.452.191,95), actualizada 

ejecutoria esta decisión. 

al momento de cobrar 

QUINTO,- IMPONER a ROGBR PASTOR IIOSQUBRA 

LOZANO la sanción de carácter intemporal prevista en el inciso 

5º del articulo 122 de la Constitución Politica. 

SBXTO,- NEGAR a ROGBR PASTOR MOSQUERA 

LOZANO la suspensión condicional de la ejecución de la pena 

y la prisión domiciliaria, así como el sustituto de la prisión 

domiciliaria u hospitalaria por enfermedad muy grave, de 

conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva. 

En firme, hDrese orden de captura para asegurar el 

cumplimiento de la pena de prisión impuesta, conforme las 

precisiones anotadas en la parte considerativa del presente 

fallo. 

s&PTIMO.- No condenar a ROGER PASTOR MOSQUERA 

LOZARO, al pago de perjuicios extrapatrimoniales ni expensas 

judiciales, ni agencias en derecho conforme a lo indicado en la 

parte motiva. 
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OCTAVO,- Una vez en firme la presente sentencia, 

remítase coplas de la misma a las autoridades a las que alude 

el artículo 472 de la Ley 600 de 2000 y de las piezas procesales 

pertinentes al juez de ejecución de penas y medidas de 

seguridad -Reparto-, para lo de su cargo. 

NOVENO. - Contra esta decisión procede el recurso de 

apelación (artículos 1, 2 y 3 num. 6° del Acto Legislativo O 1 de 

2018), para ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 

de Justicia. 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

Jl"iJ:,IDA BARRETO ARDD.A 

Magistrada 

"' & 1 

JO ..,D ~DAJ~VERA 

Magistrado 

¡RRESROJAS 
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